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IMPACTO FISCAL DE LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA

Introducción de la Secretaría General de la Comunidad Andina.

Como resultado de la experiencia de las décadas de 1980 y 1990, los estamentos
políticos y la sociedad en general de la región latinoamericana han adquirido una
mayor conciencia sobre la importancia de preservar un relativo equilibrio macro-
económico, como una condición necesaria – aunque ciertamente no suficiente -, para
encauzar a los países en una senda de desarrollo.

En los esfuerzos por fortalecer su equilibrio macroeconómico, los gobiernos centran
hoy su atención en  la política fiscal debido a que la política monetaria se vuelve cada
vez más autónoma en virtud de las reformas legales que han privilegiado el objetivo
del control de la inflación para los Bancos Centrales; y, a que el margen de maniobra
de la política cambiaria se ha reducido por la dolarización de algunas de las economías
y la libre movilidad de los capitales.

Esto hace que la política fiscal sea objeto de un escrutinio constante y ha motivado
cambios institucionales para tratar de garantizar un manejo prudente y previsible. En
la Comunidad Andina, todos los países tienen reglas macrofiscales nacionales (salvo
Bolivia) y además están vigentes metas comunitarias que imponen límites al déficit
fiscal y al endeudamiento público. 

Pero aun así, la política fiscal en nuestros países es muy susceptible a los choques
internos y externos. Los ingresos tributarios son, por lo general, bajos frente a las
necesidades de inversión y de gasto público; además, son fuertemente dependientes
de impuestos indirectos. 

En este escenario, los procesos de integración imponen costos fiscales que pueden
agravar una ya delicada situación. Los sacrificios fiscales derivados de un proceso de libe-
ralización comercial, pueden llegar a ser significativos, especialmente si éste tiene un
amplio alcance, como en el caso del ALCA. En este libro se toca la experiencia de Chile a
este respecto y se presenta, para el caso de la Comunidad Andina, una primera aproxi-
mación acerca del impacto fiscal que tendría la zona de libre comercio hemisférica. 

Pero es común olvidarse que, con la integración comercial y económica no sólo dis-
minuyen los ingresos arancelarios, que muchas veces deben ser compensados con
incrementos en otros impuestos, sino que además se generan mayores egresos fiscales
para: i) apoyar a algunos sectores para que puedan competir con éxito en un escenario
más exigente; y ii) afrontar los costos de reconversión de ramas enteras que en el
nuevo entorno no son viables. 

Este último es un punto que, lamentablemente, no se aborda directamente en las
negociaciones comerciales internacionales y sin lugar a dudas debería merecer parti-
cular atención, pues no se trata únicamente de abrir mercados sino además estar en
condiciones de aprovechar plenamente las nuevas oportunidades que se generan. De
lo contrario, los beneficios derivados, para un país en vías de desarrollo, pueden ser
inexistentes o magros.
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Visto desde otro ángulo, una débil posición fiscal podría convertirse en un obstáculo
real para llevar adelante un proceso de integración económica que, como se ha visto,
puede traer consigo algunos sacrificios y presiones para el erario público.

No obstante, un proceso de integración como el de la Comunidad Andina podría ofre-
cer más de un medio para fortalecer la posición fiscal de los países.

Una disciplina comunitaria en este campo, con el establecimiento de límites para el
déficit y endeudamiento público, que cuente con mecanismos de seguimiento trans-
parentes, tiene el efecto de reforzar la credibilidad de los programas económicos
nacionales. En otras condiciones, el problema de la poca credibilidad de los agentes
económicos en las políticas de mediano y largo plazo en la esfera económica, sólo
puede remontarse, muy gradualmente con el paso de los años, conforme el país va
demostrando el cumplimiento de metas y objetivos de política económica. Lo más
grave sería que, por falta de credibilidad, muchos programas económicos fracasen1.

La credibilidad en las metas y mecanismos comunitarios debe derivarse del hecho que
no sólo el seguimiento de la evolución económica y en particular de los resultados
económicos está siendo realizada regularmente de una manera idónea, con informa-
ción oficial precisa, sino que además el proceso de integración puede apoyar, cuando
el caso lo amerite, a un país que esté atravesando problemas económicos de manera
oportuna y eficaz y a la vez influir para contener posibles desvíos. 

El apoyo del esquema de integración a los países miembros de la Comunidad Andina, está
legitimado en varias disposiciones del propio Acuerdo de Cartagena. Más aún, el Consejo
Asesor, integrado por los Ministros de Economía, Gobernadores de Bancos Centrales y
Responsables de Planeación Económica, asumieron en mayo de 1999 el principio de que
"la estabilidad de un país miembro es de interés comunitario"2. Dentro del Sistema
Andino de Integración existen, además, dos instituciones, el FLAR y la CAF, que canalizan
la cooperación financiera, habiendo este último organismo demostrado, durante la dé-
cada pasada, su gran importancia para el financiamiento del sector público.

Otra manera de reforzar las finanzas públicas es a través de la armonización tributaria,
que conduce a generar reglas que permiten aproximar y perfeccionar los sistemas tribu-
tarios – sin llegar a homologar tarifas necesariamente3 - y a ofrecer mayor seguridad
jurídica para los agentes económicos, lo cual es fundamental para la subregión, donde
una gran preocupación de cualquier inversionista, nacional o extranjero, es la prolífi-
ca producción de reformas tributarias. En este libro se presenta un estudio de la firma
Consultora Baker & McKenzie, donde justamente se menciona, entre otros, esta per-
cepción por parte de los inversionistas; en esta obra también se incluye el informe
ejecutivo de un estudio de consultoría encargado por la Secretaría General sobre los
alcances que tendría un proceso de armonización de impuestos indirectos4.

Schifff M y Winters A en su obra  Regional Integration and Development ( BID, Oxford 2003) analizan la
integración como una ayuda a la credibilidad (v. pág 107)
Numeral 3, de la Declaración del Consejo Asesor de Ministros de Hacienda o Finanzas, Bancos Centrales y
Responsables de Planeación Económica de 24 de mayo de 1999, al Consejo Presidencial con ocasión de la
XI Cumbre Presidencial,  
La carga tributaria es resultado del consenso de la sociedad.
El proceso de negociaciones intergubernamentales sobre este tema se inició en abril de 2003 y debería
extenderse a lo largo del segundo semestre de este año. 
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Como se ha podido apreciar en esta breve introducción, el tema del impacto fiscal en
los procesos de integración económica debe ser estudiado desde varios ángulos, para
poder formular un análisis equilibrado y diseñar una estrategia destinada a fortalecer
las finanzas públicas. 

La Secretaría General de la Comunidad Andina espera que el presente libro, que se
publica gracias al auspicio del BID, fomente la discusión académica sobre este tema y
permita difundir los documentos de trabajo del taller que se realizó en nuestra sede
durante el mes de marzo de 2003, que asimismo fue organizado y financiado por el
BID, a quien manifestamos nuestro público reconocimiento por su colaboración en
esta materia.  

Lima, abril 2003
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Esta publicación es una contribución de la Secretaría General de la Comunidad Andina
de Naciones (SG) y el BID a la consolidación del proceso de coordinación macro-
económica de los países miembros de la CAN, reconociendo que la armonización de las
estructuras tributarias será cada vez más necesaria cuanto mayor sea la integración
económica. En particular, se trata de resolver el conflicto potencial entre una mayor
actividad económica transnacional y la tributación como último bastión de la sobe-
ranía. Es por ello que el BID y la Secretaría General (SG) están desarrollando impor-
tantes esfuerzos de coordinación de política tributaria. La SG ha actualizado, y actual-
mente se encuentra próximo a aprobación por los países miembros, la normativa
comunitaria en tributación internacional. A su vez, el BID está realizando un conjunto
de seminarios sobre los impactos de la liberalización comercial y financiera y la inte-
gración en las estructuras tributarias domésticas en cada uno de los procesos
regionales de integración de América Latina y el Caribe así como viene desarrollando
una serie de estudios en el tema.

Este libro contiene seis artículos presentados en el seminario realizado en marzo de
2003 en Lima, y que relacionan a la integración con la descentralización, la sustitución
de ingresos fiscales y la compensación de sectores afectados, los sistemas de incen-
tivos y los acuerdos multilaterales, la localización de inversiones y la tributación inter-
nacional así como la armonización de la imposición indirecta.

Del análisis de la experiencia de integración regional de una economía fiscalmente disci-
plinada y con un proceso de liberalización comercial y financiera maduros: Chile a
principios de los noventa; Joaquín Vial, establece una serie de recomendaciones para
la sustitución de ingresos fiscales mediante una reforma tributaria fiscalmente neutra.
Adicionalmente, describe el proceso de economía política para lograr el consenso
político necesario, incluyendo las compensaciones (fiscales) a los sectores afectados
por la rebaja de protección efectiva. También se presenta un documento de trabajo
elaborado por la SG en el cual se ensaya un primer ejercicio de lo que podría signi-
ficar  el impacto fiscal que podría derivarse del ALCA para los países andinos.

Eduardo Wiesner examina y ofrece un marco conceptual de principios que podrían
hacer la descentralización más efectiva y que a su vez redunde en un mejor proceso de
integración económica nacional y regional. En este documento se analiza y evalúa los
procesos de descentralización y de integración subregional en siete países latinoameri-
canos, bajo la premisa que un proceso de descentralización dentro de un país puede
ser entendido como a uno de apertura y "liberalización", y que, en forma similar, un
proceso de apertura comercial y de integración económica regional puede ser com-
prendido como un esquema de descentralización en un espacio territorial más amplio.

Peter Byrne discute sobre los impactos de los incentivos tributarios en la promoción
del desarrollo económico y en la inversión extranjera directa. Posteriormente, presen-
ta las obligaciones impuestas a los países miembros de la OMC en el área de subven-
ciones, así como las potenciales sanciones por haber utilizado subvenciones prohibidas
o recurribles. Finalmente, el documento incluye un análisis breve de los actuales incen-
tivos tributarios en la región andina.

PROLOGO



Desde la perspectiva del sector privado Baker and McKenzie, reputada firma de
asesores tributarios internacionales, presenta aquellos aspectos, derivados de su expe-
riencia adquirida con empresas extranjeras con actividades en la subregión, que inci-
den negativamente en las decisiones de inversión. De manera particular, enfoca las
situaciones que generan un incremento desproporcionado de su carga fiscal efectiva,
y sobre todo en la imposición a la renta. Posteriormente revisa la situación individual
de los países andinos, confrontándola con cada uno de esos aspectos identificados
previamente como desalentadores para la actividad económica internacional y la
captación de inversiones.

Finalmente, Luis Arias y Mauricio Plaza presentan un resumen de su análisis sobre las
normativas vigentes de imposición indirecta para los países miembros de la CAN y dis-
cuten las bases y presentan un proyecto para su armonización. Esta propuesta se
enmarca en el objetivo permanente que se requiere fortalecer y perfeccionar los sis-
temas tributarios nacionales. Este estudio fue patrocinado por el BID y se encuentra
actualmente en proceso de análisis por el grupo de expertos nacionales bajo el auspi-
cio de la Secretaría General para ser implementado en la subregión.

Lima, Mayo de 2003.

Alexis Valencia, SG/CAN
Alberto Barreix, BID/INTAL
Luiz Villela, BID/INTAL
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Una de las dificultades que muchos países enfrentan cuando deciden avanzar en la
profundización de sus vínculos comerciales con el resto del mundo, es el impacto de
la eliminación de barreras arancelarias en los ingresos del sector público. Esto es espe-
cialmente importante en países en desarrollo que exhiben una baja capacidad para
recaudar impuestos directos y por lo tanto sus finanzas públicas dependen en una pro-
porción muy importante de los ingresos derivados de impuestos al comercio exterior,
tal como se puede apreciar en el Cuadro 1. Ese mismo cuadro muestra una clara ten-
dencia a la disminución de importancia relativa de los impuestos al comercio exterior
en el mundo y en América Latina en particular. Esto se ha dado en un contexto en que
la carga tributaria total ha tendido a permanecer estable o aumentar en América
Latina y el Caribe en la última década y media, con un peso relativamente constante
de los impuestos indirectos en los mercados internos. 

Para efectos de este análisis se puede distinguir tres tipos de efectos de la política
comercial sobre los ingresos tributarios:

Estos efectos no se dan en forma simultánea e inmediata en el tiempo. El impacto
sobre los ingresos de los dos primeros es prácticamente instantáneo, si bien los pro-
cedimientos de declaración y pago de ellos pueden dar origen a rezagos importantes
en el corto plazo, algo que es importante de considerar cuando el gobierno enfrenta
severas restricciones de liquidez. Los efectos indirectos de origen macroeconómico se
demoran más y están sujetos a un mayor grado de incertidumbre.

Las autoridades enfrentan varios desafíos en el proceso de decidir una rebaja arance-
laria, independientemente de que ésta sea el resultado de una decisión de rebajar
aranceles unilateralmente o en el marco de acuerdos comerciales con otros países:

1. Evaluar cuantitativamente los efectos fiscales de las medidas.
2. Decidir qué hacer respecto de la política fiscal en general: compensar pérdidas

de ingresos con otros impuestos, rebajar gastos, cambiar la posición fiscal macroe-
conómica aceptando un mayor déficit.

3. Diseñar una estrategia legislativa y de opinión pública para llevar a buen término
estas iniciativas, en el marco de la política fiscal definida.

En lo que sigue nos referiremos a estos tres aspectos, ilustrándolos con la experiencia
de Chile en los últimos años. El caso de Chile es interesante por la rica variedad de
experiencias acumuladas en estos años. Este país realizó una rebaja general de arance-
les y una eliminación masiva de barreras no-arancelarias a mediados de los años

EFECTOS FISCALES DE LA POLITICA DE COMERCIO EXTERIOR

Directo: es el que se asocia a las bajas en las tasas nominales del arancel de los pro-
ductos que son objeto de reducción o eliminación de aranceles;
Indirecto sobre los otros impuestos que tienen como base los valores CIF más aran-
cel de las importaciones (IVA en Chile, por ejemplo), asociado a la rebaja de la tasa
del arancel.
Indirecto sobre los otros impuestos, como resultado de las variaciones de volumen
de importaciones e ingresos asociado a la rebaja arancelaria.

1.

2.

3.



setenta y luego ha mantenido una economía bastante abierta al comercio exterior,
uniformando el nivel de las tarifas a las importaciones al nivel del 10% a fines de los
70’s, salvo algunos mecanismos de estabilización de precios internos de unos pocos
productos agrícolas (trigo, azúcar, oleaginosas). Si bien en los años de la crisis de la
deuda hubo alzas del nivel del arancel, llegando a niveles del orden del 26%, a fines
de los 80 se había estabilizado al 15%. En el año 1991, recién instalado el nuevo go-
bierno elegido democráticamente, se llevó a cabo una rebaja del arancel de 15% a 11%.
Posteriormente se han aprobado varios acuerdos comerciales bilaterales, entre los que
se destacan aquellos con México, Canadá y MERCOSUR, y finalmente, en 1998 se legis-
ló una rebaja general (gradual) de aranceles del 11% al 6%, con una rebaja de un punto
porcentual cada año, durante 5 años. En estos momentos el país está abocado a mate-
rializar un acuerdo con la Unión Europea y se encuentra muy avanzado en las nego-
ciaciones de un Acuerdo de Libre Comercio con los Estados Unidos.

El tema de los impactos fiscales ha estado en el centro de la discusión de todos los
proyectos legislados durante los años 90, entre otras cosas porque los sucesivos go-
biernos han sostenido invariablemente la necesidad de preservar una presión tribu-
taria estable, de manera que todas dichas rebajas fueron acompañadas por aumentos
compensatorios en otras fuentes permanentes de ingresos.

Desde el punto de vista fiscal conviene distinguir dos tipos de ajustes arancelarios, que
se han dado y se están dando en la región y que dependen de la magnitud del cambio
y de la posición inicial de la economía. Un caso es aquel de una economía más bien ce-
rrada, con elevada protección arancelaria y no-arancelaria, que decide remover gran
parte de las barreras al comercio. Este es un cambio discreto por lo que las estimaciones
de elasticidades sobre datos históricos van a servir muy poco para los cálculos de ingre-
sos, entre otras cosas por el cambio en los niveles y composición de las importaciones.
En este contexto un cálculo simplista puede resultar muy distorsionado por el hecho de
que muchas tarifas son redundantes al inicio (“agua” en las tarifas). De hecho, en Chile
la recaudación por concepto de impuestos al comercio exterior subió desde niveles del
1,7% del PIB en 1970 a tasas del orden de 3% del PIB cuando las tarifas nominales
bajaron desde tasas promedio del orden de 100% a 50% a mediados de los 70’s. El
Cuadro 2 ilustra claramente que las rebajas arancelarias de comienzos de los 70’s; en
Chile prácticamente no tienen efectos fiscales, y sólo cuando las tasas se uniforman a
niveles del 15-20% las rebajas sucesivas comienzan a ocasionar pérdidas de ingresos
significativas. En el otro extremo tenemos el de una economía que ya es bastante abier-
ta al comercio exterior, donde hay pocas barreras no arancelarias y donde las tarifas no
tienen agua. En ésta las variaciones son marginales, por lo que las elasticidades calcu-
ladas econométricamente pueden ser aplicadas con algún grado de confianza para esti-
mar impactos fiscales de cambios en tasas arancelarias. 

Un acuerdo de Libre Comercio de cobertura regional o entre dos o más países va a
combinar los dos casos extremos, en la medida que exista una diversidad significativa
en el grado de apertura inicial y en las políticas comerciales de los países que confor-
man el pacto. Sin embargo, en las últimas décadas prácticamente toda la región se ha
ido moviendo hacia menores niveles de protección rebajando aranceles, derribando
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barreras no arancelarias y eliminando el agua en sus tarifas. Ello permite suponer que
los efectos fiscales de acuerdos comerciales regionales pueden ser aproximados con
un grado razonable de precisión en la mayoría de los países.

1. Evaluación del costo fiscal de una rebaja marginal de aranceles

Desde una perspectiva estática simple tenemos los tres factores identificados ante-
riormente:

El impacto directo de la rebaja de aranceles, cuyo efecto de primer orden es el valor
de las importaciones CIF multiplicado por el cambio en la tasa arancelaria, y el de
segundo orden, el cambio en el valor de las importaciones inducido por la rebaja
arancelaria, multiplicado por las tasas finales del arancel. Este cálculo tiene varias
complejidades (impactos diferenciados por productos si hay cambios diferenciados
en las tasas del impuesto, efectos de las interacciones entre la rebaja del arancel y
el nivel del PIB y su retroalimentación en el valor de las importaciones, el caso de
los productos en que los agentes económicos nacionales tienen capacidad de afec-
tar los precios, etc.), pero en una primera estimación no es necesario ahondar en
grandes detalles, ya que los impactos más importantes, cuando los cambios son
marginales, son los dos primeros antes mencionados. En consecuencia este cálculo
resulta bastante simple y no requiere grandes insumos más allá de los datos bási-
cos de importaciones y recaudación, más una estimación razonablemente acotada
de la elasticidad precio de las importaciones, para el nivel agregado de éstas y las
principales categorías (esto último en caso que haya rebajas diferenciadas de
aranceles por productos).

El impacto de la rebaja del arancel sobre la recaudación de otros impuestos indi-
rectos (IVA y algunos impuestos específicos como aquellos que gravan las ventas
de bebidas alcohólicas y productos de tabaco, por ejemplo). En muchos casos la
base tributaria para estos impuestos es el valor de mercado de los productos
finales, porque el impuesto se aplica incluyendo el costo del arancel. En estos casos
el cálculo también es directo, aunque se requiere conocer el peso de las importa-
ciones en el precio final, de manera de tener una estimación apropiada. Una
división útil puede ser aquella en que se distinguen tres tipos de bienes: nacionales,
exportables e importables. En el caso de los exportables normalmente no se aplican
impuestos indirectos y generalmente no pagan IVA, por ser ventas a extranjeros. En
los bienes importables el efecto es simple: corresponde a la tasa del impuesto indi-
recto a las ventas finales aplicada sobre el valor de las importaciones multiplicado
por el cambio en la tasa arancelaria (descontando efectos de segundo orden deriva-
dos de cambios en valores transados internacionalmente, aunque éstos se pueden
incorporar fácilmente si se considera necesario incluirlos). Por último, en el caso de
los no-transables, el impacto debiera ser menor y viene dado por los mayores cos-
tos de importación de los insumos que provienen del exterior. Si se quisiera hacer
un cálculo detallado de este componente se podría recurrir a las tablas de Insumo-
Producto, reconociendo que una debilidad puede ser el supuesto de coeficientes
fijos en las funciones de producción sectoriales.

- 

- 



Estos cálculos, excepto el último, tienen requerimientos bajos de información e instru-
mental técnico, y pueden ser realizados fácilmente por las agencias públicas especia-
lizadas (Servicio de Aduanas, Impuestos, Presupuesto, etc.). Hay dos aspectos
metodológicos a tomar en cuenta para el cálculo antes mencionado y que suelen ser
un poco más complejos: la incorporación de los efectos temporales de los mecanismos
de declaración y pago de los impuestos indirectos y aranceles, lo que en algunos casos
puede dar origen a efectos rezagados importantes; y el efecto en el tiempo de los
ajustes de las variables macroeconómicas ante el cambio en las tasas arancelarias. En
el primer caso se requiere de un conocimiento acabado de los mecanismos menciona-
dos, lo que suele existir en las agencias recaudadoras, pero no necesariamente en los
entes asesores que operan en contacto directo con los ministros que toman las deci-
siones. El segundo supone un conocimiento adecuado de los efectos dinámicos y los
rezagos promedio en los ajustes de variables como las importaciones. Este tipo de
conocimientos existe para la mayoría de los países en los círculos académicos y, espe-
cialmente, en los bancos centrales, que los usan habitualmente en sus escenarios para
las discusiones de política macroeconómica con el FMI. Es importante que los técnicos
del Ministerio de Finanzas hagan las consultas del caso para poder contar con una
estimación de los efectos fiscales en cada uno de los ejercicios presupuestarios.

Es importante recalcar que los requerimientos técnicos y de información para elaborar
estos cálculos no son diferentes de los que se necesitan para efectuar las estimaciones de
ingresos del Presupuesto Nacional. Una manera de verificar la existencia de dichas capaci-
dades puede ser pedir a los equipos técnicos que identifiquen claramente las discrepancias
entre las proyecciones de ingresos por impuestos al comercio exterior y las recaudaciones
efectivas en ejercicios presupuestarios anteriores. En la medida que los residuos no expli-
cados sean muy grandes ello es señal de debilidades en los sistemas de proyección de
ingresos, en cuyo caso sería conveniente contar con apoyo técnico adicional.

En relación a la experiencia de Chile, la información más detallada sólo está disponible
para la última rebaja de aranceles (1998). En ella se estimó que el impacto fiscal en
régimen (después de 5 años) sería equivalente al 1% del PIB del año 1998 y 3,7% de
las importaciones totales de bienes y servicios de ese mismo año. Si bien el proceso no
ha terminado, los cambios observados en la recaudación de los impuestos al comercio
exterior han coincidido con las estimaciones realizadas en esa época, como queda en
evidencia en el Cuadro 3. 

2. Rebaja de aranceles y política fiscal

Una vez efectuado el cálculo de las pérdidas de ingreso fiscal año a año y en régimen,
las autoridades económicas y políticas deben tomar una importante decisión respecto
de la dirección de la política fiscal: se debe alterar la posición fiscal como consecuen-

El impacto indirecto derivado de los cambios en los agregados macroeconómicos
que tienen lugar como consecuencia de la rebaja de las tasas arancelarias. Si las
rebajas de tasas son marginales, se puede suponer con un grado importante de
confianza que estos efectos son lo suficientemente pequeños como para no justi-
ficar un cálculo detallado,  que posiblemente requiera de algún tipo de modelo
macro-econométrico o de un CGE para obtener un número afinado.

- 
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cia de una reforma “micro-económica”, asignando una responsabilidad compensatoria
a la política monetaria (explícita o implícitamente), o se definirán medidas fiscales adi-
cionales que permitan neutralizar los efectos macro de los menores ingresos públicos
provenientes de los gravámenes al comercio exterior1?.

El caso de Chile y sus dos rebajas arancelarias de los 90’s es interesante justamente
porque en ambos casos se insistió en compensar las pérdidas de ingresos por concep-
to de aranceles a las importaciones con aumentos de otros impuestos. En el caso de la
rebaja arancelaria de 1991, que llevó el nivel de los aranceles del 15% al 11% (mante-
niendo las excepciones previas), se combinó una extensión de la base del Impuesto de
Timbres y Estampillas, la introducción del encaje a los créditos externos (con impactos
cuasifiscales sobre el balance del Banco Central) y un aumento del impuesto específi-
co a los combustibles. En la rebaja escalonada de aranceles de un punto anual hasta
el 6% en 2003, aprobada en 1998, el abanico de compensaciones fue más variado,
incluyendo un aumento en el impuesto al tabaco, un alza escalonada en el tiempo del
impuesto a la gasolina, aumentos en la tasa del impuesto de Timbres y Estampillas que
grava las transacciones financieras, la eliminación o reducción de los beneficios del
reintegro simplificado de aranceles pagados por los exportadores y la eliminación de
franquicias para pagos diferidos de aranceles a las importaciones de bienes de capital.
En ambos casos, la compensación aprobada fue completa.

Por otra parte, en los casos de acuerdos comerciales bilaterales que implicaban reba-
jas significativas de aranceles al comercio bilateral se optó por absorber los menores
ingresos y ajustar la política fiscal a la nueva restricción de ingresos. El caso más
importante fue el de MERCOSUR con impactos fiscales estimados que superaban los
$ 300 millones al año, una vez que se alcanzaba la situación de régimen. Si bien no hubo
explicaciones formales para esta actitud diferente, había dos buenas razones para pro-
ceder de esta manera: el efecto fiscal era gradual y en algunos casos alcanzaba su
situación de régimen después de 10 años o más, y por otra, la debilidad del apoyo
político para la aprobación legislativa de algunos de estos acuerdos (MERCOSUR es el
más claro) hacía que la introducción de impuestos compensatorios pusiese en peligro
la viabilidad del proyecto de ley.

Un argumento usado con mucha frecuencia por la oposición política a los gobiernos
que impulsaron estas rebajas de aranceles fue que las alzas en otros impuestos eran
innecesarias, porque el crecimiento de la economía (en torno al 6% promedio durante
esos años) era suficiente para generar ingresos adicionales compensatorios. Este argu-
mento fue rechazado siempre por las autoridades de la época, sobre la base de que el
crecimiento junto con generar mayores ingresos generaba también una presión por
mayores salarios reales en el sector público y una demanda creciente por bienes públi-
cos, tanto en términos de cobertura como calidad. En consecuencia, el efecto neto del
crecimiento sobre las finanzas públicas es muy difícil de evaluar ex - ante, de manera
que rebajas permanentes de ingresos debían ser compensadas con aumentos perma-
nentes en fuentes alternativas, o en rebajas también permanentes en algunos gastos.

Excluyo del análisis el caso de países que han perdido el control de la política fiscal y están sometidos a
los imperios de las disponibilidades de caja. Para ellos la primera prioridad de política debiera ser la crea-
ción de una base de apoyo que permita hacer una política fiscal con una orientación macroeconómica
definida.

1



Como resultado de esta estrategia, la carga tributaria como porcentaje del PIB ha per-
manecido relativamente estable fluctuando en torno al 16% del PIB desde la plena
entrada en vigencia de la reforma tributaria de 1990. La composición de dicha carga
ha cambiado, con un peso estable o ligeramente mayor en el caso del IVA y los
impuestos a la renta, una caída de casi un punto del PIB en la recaudación por con-
cepto de impuestos al comercio exterior y un aumento de algo más de medio punto
del PIB en impuestos indirectos que gravan “males” (gasolina y tabaco). Por lo tanto,
sin afectar la carga tributaria global se ha logrado un cambio de composición que repre-
senta una importante mejora para la eficiencia en la asignación de recursos.

3. La estrategia política para la aprobación de la reforma arancelaria

Las rebajas de aranceles, ya sea por medio de actos legislativos unilaterales o como parte
de acuerdos comerciales bilaterales o multilaterales, son proyectos de ley impopulares,
caracterizados por una concentración de los costos de la rebaja en unos pocos grupos
amenazados por la mayor competencia externa, y una gran dispersión de los beneficios
entre toda la población. Esto no es un buen punto de partida para lograr mayorías par-
lamentarias para la aprobación de las leyes en sistemas democráticos, especialmente
cuando existen actores legislativos susceptibles a presiones de grupos de interés.

Cuando los equipos técnicos del Gobierno deciden enfrentar este tema hay tres
actores claves para la aprobación legislativa de una reforma de este tipo: el propio
Ejecutivo, el Congreso Nacional y la opinión pública. 

Una primera batalla en la lucha por estas reformas se da al interior del Ejecutivo, para
convencer al Presidente y a su equipo político más cercano de la conveniencia de un
proyecto de este tipo. Cuando se trata de acuerdos comerciales con terceros países el
Ministerio de Relaciones Exteriores suele ser un aliado importante en esta tarea. En
cambio aquellos ministerios sectoriales que tienen que lidiar directamente con los gru-
pos afectados suelen ser adversarios que deben ser tomados en cuenta. Dado que ellos
van a jugar un rol importante en el proceso posterior, es absolutamente esencial que
una vez tomada la decisión de ir adelante con el proyecto, esos ministros sectoriales
se plieguen lealmente a la iniciativa del Gobierno, para ello es esencial contar con el
firme respaldo del Presidente. En esta etapa se deben definir los marcos de referencia
para eventuales “compensaciones” a los sectores más afectados por la rebaja y/o los
mecanismos de gradualidad que se van a aplicar para facilitar los ajustes de los per-
judicados. Fijado el marco del “precio” que hay que pagar para impulsar la reforma, el
Ministro de Finanzas y el Presidente deberán decidir si aún es conveniente seguir ade-
lante con la iniciativa y presentar un proyecto de ley al Congreso.

En el caso de Chile, los mayores conflictos han sido con los productores agrícolas
tradicionales en rubros como carne, leche y cereales. Aliados frecuentes han sido los
sectores exportadores más dinámicos, algunos de los cuales han adquirido un peso
importante en las asociaciones de agricultores (frutas, vinos). Esto se ha reflejado en
que durante algunos períodos el Ministerio de Agricultura ha adoptado posiciones
proteccionistas militantes, entrando en conflictos con el Ministro de Hacienda y el
resto del llamado “equipo económico” (Ministro de Economía – el equivalente al Minis-
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terio de Industria y/o Comercio Exterior de otros países, Banco Central). En un país
presidencialista como Chile ha sido esencial el apoyo de los Presidentes a estas inicia-
tivas y el poder que han delegado en los Ministros de Hacienda en estas materias.

Una vez adoptada la decisión de ir adelante, hay que fijar la estrategia legislativa y con-
seguir los apoyos parlamentarios respectivos, lo que puede variar mucho dependiendo
de cada país. Chile es un caso relativamente especial dado que su Constitución limita la
iniciativa del Congreso para presentar proyectos de ley en materias con impacto fiscal,
así como las indicaciones parlamentarias a un proyecto presentado por el Ejecutivo
cuando ellas tienen impactos fiscales. Esto es muy importante porque permite que el
Gobierno fije el marco de los impactos fiscales de la acción legislativa. Sin embargo,
como veremos más adelante, ello no significa que el Congreso no tenga poder para modi-
ficar ese marco mediante la extracción de concesiones durante el proceso legislativo.

En Chile el primer paso fue siempre obtener el apoyo de los partidos de la coalición de
gobierno, lo que ha sido posible gracias a la importancia de la figura del Presidente y
a una tradición de partidos políticos fuertes. Sin embargo, como eso no era suficiente
dada la fuerte presión de los “lobbies” proteccionistas, en todos estos casos fue nece-
sario conseguir apoyo legislativo de los partidos de oposición, lo que normalmente se
logró mediante compromisos presupuestarios para apoyar sectores perjudicados en
años posteriores. En todos los casos de rebajas de aranceles las negociaciones políti-
cas fueron anteriores a la presentación del proyecto de ley, y sólo una vez firmado los
compromisos respectivos con un grupo de partidos que aseguraba un despacho rápi-
do y expedito de los proyectos de ley, se procedió al envío de los proyectos al
Congreso, donde tuvieron un trámite muy breve. 

Un caso distinto fue el del acuerdo de MERCOSUR, donde la oposición de los agricul-
tores era más fuerte y existían discrepancias respecto de la conveniencia de profundizar
las relaciones comerciales con esos países. El proyecto de ley fue finalmente aprobado,
pero después de grandes concesiones para aumentar los programas de crédito y sub-
sidios estatales para la agricultura y - en menor medida - a las empresas industriales
medianas y pequeñas. Si bien esos compromisos fueron escalonados gradualmente en
el tiempo, ellos significaron una elevada carga en años posteriores cuando el país debió
hacer severos ajustes fiscales en consideración a las condiciones macroeconómicas.
Intentos por “renegociar” parte de esas concesiones fueron derrotados en el Congreso.

Este tema es de singular importancia, porque es posible sostener que en el caso de la
asociación de Chile con MERCOSUR el impacto fiscal mayor no fue aquel derivado de
las rebajas de las tasas arancelarias, sino que fue el monto de los compromisos fiscales
que se derivaron de los acuerdos políticos necesarios para lograr la aprobación del
proyecto en el Congreso Nacional. Si bien ellos no pusieron en peligro el logro de las
metas macroeconómicas de los presupuestos posteriores, sí rigidizaron componentes
del gasto de dudosa eficiencia, haciendo más costosos los ajustes presupuestarios.

En los casos de rebajas arancelarias generales la opinión pública jugó un rol pasivo y
el debate estuvo dominado por las opiniones de especialistas y grupos de interés. Sin
embargo, el hecho de que ambos proyectos de ley – el de 1991 y el de 1998 – hayan
sido presentados como parte de una estrategia para enfrentar riesgos derivados de la



situación internacional ciertamente ayudó a lograr un clima favorable a la aprobación
de los proyectos. En 1991 el debate se dio en el contexto de una fuerte preocupación
pública por la apreciación cambiaria inducida por las entradas de capitales y fue parte
de un paquete que incluía la introducción del encaje a los créditos externos. La rebaja
de aranceles fue presentada como una medida destinada a rebajar los costos de pro-
ducción e inversión en un contexto de apreciación cambiaria y que debía ayudar a
desviar hacia el exterior parte de la oferta de divisas que provenía de la cuenta de capi-
tales. En 1998 el debate se dio en el contexto de la crisis de los países asiáticos y fue
asociado a la necesidad de dar una señal clara de compromiso con la integración inter-
nacional de la economía, en momentos que los capitales extranjeros estaban abando-
nando masivamente a los países en desarrollo. Este proyecto fue parte de una serie de
medidas destinadas a confirmar que Chile seguía siendo un país confiable para inver-
tir, entre las que cabe mencionar ajustes monetarios, presupuestos fiscales restrictivos
y mayor flexibilidad cambiaria.

En los acuerdos comerciales bilaterales la opinión pública jugó un rol más activo, espe-
cialmente en aquel con MERCOSUR, lo que dio origen a un amplio debate por los
medios de comunicación y presentaciones de numerosas opiniones y estudios de espe-
cialistas durante el debate en el Congreso Nacional. Al convertirse este proyecto en un
foco de debate de primera importancia política, subió la percepción de los costos
políticos de un fracaso, lo que fue importante al momento de negociar las compensa-
ciones a los grupos perjudicados. 

4. Comentarios finales

Si bien las tasas de los impuestos al comercio exterior en América Latina han bajado
considerablemente, estos impuestos siguen siendo una fuente importante de ingresos
públicos, por lo que cualquier rebaja de aranceles, ya sea en el marco de acuerdos de
libre comercio, o unilaterales, deben hacer un cálculo cuidadoso de esos impactos.
Dado que se producen pérdidas permanentes de ingreso, se debe buscar articular un
conjunto de medidas legislativas cuyo impacto fiscal sea consistente con las metas fis-
cales de largo plazo, lo que sólo es posible en la medida que existan grupos impor-
tantes a favor de la agenda de mayor liberalización comercial, algo que ha estado pre-
sente en el caso de Chile desde los 80’s en adelante.

Finalmente, se debe articular una estrategia legislativa que asegure que una vez envia-
do, el proyecto de ley sea aprobado en el Congreso, ojalá en un trámite expedito y rápi-
do, sin sobrepasar los marcos financieros que se definan al comienzo del proceso.
Todos estos procesos se ven enormemente facilitados si el Gobierno toma esta inicia-
tiva en un contexto en que no enfrenta restricciones de liquidez asfixiantes y dispone
por ende de algunos márgenes de maniobra para facilitar los ajustes requeridos.

Por último cabe mencionar que la oportunidad del envío del proyecto de ley es crítica,
ya que es importante asegurar el respaldo político para proyectos de ley que siendo
beneficiosos son generalmente percibidos como de elevado costo político.
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1. La liberalización comercial de los países andinos, al igual que la mayoría de los paí-
ses de la región comenzó a mediados o finales de la década de 1980 y se acentuó en
la década siguiente. Primero como un proceso de reducción de las tasas arancelarias y
luego con búsqueda y consolidación de mercados que implicó una proliferación de
acuerdos comerciales (preferencias arancelarias y libre mercado). A nivel andino se
configuró una zona de libre comercio en 1992-1993.

2. El presente documento busca dar una visión de lo que ha significado la apertura
comercial desde el punto de vista tributario y de equilibrio de las cuentas externas, con
el objeto de señalar tendencias que podrían presentarse con más fuerza en la conso-
lidación del proyecto del ALCA.

Economías abiertas y menos abiertas.-

3. La subregión andina ha sido, en su conjunto, bastante abierta desde el punto de
vista comercial, tal como se puede apreciar en el Gráfico No. 1, que refleja como indi-
cador la sumatoria del valor del comercio exterior de bienes en función del PIB. 

4. Destacan los casos de Venezuela y Ecuador como los más abiertos. Estos países
disponen de exportaciones petroleras que tienen un peso preponderante tanto en sus
exportaciones totales como en los ingresos fiscales, siendo el impacto de este factor
mucho mayor en el primer país nombrado lo cual se traduce en una alta volatilidad del
indicador para ese país según se comprueba en el gráfico.  

El IMPACTO FISCAL PARA LOS PAISES DEL ALCA



5. Ecuador, que había venido desde principios de la década de 1980 incrementando de
manera casi sistemática su grado de apertura, supera a Venezuela en este indicador en
los últimos años. De hecho, entre la década de 1970 y la década de 1990, el indicador
se incrementó en 7 puntos del PIB (y más de 14 puntos si se compara el promedio de
los años de 1970 con el último lustro) (V. Anexo No. 1).

6. El otro país andino que también experimentó un incremento del grado de apertura
comercial, entre la década de 1970 y la década de 1990, ha sido Colombia (más de 5
puntos del PIB). Bolivia y Perú, tal como se puede constatar en el gráfico, están a finales
de la década pasada en niveles muy similares a los que registraban en la década de 1970.

7. Sin embargo, la composición del indicador sí se modifica sustancialmente en el caso
boliviano. En efecto, si en la década de 1970 el grado de apertura (42% PIB) estaba
explicado mayoritariamente  por las exportaciones (55%), en la última década tienen
mayor peso las importaciones (60%). Más aún, la caída de la participación de las
exportaciones en el PIB no es sustancialmente mayor gracias al dinamismo demostra-
do por el mercado andino, que en el lapso señalado pasó de representar menos del 1%
del PIB al 4% del PIB, mientras que las exportaciones al resto del mundo descendieron
casi 9 puntos del PIB (22.4 al 13.6%).  

8. Perú es un caso similar al anterior, aunque en menor escala. Aquí también la participación
de las exportaciones en el indicador (24%) pasó de 51% al 45% en el mismo período.
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9. Al comparar el proceso de apertura comercial al interior de la subregión y con el
resto del mundo (v. Gráficos No. 2 y 3), es evidente el mayor dinamismo del cre-
cimiento del comercio intracomunitario en la última década.

10. Esto ha determinado que el comercio con el resto del mundo haya reducido su
importancia relativa drásticamente; para Bolivia, Colombia y Ecuador el comercio con
sus socios andinos representó, en la última década,  el 17, 18 y 20% respectivamente;
y, para Perú y Venezuela significó el 14 y 8%, en su orden. Esto debe ser contrastado
con la década de 1970, cuando Venezuela apenas comerciaba el 1.5% con sus socios
andinos, Bolivia el 3% y Colombia, Ecuador y Perú entre el 8 y el 9%.



11. La tendencia y el cambio en la composición en la apertura de las economías andi-
nas, ha tenido sus consecuencias sobre la balanza comercial que se expresan en el
Gráfico No. 4: Bolivia, Colombia y Perú han pasado, en promedio, desde la década de
1970 a la década de 1990, de un superávit a un déficit.

12. El cambio más importante fue para Bolivia que de un nivel de cobertura (X / M) de
125% bajó a 77%; en los otros dos los cambios fueron menores, en Colombia de un
equilibrio al 92% y en  Perú del 110 al 85%. En los tres casos llama la atención la recu-
rrencia y persistencia de balanzas deficitarias a lo largo de la década anterior.

Por su parte Ecuador y Venezuela mantienen, en promedio, balanzas comerciales posi-
tivas para los indicados períodos, gracias a las exportaciones petroleras.

13. A nivel intracomunitario, el proceso de mayor apertura comercial y que ha sido
particularmente intenso en la última década, acentuó la tendencia deficitaria para
Perú (desde 1986) y generó una tendencia similar para Ecuador (desde 1994).

14. Pero además, el proceso de apertura comercial trae consigo un cambio en la com-
posición de las importaciones, en donde los bienes de consumo final crecen muy rápi-
damente. Esto se refleja muy claramente en el gráfico que sigue en los primeros años
de la década  pasada, precisamente cuando ocurre la reducción sustancial de los
aranceles nominales (v. Cuadro 1). Nótese que para Bolivia  no se aprecia ningún creci-
miento relativo, en virtud que el proceso de liberalización de ese país comenzó en
1985. El mayor peso de las importaciones de bienes finales incide positivamente en las
recaudaciones arancelarias1.

Normalmente los bienes de consumo finales tienen un arancel más alto que las materias primas  y los
bienes de capital.

1
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El proceso de apertura y la estructura tributaria.

15. La apertura comercial, como ya se indicó, significó una reducción sustancial de los
aranceles nominales desde mediados de 1980  (v. Cuadro 1) y el levantamiento de pro-
hibiciones o restricciones cuantitativas. 

16. No es objeto de este estudio hacer una revisión del proceso de reducción arance-
laria o de la situación actual en este campo o de sus perspectivas,2 sino demostrar los
efectos que ha tenido en las cuentas fiscales, pero debe entenderse que este proceso
de alguna manera debió haber llegado a su fin con la aprobación del Arancel Externo
Común en 1994 (entró en vigencia en 1995)3 que lo aplican plenamente Colombia,
Ecuador y Venezuela, aunque por vía de mecanismos como la nómina de bienes no
producidos y tratos especiales, se puede afirmar que los países muy lentamente han
seguido reduciendo aranceles en casos puntuales. 

17. Ecuador es un caso especial, pues debido al severo deterioro de sus finanzas públi-
cas, tuvo que recurrir, entre otras medidas, a incrementar las tarifas arancelarias
durante el período marzo de 1997 a febrero del 20014 dejando prácticamente al mar-
gen el Arancel Externo Común.

Para ello el lector puede remitirse a los documentos de la Secretaría General Nos. SG/dt 153 y SG/dt 143
Bases de Propuesta para el AEC de la Comunidad Andina  y Escenario para un AEC, de abril y enero de
2002, respectivamente.
Bolivia es parte del mecanismo pero se le autorizó a mantener un arancel especial (5 y 10%). En la actua-
lidad (junio 2002) la Comunidad Andina está trabajando activamente para diseñar un nuevo arancel hasta
octubre/2002. 
En marzo de 1997  aplicó recargos arancelarios (salvaguardias)  que iban desde el 2 al 10% a todo el uni-
verso arancelario, y que debían regir solamente hasta diciembre de dicho año, pero que  sin embargo se
extendieron hasta marzo de 1998. En esta última fecha se expidió  un nuevo arancel que incorporó en sí
mismo las salvaguardias y que se mantuvo vigente durante dicho año. En febrero/99 (D.609) nuevamente
se separó del arancel las salvaguardias, las cuales finalmente comienzan a ser desmontadas en diciembre
del año 2000 siendo eliminadas totalmente en feb/2001. Los ingresos arancelarios también se incremen-
taron sustancialmente en el año 1998, y en menor medida los años 1997 - 1999 porque el gobierno aplicó
fuertes tarifas a la importación de combustibles. Estos cambios en las tarifas arancelarias generaron, a
consecuencia de la zona de libre comercio con sus socios andinos, un mayor margen de preferencia para
estos últimos desde marzo de 1998 a febrero de 2001. 

2

3

4



18. Perú ha modificado su arancel nacional en varias oportunidades en los últimos dos
años con el objeto básicamente de reducirlo5. Bolivia siguió la misma tendencia pero
en menor escala6. 

19. Como consecuencia de este proceso y de las crecientes preferencias arancelarias que
se iban formalizando (v. Anexo 2) el arancel efectivo7 fue cayendo para todos los países
andinos a excepción de Venezuela según se puede apreciar en el siguiente gráfico. El
repunte de Ecuador para el período 1997-1999 fue explicado anteriormente (v. párrafo 17). 

20. Pero la declinación del arancel efectivo no significó para ninguno de los países
andinos una reducción en el valor absoluto (medido en dólares nominales) de los
ingresos por derechos arancelarios (V. Cuadro 2), que más bien registraron significa-
tivos incrementos, salvo en los últimos bienios cuando, a consecuencia de una con-
tracción de las importaciones en cuatro de los cinco países, existe una leve disminu-
ción de las recaudaciones arancelarias8. 

En marzo de 1997 Perú redujo sus aranceles del 25 y 15% al 20 y 12%, manteniendo una estructura
fuertemente concentrada en el último nivel (85% de las partidas).  En abril del 2001, mediante DS 073,
rompió su esquema biplano  para introducir el nivel de 4% para 1538 partidas (antes 12). Luego de dos
ajustes (en junio y julio/02) quedaron 1415 partidas. En marzo del 2002 con DS 047 se introdujo un nuevo
nivel, del 7% para 1560 partidas que antes estaban en12%. También debió ser motivo de un ajuste en el
mes siguiente y quedaron únicamente 1248 partidas en el 7%.
En marzo del año 2000 redujo su arancel para alrededor de 404 subpartidas a 0%. 
Por disponibilidad de información los cálculos se realizaron tomando en cuenta los ingresos arancelarios
que aparecen en las cuentas del gobierno central. Esto puede estar subestimando en alguna medida el
resultado. El arancel efectivo es el resultado de dividir los ingresos arancelarios sobre  importaciones CIF.
Hay que tener en cuenta en el caso del Ecuador, que la comparación de los ingresos arancelarios del últi-
mo bienio, frente al promedio del período 1995-1999, está distorsionada  porque el promedio del quin-
quenio está afectado con salvaguardias, aranceles más altos  y las tarifas variables para los combustibles,
medidas que se aplicaron entre 1997-2000.

5

6
7

8
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21. El haber podido mantener y hasta incrementar los ingresos arancelarios durante la
década pasada se debió exclusivamente al gran crecimiento experimentado por las
importaciones durante la década anterior, y especialmente en el primer lustro, cuando
las tasas de crecimiento eran de dos dígitos. Otro factor que debe tenerse en cuenta y
que ya fue señalado es el mayor peso, en la composición de las importaciones, de los
bienes de consumo final.  

22. Aún así, los ingresos arancelarios no han podido sostener el ritmo de crecimiento
del gasto fiscal y en consecuencia han pasado de ser un impuesto fundamental, que
representaba entre el 15-35% de los ingresos totales de los Gobiernos Centrales, en la
década de los años de 1980 (Venezuela es la excepción), a una posición secundaria en
la década siguiente.

23. Es justamente entre el último lustro de la década de 1980 y el primer lustro de la
década de 1990 que se registra la mayor caída. Durante los años 1990 hay una caída
menos pronunciada. En todo caso, el resultado es que en el último bienio los derechos
arancelarios para todos los países han representado entre el 5 y el 10% de los ingre-
sos totales del Gobierno Central.



24. Pero es interesante anotar que en general, las rentas externas9 no han declinado,
sea en términos absolutos o relativos, en el último decenio; al contrario, algunos paí-
ses como Bolivia, Perú y Venezuela registran a inicios de la década una clara tenden-
cia al alza de estas  rentas según se comprueba a continuación: 

La suma de los derechos arancelarios, de IVA e impuestos selectivos/suntuarios sobre las importaciones.

25. Esta situación se explica por las profundas y frecuentes reformas tributarias que
han llevado adelante los países andinos desde mediados de los años de 1980, y que
han enfatizado mucho en introducir, ampliar y profundizar la aplicación del impuesto
al valor agregado. Una relación de la evolución de las tarifas se presenta en el Cuadro
No. 4 en la siguiente página.

26. Ello ha derivado que para todos los países el IVA se convierte, de lejos, en el prin-
cipal impuesto para el financiamiento del presupuesto del gobierno. En efecto, para el
año 2001 significó el 25% de los ingresos totales del gobierno central en Bolivia; entre
el 32 y 35% en los casos de Colombia y Ecuador; y más del 40% en Venezuela y Perú.

9 
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Decreto Supremo 124 R.O. de 29-07-1970. Ley de impuesto a las Transacciones Mercantiles y Prestación de Servicios.
Establece la tasa del 4% a las transferencias de mercaderías, y a la prestación de algunos servicios (lavandería, teleco-
municaciones, reparación de motores y maquinaria en general, arrendamiento de automóviles, arrendamiento de
maquinaria y equipos, servicios de almacenamiento, servicios de Imprenta. Dicha Ley establece una tasa del 10% para la
prestación de los siguientes servicios: Hoteles, restaurantes, salones de baile, salones de billar, salones de bolos, canti-
nas, heladerías, Clubs nocturnos, Casas y quintas de recreo, Balnearios.
D.S. No. 10330, del 30 de julio de 1972, unifica el impuesto interno a las ventas en un gravamen del 5%, vigente a par-
tir de agosto de 1972.
DS. 11148 de 26/10/73. Vigente a partir de enero de 1974. Creada con el objetivo de proveer la coordinación de los
mecanismos administrativos encargados del manejo del impuesto interno a las ventas.
Decreto Ley No. 21497, vigente a partir del 1ro. de julio de 1976. "Texto Unico del Impuesto a Bienes y Servicios".
Establece el 20% como la tasa general del impuesto. Están afectas a la tasa del 40% la venta en el país y la importación
de los bienes indicados en el Apéndice III. Están afectas a la tasa del 5% la venta en el país y la importación de los bienes
indicados en el Apéndice IV. Están afectas a la tasa del 7% la venta en el país a nivel de fabricante y la importación de
combustibles, lubricantes y otros productos similares derivados del petróleo, con excepción del turbo combustible que
está afecta a la tasa de 3%. Está afecta a la tasa de 2% la venta en el país, la importación y la venta al exterior de pro-
ductos mineros. Está afecta a la tasa del 3% la venta al exterior de bienes.
Mediante Decreto No. 2090, vigente a partir de enero de 1978, que contiene la Ley del Presupuesto General del Estado,
se reforma la Ley y el Reglamento del Impuesto a las Transacciones Mercantiles y a la Prestación de Servicios, unifican-
do la tarifa del impuesto a 5% tanto para las transacciones mercantiles como para la prestación de servicios, y elimi-
nando todas las exenciones contempladas en la Ley de la materia y en Decretos y Leyes Especiales a favor de toda clase
de personas o instituciones públicas o privadas, manteniendo de esta manera los principios de gene-ralidad e igualdad
de los contribuyentes ante la Ley.
Establecida según Ley No. 83 del 29 de diciembre de 1981, publicada por R.O. No. 152, del 31 de diciembre de 1981. Fue
establecida con el objetivo de armonizar las leyes tributarias de acuerdo a los principios consagrados en la Constitución,
también debido a que la Ley No. 124 había sufrido varios cambios durante el tiempo de su vigencia. En su art. 14
establece la tarifa del Impuesto a las Transacciones Mercantiles y a la prestación de servicios igual al 5%.
D. Leg. 190 del 15/06/1981, establece IGV con tasa del 16%.

1

2

3

4

5

6

7

Nota: se destaca en negrilla la tasa general, cuando hay varias tarifas, separando con " , " entre ellas. Cuando
en un mismo año han existido más de un cambio, se hace constar las tarifas separadas con " ; ".
* Este cuadro está actualizado a diciembre del 2002



De. 3541/83, del 29/12/1983, vigente a partir de Abril de 1984. 4% para los productos refinados derivados del petróleo
con excepción de la gasolina que se le aplica el 10%; 6% para los servicios nacionales de telegramas, télex y teléfonos;
8% para la cerveza; 10% para la mayoría de bienes y servicios gravables, 15% para los seguros gravados; 20% para las
motocicletas y algunos vehículos automotores; 35% para los bienes calificados suntuarios.
Ley No. 139, que incrementa el Impuesto a las Transacciones Mercantiles (ITM) de 5% a 6%, publicada mediante R.O.
535 de 14 de julio de 1983.
Ley 24030/84 crea el Impuesto de Promoción Municipal -IPM- con la tasa del 1% adicional al IGV. D. Legislativo 319 de
30 dic/84, aumenta la tasa del IGV (a partir del 1º/ene/85) al 10%.
Ley 843 de 20/05/86, la tarifa nominal es 10% pero incluida en el precio.
Decreto Ley 018. "Ley de elevación de Salarios Mínimos Vitales y Elevación General de Sueldos y Salarios". En su art. 9 establece
un incremento de la tarifa del Impuesto a las Transacciones Mercantiles y a la Prestación de Servicios de 6% a 10%.
Reducción del IGV al 5%, se mantiene vigente IPM.
D. Leg. 465 de 9 mar/1998 incrementó el IGV al 9.5%; y D. Leg. 486 del 22 ago/88 incrementó IGV al 13.5%.
Ley 56, R.O. 341 del 22/12/89. Establece el Impuesto al Valor Agregado (IVA), que grava al valor de la transferencia de
dominio o a la importación de bienes muebles de naturaleza corporal, en todas sus etapas de comercia-lización, y al
valor de los servicios prestados, en la forma y en las condiciones que prevé esta Ley.
Ley 24971 de 23 dic/88, incrementó el IPM al 2% y redujo el IGV al 13%, a partir del 1º enero 1989.
DS 052 de 20 feb/90, incrementó la tasa del IGV al 15% (se mantuvo IPM del 2%, total 17%); la Ley 25203 de 24 de
feb/90 introduce el Fondo Universitario con 1% (total 18%); DS 228/90 EF de 11 ago/90, reduce el IGV al 11% y se
mantiene IPM 2% y FU 1%, total 14%.
Ley 49 de diciembre de 1990, a partir del 1ro. de enero de 1991, la tarifa general del Impuesto sobre las Ventas es del
12%. Esta tarifa general se aplica también a los servicios de que trata el artículo 476 del Estatuto Tributario, con excep-
ción de los señalados en los numerales 12 y 13; igualmente será aplicable la tarifa general a los bienes de que trata el
artículo 474 (derivados de petróleo), a la importación de bienes indicados en el literal a) del artículo 428 del Estatuto y
a los bienes señalados en las disposiciones arancelarias del Art. 469, con excepción de los ubicados en las posiciones
arancelarias 22.05, 22.06, 22.07, 22.09, 87.09, 88.02 y 89.01, los cuales continúan gravados con la tarifa de 35%. Los
porcentajes del 10% contemplados en los artículos 485 y 501 del Estatuto Tributario quedan sustituidos por el 12%.
Los seguros tomados en el exterior para amparar riesgos de transporte, barcos, aeronaves y vehículos matriculados en
Colombia así como bienes situados en el territorio nacional, estarán gravados con la tarifa del 15%.
DS 621 de 30/nov/90. Elimina el Fondo Universitario (1%) pero incrementa el IGV a 12% mientras se mantiene IPM del
2%. Resultado neto la tasa total se mantiene inalterada. D. Leg. 656 de 9/ago/91, se incrementa el IGV al 14%, y con el
IPM del 2%, la tasa es el 16%. 
Ley 1314 de 27/02/92, la tarifa nominal es 13% pero incluida en el precio.
DSE 09-PCM-92 de 29/feb/92, incrementa la tasa de IGV al 16%, más 2% IPM, total 18%.
Ley 6/92, establece como tarifa general la tasa del 14%. Esta tarifa se aplicará a los servicios, con excepción de los exclu-
idos por el Art. 476 del Estatuto Tributario, también se aplicará el 14% a los bienes de que tratan los artículos 466 y
474. Se aplica la tasa del 35% a los bienes del Art. 469 del Estatuto Tributario, y a los servicios referidos en el Parágrafo
del Art. 476. También 35% a los bienes automotores, con excepción de los automotores indicados en el Art. 472 del
Estatuto, quienes tendrán la tarifa del 20%. Se aplica la tasa del 45% a los aerodinos de uso privado, también a los
bienes automotores cuyo valor en la declaración de despacho para consumo sea igual o superior a US$ 35.000 dólares,
incluyendo derechos de aduana. Con la tasa del 12% los coches, las ambulancias, celulares, mortuorios y los del Art.
471 del Estatuto Tributario.
D.L. No. 3315 de 27/dic/93 (la ley estableció un rango del 5 al 15%, y era fijada anualmente por la Ley de Presupuesto);
en un inicio se fijó en el 10% y se aplicó a partir del 1º/oct/93 a nivel de mayoristas. Es a partir del 1º/ene/94 que el
tributo se extendió a minoristas.
Decreto No. 52 de 28/feb/94 suspendió la aplicación a los consumidores finales. Decreto Ley 187 de 1º/ago/94 creó el
impuesto al consumo suntuario y a las ventas al mayor.
Ley 223/95.
25/jul/96 (corregida el 27/nov/96).
Ley 488/98. A partir de noviembre de 1999 rige el 15%.
Ley 27350 creó una tasa del 4% para el arroz. Esta Ley estuvo vigente a partir del 1ro de octubre de 1999. Derogó la
Ley 27168 del 20 de agosto de 1999, que establecía como la tasa global de 5% por concepto de IGV y Promoción
Municipal aplicable a la venta de arroz por parte de los productores agrarios, esta Ley estuvo vigente a partir del 1ro.
de setiembre de 1999.
Ley 663/2000, del 29/12/2000; modifica a 16% la tarifa general del Impuesto Sobre las Ventas, a partir del 1ro. de enero
del 2001. Tarifa del 10% para transporte aéreo de personas en el territorio nacional; también para jabones, margarinas,
los aceites y bienes del art. 468-1 del Estatuto Tributario; 35% para licores; 45% para coches, ambulancias, celulares y
mortuorios. El 20% vehículos para el transporte de carga, de peso bruto vehicular de 10.000 libras americanas o más
(inciso tercero del artículo 469). Se mantiene la tarifa de 16% para los derivados del petróleo que antes era considera-
do tarifa especial (art. 474). Se mantiene la tarifa especial del 8% para las cervezas (art. 475).
Ley de Racionalización Tributaria, R.O. 318, del 15 de noviembre de 1999, establece incremento del IVA del 10% al 12%.
Tasa vigente a partir del 1ro. de enero de 2000.
Ley de Reforma Parcial de 28 julio de 2000. A partir del 1º ago/2000 fija la tasa en 14.5%.
D. Leg. 918 de 26/abr/01, derogó el impuesto especial a las ventas.
Tarifas modificadas según Ley 788 del 27/12/2002.
La Ley que establece el IVA, de fecha 09 de julio del 2002 establece que la alícuota aplicable a la base imponible es del
14.5%, la norma estará vigente a partir del 1ro. de agosto de 2002. Mediante Gaceta Oficial 5.601 Extraordinario de
fecha 30 de agosto de 2002, en el Artículo 62 de las Disposiciones Transitorias Finales, se establece que la alícuota
impositiva general aplicable a las operaciones gravadas, desde la entrada en vigencia de esta Ley (el 1ro. de setiembre
de 2002), será del 16%, hasta tanto entre en vigor la Ley de Presupuesto que establezca una alícuota distinta conforme
a lo previsto en el artículo 27 de esta Ley.
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Tendencias de los efectos fiscales por una mayor apertura.

28. La concreción del ALCA significaría la pérdida progresiva de los ingresos arance-
larios que se perciben actualmente por las importaciones procedentes de los 34 paí-
ses que conforman el grupo. Esta sería distribuida en el tiempo (como supuesto se
puede tomar como mínimo 10 años, que es "el plazo razonable" que entiende la OMC
para conformar una zona de libre comercio).

29. Para estimar la referida pérdida, debe tenerse en cuenta la estructura geográfica
de las importaciones de cada uno de los países andinos, así como el hecho que entre
sí está en vigencia desde 1993 una zona de libre comercio10 y que también tienen
acuerdos de libre comercio con Chile y México, además de una serie de acuerdos de
preferencias arancelarias con diversos países de la ALADI, por lo cual sólo una parte de
su comercio exterior se vería afectada a consecuencia del ALCA.

30. A continuación se presenta, para el año 2001, la distribución geográfica de las
importaciones discriminando los países con los cuales existe convenios de libre comercio.

Salvo Perú, que tiene un programa de desgravación automático que se extiende hasta el 2005 en virtud
de la Decisión 414. 

10

27. En síntesis, bien se puede afirmar que, en grandes rasgos, en la última década el
proceso de apertura comercial ha traído para los países andinos un gran incremento en
las importaciones y en la composición de éstas, que ha impedido (a pesar de la decli-
nación de la tasa arancelaria efectiva) que las recaudaciones arancelarias desciendan en
valores absolutos (medidas en dólares nominales). Sin embargo, sí disminuyó drásti-
camente el peso relativo de dichas recaudaciones en los ingresos totales de los gobier-
nos centrales. Esto ha sido compensado no con una mayor renta interna, sino con
mayor renta externa gracias al efecto del IVA sobre las mismas importaciones. 



31. A partir del cuadro anterior bien se puede concluir que el proceso de desgravación
arancelaria del ALCA que comenzaría en el 2006 tendría un efecto en las recaudaciones
más bien limitado.  Excluiría al comercio intracomunitario que ya está liberalizado; no
atañe al comercio con el resto del mundo (asumiendo que no ocurren desvíos de co-
mercio); y afectaría de manera muy marginal, si es que lo hace, al comercio con los paí-
ses con quienes ya existen convenios para conformar una zona de libre comercio.

32. El proceso de desgravación arancelaria que se genere por el ALCA sólo incidiría
directamente en la totalidad de las importaciones provenientes de EEUU y Canadá y
con los países con quienes hasta la fecha no se ha suscrito convenios de comple-
mentación económica (acuerdos de preferencias arancelarias de alcance parcial); y
sólo de manera parcial con los países con quienes ya se tiene este tipo de convenios.

33. A pesar de lo dicho, por cuestiones prácticas se optó por trabajar con la categoría
"Resto ALCA", tal como aparece en los Cuadros 5 y 6, sin distinguir si existe o no acuer-
dos de complementación económica, en vista que el volumen de comercio es muy bajo
de todas maneras11. Para cuantificar el impacto que tendría el ALCA se partió del
supuesto que esta categoría sería afectada en un 50%.

Tampoco se disponía de información sobre  cuánto sería el equivalente del comercio liberalizado para cada
convenio (sobre el cual no afectaría ALCA).

11
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34. Bolivia sería el país menos afectado, en vista de que sus importaciones provienen en su
gran mayoría de MERCOSU, con quien ya tiene suscrito un acuerdo comercial muy amplio12

que madurará en el 2006. Por tanto, el  proceso de desgravación arancelaria del ALCA que
comenzaría en dicho año, sólo incidiría en un 22% del valor total de sus importaciones. De
los otros países más afectados, Colombia y Venezuela serían los más afectados, en  cerca del
42% de sus importaciones; en tanto que  para Ecuador y Perú, se estaría desgravando
alrededor de 32% del sus importaciones totales13. En todos los casos el grueso del comer-
cio involucrado corresponde a las importaciones procedentes desde EEUU.

35. Para derivar el impacto fiscal, se aplica el arancel promedio ponderado de cada país
a los volúmenes de importaciones antes indicados14. El resultado es que el ALCA pro-
duciría una reducción de los ingresos arancelarios que significaría entre el 0.4 y 1%
del PIB. Estas cifras, por la metodología empleada y los supuestos involucrados, deben
considerarse como meramente indicativas, pero en todo caso ofrecen una idea de las
magnitudes involucradas. Nótese además que el impacto se distribuiría en el plazo que
se convendría para el proceso de desgravación en el ALCA. 

36. Otra observación que tiene que tenerse presente es que las cifras señaladas no con-
sideran las reducciones arancelarias paralelas que están en marcha, debido a la madu-
ración de otros acuerdos de libre comercio en vigor, que ciertamente se completarían
mucho antes que lo haga el ALCA.

37. Más allá del efecto anterior conviene analizar cuál sería, dentro de un escenario dinámi-
co, donde exista un crecimiento moderado del valor de las importaciones, el impacto neto
a nivel de las rentas externas. Esto es esencial por la experiencia de la década anterior,
donde el efecto final en las rentas externas en su conjunto fue más bien positvo.

38. Para ello primero corresponde estimar cómo reaccionan las importaciones de bienes
ante modificaciones en el ingreso y precio, es decir las elasticidades de las importa-
ciones. La elasticidad ingreso nos permitiría incorporar una tasa de crecimiento de las
importaciones dado una tasa de crecimiento del PIB; en tanto que la elasticidad precio
trataría de determinar el posible impacto frente a un proceso de reducción arancelaria.

39. Utilizando la información disponible, para la primera relación se parte de las series
de importaciones de bienes y del PIB, desde los años 1970 al 2001, en dólares nomi-
nales, y se las deflacta por el índice de precios al por mayor de la economía americana.
En el segundo caso se trabajó con la misma serie de las importaciones y el arancel efec-
tivo, pero desde el año de 1980 al 2001. La metodología se presenta en el Anexo No. 3.

En julio/02, la viceministra de RREE declaró que se debería revisar el alcance del convenio, puesto que no
ha beneficiado a Bolivia.
En el cálculo se excluyó el 100% de las importaciones procedentes de la CAN,  el 90% de las importa-
ciones con otros países con quienes se mantiene acuerdos de libre comercio; y el 50% del resto de las
importaciones de otros países hemisféricos diferentes a EEUU o Canadá, en virtud de los  múltiples acuer-
dos de preferencias parciales que están en vigor. 
El arancel promedio ponderado por comercio que se utilizó en cada caso, fue calculado utilizando las
importaciones globales del período 1999-2001 y el arancel vigente a finales de 2001 y sin considerar los
derechos variables generados en los productos agrícolas/industriales incorporados en los sistemas de
franjas de precios que tienen Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela.
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Para fines comparativos se ha incluido en el cuadro anterior, entre paréntesis, los
resultados de un ejercicio similar realizado por el Comité Tripartito16 (OEA, BID y
CEPAL) y publicados en el documento FTTA.sme/inf/53 de 6 de noviembre de 200117. 

40. Según se puede apreciar hay coincidencia, entre los dos ejercicios, en que las
importaciones de bienes de Colombia, Ecuador y Perú son elásticas respecto al ingre-
so (>1), en tanto que las de Venezuela son inelásticas. El caso de Bolivia no fue anali-
zado en el documento del Comité Tripartito, pero según los cálculos de la Secretaría
General sería elástico. 

41. En lo que respecta a la elasticidad – precio (derivado de variaciones en la tasa de
arancel), los resultados no son tan consistentes entre los dos ejercicios, salvo para
Colombia, donde sí existiría una elasticidad negativa. Sin embargo, este rubro ha per-
dido relevancia porque el promedio y tope arancelario para el 2001 es una cuarta parte
o menos de lo que existía a fines o comienzos de 1990 (v. Cuadro 1), y por consiguiente
la reducción de éstos desde sus relativamente bajos niveles actuales, sólo puede tener
un efecto limitado en el crecimiento de las importaciones, en comparación con lo
ocurrido en los primeros años de 1990.

42. En todo caso, está claro que dentro de un escenario de crecimiento, la elasticidad
positiva del ingreso haría que se espere un crecimiento más que proporcional de las
importaciones. La excepción sería Venezuela.

43. El incremento de las importaciones, no obstante que eventualmente no generarían
ingresos arancelarios, produciría importantes ingresos por IVA, siendo éstos necesa-
riamente mayores que la pérdida de los ingresos arancelarios potenciales asociados,
porque la tasa nominal del IVA en cada uno de los países andinos es, en la actualidad,
sustancialmente mayor que la tasa promedio arancelaria. Igual situación ocurre con
las tasas de efectivas o  de recaudo. Esta brecha sólo puede ampliarse conforme se
reduce la tasa arancelaria promedio18. 

Significativos todos ellos al 95% o más de probabilidades, para las cifras calculadas por la SG.
Creado para apoyar las negociaciones del ALCA.
El referido estudio cubre un mayor período de tiempo: 1950-1997.
Los países andinos están inmersos en un proceso de revisión de su Arancel Externo Común, que se tra-
ducirá en una reducción de tarifas para bienes de capital y posiblemente para otros bienes.  

15
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44. En este sentido, los países que logren una mayor efectividad del IVA estarán en
mejores condiciones para afrontar la reducción de los ingresos arancelarios. A juzgar
por los dos últimos años, Perú tiene las mejores perspectivas según se aprecia en el
cuadro que sigue, en tanto que Colombia y Venezuela tienen aparentemente un amplio
espacio para incrementar la productividad de su IVA.

Conclusiones

45. La experiencia de la liberalización comercial de los países andinos, que se puede
ubicar en los finales de la década de 1980 y primeros años de la siguiente década,
salvo Bolivia que comenzó más temprano, significó un notable crecimiento de las
importaciones y especialmente de bienes de consumo final. Este crecimiento fue supe-
rior a aquel de las exportaciones y determinó un deterioro de las balanzas comerciales.

46. El crecimiento de las importaciones y el cambio en su composición, permitió que
virtualmente no exista una reducción de los ingresos en dólares (nominales) de los
derechos arancelarios, a pesar de la reducción del arancel efectivo, aunque éstos sí
perdieron relevancia para el financiamiento del gobierno central, siendo reemplazados
con las recaudaciones del IVA. Esto se tradujo en que las rentas externas, en su con-
junto, se incrementen durante la mayor parte de la década pasada.

47. Para la mayoría de los países andinos, la excepción es Colombia,  las importaciones
reaccionan más que proporcionalmente a cambios en el ingreso (PIB) y menos ante
cambios en los precios derivados por la reducción del arancel. La conclusión anterior
basada en estudios históricos de las importaciones, se vería reforzada si se considera
que reducciones graduales de los niveles actuales del arancel promedio simple o pon-



derado, que se ubican entre 9 y 13%, tendría un impacto relativamente moderado en
los precios de los bienes importados19. 

48. Dado que el rango de la tarifa del  IVA en los países andinos va del 12% (Ecuador)
hasta el 18% (Perú), lo cual es superior al arancel promedio simple o ponderado, incre-
mentos en el valor de las importaciones, dentro de un escenario de libre comercio, se
traducirá en un incremento neto de la renta externa.

49. La plena vigencia del ALCA significará una reducción de los derechos arancelarios
que se viene percibiendo por las importaciones procedentes del hemisferio. No obstante
tendrá un efecto más bien limitado, en virtud de que gran parte del comercio está ya
sujeta a la zona de libre comercio andina, así como a otros acuerdos comerciales
vigentes y que están en proceso de maduración. Se calculó que la pérdida de recauda-
ciones arancelarias, atribuible al ALCA, estaría en el orden de 0.4% del PIB ( Bolivia) hasta
1% del PIB (Ecuador) y se distribuiría a lo largo del período de desgravación que se
acuerde para el ALCA.

Los niveles arancelarios extremos en el caso de los países andinos, cuya reducción sí podría tener un
impacto sustancial en el costo de los bienes importados, son los bienes agrícolas sujetos a las franjas de
precios (derechos variables) y el sector automotor que tiene un arancel de hasta el 35%.

19
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ANEXO 3

I.- Elasticidad ingreso de la demanda de importaciones

La ecuación utilizada para la estimación de la elasticidad  ingreso es la siguiente:

LMT= C(1) + E*LPIB 

Donde:

LMT= es el logaritmo de las Importaciones Totales de Bienes, es la variable depen-
diente del modelo.
C(1) = es  la constante del modelo
E = es el coeficiente de la variable independiente, es la elasticidad ingreso de la
demanda de importaciones.
LPIB = es el logaritmo del PIB, es la variable independiente del modelo.

Si: E > 1, la demanda de importaciones es elástica respecto del ingreso (PIB).
E < 1, la demanda de importaciones es inelástica respecto del ingreso (PIB).
E = 1, la demanda de importaciones es una demanda unitaria respecto del ingreso (PIB).

METODOLOGIA UTILIZADA
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II.- Elasticidad precio de la demanda de importaciones

La ecuación utilizada para la estimación de la elasticidad Precio es la siguiente:

LMT= C(1) + E*LAE 

Donde:
LMT= es el logaritmo de las Importaciones Totales de Bienes, es la variable depen-
diente del modelo.

C(1) = es  la constante del modelo

E = es el coeficiente de la variable independiente, es la elasticidad precio de la
demanda de importaciones.

LAE = es el logaritmo del Arancel Efectivo (AE), es la variable independiente del modelo.

Si: E > 1, la demanda de importaciones es elástica respecto del precio (AE)
E < 1 la demanda de importaciones es inelástica respecto del precio (AE)
E = 1 la demanda de importaciones es una demanda unitaria respecto del precio (AE).
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53Estamos complacidos con la oportunidad que nos brinda el Banco Interamericano de

Desarrollo de compartir, con los protagonistas del desarrollo e integración económica
en los países de la Comunidad Andina de Naciones, algunos de los aspectos de sus sis-
temas tributarios que en nuestra experiencia generan ciertos problemas a las empre-
sas multinacionales desarrollando negocios en estas jurisdicciones.

Este es el comienzo de un esfuerzo por identificar algunos temas que vale la pena
tener en cuenta con miras a la modernización de los sistemas tributarios de estos paí-
ses, para armonizarlos con los intereses de los inversionistas extranjeros, sin sacrificar
el recaudo público.

Cualquier esfuerzo en este sentido será reconocido por los actuales y potenciales
inversionistas extranjeros como la clara voluntad para proporcionar en materia tribu-
taria reglas claras y razonables, investidas de la estabilidad que hoy en día hace falta
y que tanto les preocupa.

1. Introducción

2. Metodología

Siguiendo los lineamientos dados por el Banco Interamericano de Desarrollo para
estos efectos, hemos retomado aquellos aspectos que en nuestra experiencia, traba-
jando con empresas extranjeras haciendo negocios en la región y con nuestras ofici-
nas y corresponsales en cada uno de estos países, han sido motivo de preocupación
para nuestros clientes, por considerarlos la causa de un incremento efectivo y despro-
porcionado de su carga fiscal efectiva.

Posteriormente hemos revisado la situación individual de los Países Andinos, confron-
tándola con cada uno de los aspectos identificados, para llegar así a las considera-
ciones generales que se hacen en este documento.

Adicionalmente, realizamos un sondeo entre varios de nuestros clientes más represen-
tativos desarrollando negocios en los Países Andinos, poniendo a su consideración los
temas identificados y preguntando sobre su experiencia y otros temas que fueran
motivo de preocupación. 

Es importante precisar que el presente análisis se ha enfocado en las reglas adoptadas
por el legislador en normas internas, tomando como parámetro de comparación nues-
tra experiencia con inversionistas en la región, sometidos al régimen del impuesto fede-
ral sobre la renta en los Estados Unidos de América. Los comentarios que aquí se hacen
han de ser considerados sin perjuicio de aquellos casos individuales en que la adopción
de tratados bilaterales para evitar la doble tributación ha servido para conciliar los
intereses del país de la residencia y del país de la fuente sobre rentas específicas.

3. Conclusiones

Una de las preocupaciones más importantes de los inversionistas extranjeros en la
región es la disponibilidad, en el país de la residencia, de un crédito fiscal por los
impuestos pagados en el exterior. Hoy en día existe en los sistemas tributarios de los
Países Andinos una serie de características que desbordan los límites fijados para el
crédito fiscal por impuestos pagados en el exterior, y que potencialmente terminan
por incrementar la carga tributaria efectiva de los inversionistas extranjeros.



En la medida en que en el país de la fuente se aplique una tarifa de impuesto sobre
la renta mayor a la aplicada en el país de la residencia, genera para el inversionista
un incremento potencial de su carga tributaria efectiva, toda vez que el exceso de
impuesto liquidado y pagado en el país de la fuente no podrá ser acreditado por el
inversionista en el país de la residencia. Esta situación se estaría presentando par-
ticularmente en Colombia, y en Bolivia, Ecuador y Venezuela respecto de las tarifas
diferenciales aplicadas a las empresas dedicadas a la explotación de recursos natu-
rales no renovables.

En materia de retenciones en la fuente sobre pagos al exterior a favor de entidades
o personas no domiciliadas en el país de la fuente, existen en los Países Andinos
retenciones que gravan ingresos que en sentido estricto son rentas de fuente
nacional para el país de la residencia, específicamente en lo que tiene que ver con
servicios técnicos y asistencia técnica. En principio el país de la residencia no
reconoce un crédito fiscal por impuestos pagados sobre este tipo de rentas.

El pago en los Países Andinos de impuestos al activo o sobre el patrimonio,
impuestos sobre los ingresos brutos, impuestos al flujo monetario a través de insti-
tuciones financieras, e impuestos a la suscripción de documentos generalmente no
da derecho en el país de la residencia a un crédito fiscal por impuestos pagados en
el exterior, toda vez que generalmente dicho crédito está limitado al pago de
impuestos que compartan la naturaleza de un verdadero impuesto sobre la renta. En
consecuencia, la existencia de este tipo de impuestos en los Países Andinos sería una
de las causas del incremento efectivo de la carga fiscal de los inversionistas extran-
jeros, incremento que en ocasiones es considerado excesivo.

Uno de los comentarios más comunes recibidos en nuestras consultas a clientes
haciendo negocios en la región, fue el impacto negativo del incremento efectivo de
la carga tributaria por impuestos indirectos, sumado a la falta de disponibilidad de
créditos fiscales para estos impuestos en el sistema de impuesto sobre la renta de
estos países, así como a la ausencia de crédito fiscal por impuestos pagados en el
exterior para este tipo de impuestos en el país de la residencia.

Como se discute en este trabajo, para algunos de nuestros clientes existe una clara
preferencia hacia un incremento razonable de la imposición local directa, en lugar
de recurrir a impuestos indirectos que representan un mayor incremento en su carga
tributaria efectiva, en ocasiones “absurdos”, como los impuestos sobre los
movimientos de flujos monetarios a través de instituciones financieras. Tal fue el
caso de la experiencia vivida en Ecuador, y que la comunidad de inversionistas
recuerda muy bien, cuando intentó remplazar el impuesto sobre la renta por un
impuesto de este tipo, lo cual causó una caída del recaudo fiscal en este país a tal
punto que dicha medida tuvo que ser revocada al corto tiempo.

La mayoría de los sistemas tributarios de los Países Andinos no tienen normas gene-
rales para determinar el ingreso bruto directamente relacionado con la actividad
efectivamente desarrollada por la sucursal o establecimiento permanente de una
empresa extranjera, ignorando por completo la posibilidad de que parte del ingreso
bruto generado por dichas entidades locales corresponda a actividades realizadas
directamente por la casa matriz. Lo anterior sin perjuicio de una excepción limitada
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en el caso de Bolivia y que se comenta en detalle en la sección pertinente de este
trabajo, así como de la norma sobre atribución de ingresos a establecimientos per-
manentes, existente en el régimen venezolano.

Bolivia y Ecuador aún mantienen en sus ordenamientos tributarios normas sobre
precios de transferencia que no están de acuerdo con los desarrollos y tendencias
en la región y el mundo sobre esta materia. Estas son las únicas dos jurisdicciones
en que no se da a los contribuyentes la posibilidad de suscribir acuerdos anticipa-
dos sobre precios de transferencia (APAs).

En materia de reorganizaciones empresariales libres de impuestos, las normas exis-
tentes hoy en día son escasas y no regulan de una manera integral este tema, limi-
tando las alternativas de los contribuyentes en esta materia.

En materia de comercio electrónico, en ninguna de las jurisdicciones existen normas
específicas que regulen la imposición de los tributos existentes a esta actividad.

Los tratados bilaterales para evitar la doble imposición han venido tomando impor-
tancia, en la medida en que le proporcionan a los inversionistas extranjeros reglas
claras y estables sobre ciertas materias. Salvo el tratado entre Bolivia y Argentina,
que sigue el modelo del Anexo II de la Decisión 40, y el tratado entre Venezuela y
Estados Unidos de América, que sigue el modelo de este último, los demás tratados
celebrados en la región siguen el modelo de la OCDE, con ciertos matices e influen-
cia del modelo de la ONU. En nuestra opinión los esfuerzos comunitarios que se
hagan en esta materia tienen que ir más allá del modelo o principio jurisdiccional
que se debe adoptar, concentrándose en fijar los límites comunitarios que cada uno
de los países miembros debe observar al momento de celebrar este tipo de tratados.

El crédito fiscal por impuestos pagados en el exterior es un mecanismo interno dise-
ñado para evitar la doble tributación de los contribuyentes en el país de la residencia.
Esta es sin lugar a dudas la preocupación más importante de un inversionista extran-
jero. En esta materia son factores cruciales:

(i) La naturaleza de los impuestos pagados en los Países Andinos;
(ii) La fuente de las rentas sobre las cuales se imponen estos impuestos; y
(iii) La tarifa de impuesto efectiva a la que se termina gravando al inversionista 

sobre sus rentas generadas en estas jurisdicciones.

Usualmente en materia de crédito fiscal por impuestos pagados directa o indirecta-
mente en el exterior, países como los Estados Unidos de América han establecido una
serie de limitaciones. El objetivo es evitar, de manera legítima, que este crédito fiscal
consuma el impuesto a pagar sobre las rentas de fuente nacional del inversionista en
el país de la residencia. 

Entre otras limitaciones, las limitaciones generales más representativas pueden ser
formuladas de la siguiente manera:

4. Problemas con el crédito fiscal por impuestos pagados en el exterior 



(i) El crédito fiscal se limita a aquellos impuestos que por su naturaleza pueden
ser catalogados como un verdadero impuesto sobre la renta, o que se esta-
blecen como sustitución al mismo (e.g., retenciones en la fuente);

(ii) El crédito fiscal se limita a los impuestos pagados sobre las rentas que para
el país de la residencia son catalogadas como de fuente extranjera; y

(iii) El crédito fiscal se limita a una suma igual al impuesto que resultaría de apli-
carla tarifa del país de la residencia al mismo ingreso que se está gravando en
el país de la fuente (e.g., la tarifa general estatutaria del impuesto federal sobre
la renta para las corporaciones en los Estados Unidos de América es 35%).

La consecuencia de estas limitaciones a este crédito fiscal es el incremento efectivo de
la carga tributaria, incremento que tiene que ser asumido directamente por los inver-
sionistas en deterioro de su utilidad efectiva.

a. La naturaleza de los impuestos pagados

En el caso de los Estados Unidos de América los únicos impuestos que dan derecho al
crédito fiscal por impuestos pagados en el exterior son aquellos impuestos que tengan
las mismas características del impuesto federal sobre la renta en ese país, o que se
apliquen en sustitución al impuesto sobre la renta, como es el caso de la retención en
la fuente para pagos hechos a beneficiarios no residentes en el país de la fuente.

Cualquier impuesto adoptado por el país de la fuente que grave ingresos brutos, la
venta o transferencia de bienes, la prestación de servicios, la suscripción de documen-
tos escritos, los movimientos de recursos a través de instituciones financieras, o el
patrimonio del contribuyente generalmente no da derecho a este crédito fiscal.

b. La fuente de las rentas gravadas en el exterior 

En el caso de los Estados Unidos de América, sólo califican para este crédito fiscal los
impuestos de la naturaleza antes descrita que sean pagados sobre rentas de fuente
extranjera para el país de la residencia. En este sentido, la aplicación de retención en la
fuente por pagos al exterior a no residentes en los Países Andinos genera potencialmente
un problema de crédito fiscal. 

Existen en los Países Andinos reglas que, excepcionalmente y a pesar del principio de la
fuente, gravan ingresos que en sentido estricto son rentas de fuente extranjera para el
país de la fuente (i.e., rentas de fuente nacional para el país de la residencia), cuando el
pago lo realiza una persona o entidad domiciliada en el país de la fuente a un benefi-
ciario no domiciliado en el país de la fuente.

c. La tarifa efectiva del impuesto pagado

En la medida en que la tarifa efectiva del impuesto pagado en el país de la fuente sea
mayor a la tarifa que se aplica al inversionista en el país de la residencia, el exceso paga-
do en el país de la fuente no da derecho a un crédito fiscal en el país de la residencia.

En este sentido, y tomando como ejemplo la tarifa general del impuesto federal sobre
la renta para corporaciones en los Estados Unidos de América, cuando la tarifa efecti-
va del impuesto sobre la renta aplicada sea mayor a 35%, el inversionista se enfrenta
a un problema potencial de doble tributación sobre el mismo ingreso.
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Esta es tan sólo una introducción general al sistema del crédito fiscal usualmente
adoptado en los países de la residencia de los inversionistas extranjeros. Sobra decir,
no abarca la totalidad de limitaciones más específicas que existen en países como los
Estados Unidos de América. En nuestra experiencia hay una serie de temas que se han
de considerar dentro de este ámbito, entre otros:

(i) Jurisdicciones con tarifas efectivas altas; 
(ii) Retenciones en la fuente sobre ingresos que para el país de la residencia son

de fuente nacional;
(iii) La existencia de impuestos sobre los activos o el patrimonio del contribuyente;
(iv) La existencia de impuestos sobre los ingresos brutos del contribuyente;
(v) La existencia de gravámenes a los depósitos, débitos y transferencias a través

de instituciones financieras; y
(vi) La existencia de impuestos sobre la suscripción de documentos.

5. Jurisdicciones con tarifas4 efectivas altas

Tal y como lo discutiéramos previamente, cuando el país de la fuente grave las rentas
generadas en su territorio con una tarifa efectiva mayor a aquella que se aplica en el
país de la residencia, se está generando un exceso de impuesto pagado en el país de
la fuente para el cual potencialmente no se reconocería un crédito o descuento fiscal
en el país de la residencia. La consecuencia es un incremento potencial en la carga
tributaria efectiva del inversionista en perjuicio de su utilidad efectiva.

Proponer soluciones generalizadas en este tipo de situaciones es muy difícil por no
decir imposible. Sin embargo, el control del gasto burocrático, sumado a mecanismos
efectivos de control de la evasión, y más importante aún, evitar y deshacer la adop-
ción de incentivos selectivos que erosionan la base gravable del impuesto sobre la
renta, son tal vez los factores que permitirán en el mediano y largo plazo reducir y/o
mantener una tarifa efectiva del impuesto sobre la renta que esté acorde con la tari-
fa promedio generalmente adoptada por otras jurisdicciones.

Adicionalmente, resulta discutible la justificación detrás de la adopción de tarifas diferen-
ciales altas para sectores especiales, como las aplicadas en Bolivia, Ecuador y Venezuela
para las empresas dedicadas a la explotación de recursos naturales no renovables.

a. Bolivia

El impuesto sobre las utilidades de las empresas (IUE) sería el impuesto equivalente al
impuesto federal sobre la renta para las corporaciones en los Estados Unidos de América.
En el régimen ordinario del IUE la tarifa estatutaria es de 25%, más un 25% que se
retiene sobre el 50% de la suma neta de las utilidades que sean remitidas a un bene-
ficiario del exterior (i.e., una tarifa de retención efectiva de 12.5% sobre la suma neta
de utilidades remitidas).

Es importante anotar que en algunas de las jurisdicciones analizadas se habla de tasa y no de tarifa, al
referirse a la “magnitud establecida en la ley que, aplicada a la base gravable, sirve para determinar la cuan-
tía del tributo [Definición de tarifa encontrada en: Bravo Arteaga, Juan Rafael. “Nociones Fundamentales
de Derecho Tributario”, Ediciones Rosaristas, 2a ed., Colombia (1997).].

4



En el caso de sucursales Ecuatorianas de sociedades extranjeras, el beneficio a las utilidades opera por vía
de un crédito fiscal por el impuesto sobre la renta pagado en el nivel de la sucursal, y no en virtud de una
exención propiamente dicha.

5 

En el caso de un inversionista extranjero, la tarifa efectiva del impuesto sería de
34.375% sobre las utilidades empresariales distribuidas al inversionista del exterior. En
el caso del régimen ordinario del IUE, en principio el caso Boliviano no estaría
generando un problema potencial de crédito fiscal.

No obstante lo anterior, en el caso de las empresas dedicadas a la explotación de
recursos naturales no renovables (i.e. minas, petróleo, etc.), existe una alícuota adi-
cional o sobretasa especial de 25%, aplicada sobre una base gravable especial deter-
minada de acuerdo con las normas pertinentes, que puede llegar a incrementar la tari-
fa efectiva del impuesto para los inversionistas de este sector por encima de la tarifa
a que éstos se encuentran sometidos en el país de la residencia, generándose así
potencialmente el problema con el crédito fiscal que se ha descrito previamente.

b. Colombia

Tras la adopción de su más reciente reforma tributaria, Colombia tiene la tarifa gene-
ral efectiva de impuesto sobre la renta más alta entre todos los Países Andinos. Las
rentas generadas a través de sociedades se encuentran sometidas a un solo nivel de
tributación y en consecuencia son gravadas en principio al nivel de la sociedad. En
caso de que la sociedad distribuya rentas a los socios o accionistas no gravadas al nivel
de la sociedad, el impuesto será aplicado al nivel de los socios o accionistas.

La tarifa estatutaria para las sociedades es de 35% más un 7% sobre las utilidades
netas remitidas al exterior, lo cual hace que la tarifa efectiva sea de 39.55%. Para el
año 2003 se encuentra vigente una sobretasa de 10% sobre el impuesto neto sobre la
renta determinado para ese año gravable (impuesto neto sobre la renta después de
aplicar los descuentos tributarios a que haya lugar). Esta sobretasa será reducida al 5%
para los años gravables de 2004 y siguientes.

Así las cosas, la tarifa efectiva potencial de aquellos contribuyentes sin descuentos
tributarios será de 42.805% para el año gravable de 2003 y de 41.1775% para los años
gravables de 2004 y siguientes.

c. Ecuador

El régimen ordinario del impuesto sobre la renta establece una tarifa estatutaria de 25%,
la cual se reduce a 15% cuando las utilidades sean capitalizadas y mantenidas hasta el 31
de diciembre del año gravable siguiente al año en que las utilidades fueron generadas.

Debido a la exención hoy en día vigente para dividendos y otras utilidades distribuidas
por sociedades y otras entidades Ecuatorianas5, la tarifa efectiva del impuesto sería de
15% o 25% sobre las utilidades empresariales distribuidas al inversionista del exte-
rior, dependiendo de si existió o no capitalización de utilidades.
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En principio el caso Ecuatoriano no estaría generando un problema potencial de crédito
fiscal. Sin embargo, en el caso de las empresas dedicadas a la exploración y explotación
de petróleo6, existe una tarifa especial de 44.4%, la cual se reduce a 25% cuando las
utilidades sean capitalizadas en los términos antes descritos. En este caso, la tarifa efec-
tiva del impuesto para los inversionistas de este sector puede estar por encima de la
tarifa a que éstos se encuentran sometidos en el país de la residencia, generándose así
potencialmente el problema con el crédito fiscal que se ha descrito previamente.

d. Perú

El régimen de impuesto sobre la renta para personas jurídicas domiciliadas prevé una
tasa de 27%, más el impuesto a los dividendos vigente a partir del ejercicio fiscal 2003
a una tasa de 4.1% sobre dividendos y utilidades distribuidas. En este caso la tarifa
efectiva del impuesto es de 29.993% sobre las utilidades empresariales distribuidas al
inversionista del exterior. Por lo tanto, en Perú no se estaría generando un problema
potencial de crédito fiscal como el descrito inicialmente.

e. Venezuela

El régimen común del impuesto sobre la renta para sociedades y entidades asimiladas
establece una tarifa progresiva que va de 15% a 34%, dependiendo del nivel de ingre-
sos recibidos durante el año gravable. Las rentas generadas a través de sociedades se
encuentran sometidas a un solo nivel de tributación y en consecuencia son gravadas
en principio al nivel de la sociedad. En caso de que la sociedad distribuya rentas a los
socios o accionistas no gravadas al nivel de la sociedad, el impuesto será aplicado a
los socios o accionistas siguiendo las reglas generales para la determinación de la tari-
fa aplicable a sociedades.

En principio, el caso Venezolano no estaría generando un problema potencial de crédi-
to fiscal. Sín embargo, en el caso de las empresas dedicadas a la exploración y
explotación de petróleo7, y a aquellas que se dediquen a actividades relacionadas,
existe una tarifa de 50%. En este caso, la tarifa efectiva del impuesto para los inver-
sionistas de este sector puede estar por encima de la tarifa a que éstos se encuentran
sometidos en el país de la residencia, generándose así potencialmente el problema con
el crédito fiscal que se ha descrito previamente.

6. Retenciones en la fuente sobre ingresos de fuente nacional para
el país de la residencia

En la medida en que en el sistema tributario del país de la fuente exista una norma
que, excepcionalmente y a pesar del principio de la fuente, grave ingresos que stricto
sensu son rentas de fuente extranjera para el país de la fuente, se está generando un
problema de crédito fiscal en el país de la residencia, donde generalmente el derecho
a dicho crédito sólo se da respecto de rentas catalogadas como de fuente extranjera
para ese país, como en el caso de los Estados Unidos de América.

Contrario a lo que sucede en el caso Boliviano, el régimen especial de impuesto sobre la renta no cobija a
las empresas dedicadas a la exploración y explotación de minas, las cuales se encuentran sometidas al ré-
gimen común. 
Las empresas dedicadas a la exploración y explotación de minas se encuentran sujetas a una tarifa de 60%.

6

7



No es extraño encontrar en los Países Andinos normas que imponen una retención en
la fuente sobre pagos al exterior a favor de personas o entidades no domiciliadas en
el país de la fuente. En estos casos, esta retención corresponde al impuesto sobre la
renta aplicado a dichas rentas. Si el ingreso sometido a retención es de fuente nacional
para el país de la residencia, dicha jurisdicción no le reconocerá al inversionista un
crédito tributario por los impuestos pagados en el exterior sobre estas rentas.

Este problema se presenta normalmente en la prestación de servicios desde el exte-
rior, particularmente los servicios técnicos y de asistencia técnica.

Proponer una solución a este problema resulta virtualmente imposible sin terminar
abogando por el desmonte de esta retención especial, lo cual sería irreal desde la pers-
pectiva de la actual política fiscal de los Países Andinos. Sin embargo, la adopción de
una tarifa efectiva sustancialmente más baja, como en efecto se hace en la mayoría de
los casos (excepto Ecuador y el caso de los servicios técnicos en Venezuela), parece ser
por ahora la forma de conciliar los dos intereses. 

En efecto, la gran mayoría de los clientes consultados encuentran que la retención en
la fuente sobre pagos al exterior a favor de personas o entidades no domiciliadas en
el país de la fuente, es un mal necesario, pero lo que en definitiva les afecta son las
tarifas efectivas tan altas a las que se están aplicando dichas retenciones, particular-
mente en el caso de Ecuador, sumado a la no-posibilidad de obtener un crédito fiscal
en el país de la residencia, cuando se presenta el caso aquí discutido.

a. Bolivia

Todo honorario pagado por un residente a un no residente, por concepto de aseso-
ramiento técnico, financiero, comercial o de cualquier otra índole, prestado desde o en
el exterior, se encuentra sometido a una retención efectiva de 12.5% (i.e., 25% sobre
el 50% del pago remitido a un beneficiario del exterior). En este caso la aplicación de
la retención se encuentra sujeta a la condición de que la actividad de asesoramiento
tenga relación con la obtención de rentas de fuente boliviana.

b. Colombia

Los servicios técnicos y de asistencia técnica prestados por un no residente, se encuen-
tran sometidos a una tarifa única de retención en la fuente del 10%, sea que los ser-
vicios se presten en Colombia o desde el exterior.

c. Ecuador

El pago de honorarios por residentes ecuatorianos a no residentes por concepto de
servicios profesionales prestados desde el exterior, incluyendo servicios técnicos y de
asistencia técnica, se encuentra sometido a una retención final de 25%.

d. Perú

Los servicios prestados en el país por un no residente están gravados con la tasa de
30% sobre el valor de los servicios. Cuando los servicios se prestan parte en el país y
parte en el extranjero, incluyendo servicios técnicos, la ley peruana del impuesto sobre
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la renta establece una presunción según la cual 40% de los servicios se presumen
prestados en el país. Esta presunción no admite prueba en contrario. La tarifa efecti-
va a cargo del no residente que presta el servicio es de 12% (30% de 40%).

e. Venezuela

Las actividades de asistencia técnica prestadas por no residentes, en Venezuela o desde
el exterior pero utilizadas en el país, están sometidas a una tarifa máxima efectiva de
retención en la fuente de 10.2% (i.e., 30% de utilidad presunta gravada a la tarifa má-
xima de 34%). Los servicios técnicos se encuentran sometidos a una tarifa máxima
efectiva de retención en la fuente de 17% (i.e., 50% de utilidad presunta gravada a la
tarifa máxima de 34%).

7. Impuestos al activo o sobre el patrimonio

La existencia de un impuesto al activo, sea que éste haya sido adoptado como un
impuesto independiente del impuesto sobre la renta o, en su modalidad más común,
como una forma de determinar un impuesto mínimo presunto sobre la renta, ha sido
visto por el Servicio Federal de Rentas Fiscales de los Estados Unidos de América8

como una forma de imposición no comparable con el impuesto federal sobre la renta.
En consecuencia, en este país las sumas canceladas por este concepto no dan derecho
al inversionista de tomar un crédito fiscal, tal y como se explicó anteriormente.

El problema que aquí se presenta es mucho más claro en el caso de la adopción inde-
pendiente de un impuesto al activo, que cuando dicho gravamen es adoptado como
una forma alternativa de determinar un “impuesto mínimo de renta”. Ambas modali-
dades tienen como principio la determinación de una carga tributaria en función del
nivel de activos poseídos por el contribuyente al cierre de un período específico. En
consecuencia, su naturaleza no corresponde a la naturaleza de un impuesto sobre las
rentas netas del contribuyente. Por esta razón, el Servicio Federal de Rentas Fiscales de
los Estados Unidos de América ha sido reacio a reconocer, a los contribuyentes en ese
país, un crédito fiscal por el impuesto a los activos pagado en el exterior.

El caso más analizado y discutido en Estados Unidos de América ha sido el caso
Mexicano. En este caso, el socio director de nuestro grupo de práctica fiscal
Latinoamericana en Chicago9 jugó un papel importante en la modificación del régimen
del impuesto al activo en México y en la posterior obtención de un pronunciamiento
favorable10, del Servicio Federal de Rentas Fiscales de los Estados Unidos de América,
sobre la viabilidad de las modificaciones adoptadas en la legislación Mexicana para
reducir el impacto económico de este problema para el inversionista.

A continuación analizamos brevemente el régimen adoptado por cada uno de los
Países Andinos y su efecto respecto del crédito fiscal en el país de la residencia por
impuestos pagados en el exterior.

Internal Revenue Service (IRS).
John A. McLees, Baker & McKenzie (Chicago).
Revenue Ruling 91 – 45 expedido el 19 de agosto de 1991.
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a. Bolivia

Hoy en día el régimen tributario Boliviano no contempla un impuesto a los activos o al
patrimonio (neto o líquido) del contribuyente, ni en forma independiente, ni como un
método alternativo a la determinación de una base gravable presuntiva del impuesto
sobre la renta. Dicho mecanismo fue eliminado a partir del 1 de enero de 1995.

b. Colombia

En el caso Colombiano se ha adoptado el patrimonio líquido11 del contribuyente como
un criterio para establecer una renta líquida especial (base gravable mínima) para la
determinación de un impuesto sobre la renta mínimo a pagar. Esta base gravable míni-
ma será igual al 6% del patrimonio líquido del contribuyente al último día del ejerci-
cio gravable inmediatamente anterior (i.e., 31 de diciembre del año calendario ante-
rior al año gravable).

A la base gravable mínima así determinada se le aplica la tarifa del impuesto sobre la
renta que corresponda (i.e., en el caso de las sociedades y demás entidades asimiladas,
la tarifa estatutaria a aplicar será 35%). En consecuencia, si se mira en términos de
impuesto al activo neto en la región, Colombia tiene una de las tarifas efectivas más
altas de los Países Andinos (i.e., 2.1% - 110% más alta que la que se aplica en Venezuela
y 40% más alta que la tarifa máxima que se aplica en Perú)12. El exceso de renta pre-
suntiva determinada en la forma antes descrita podrá ser acreditado contra renta líqui-
da gravable de los 5 períodos gravables siguientes. Este exceso no sólo no daría dere-
cho a un crédito fiscal en el país de la residencia por impuestos pagados en el exterior,
sino que además estaría reduciendo potencialmente el crédito fiscal por impuesto
sobre la renta que el inversionista pague en Colombia por los períodos gravables en que
se aplique el exceso para disminuir la renta líquida gravable del contribuyente.

En el caso Colombiano es clara la necesidad de adoptar un sistema de devolución
teórica del impuesto pagado con base en la renta presuntiva, aplicable al impuesto
“ordinario” sobre la renta de años posteriores, similar al adoptado hoy en día por
México, el cual mejoraría la situación del inversionista en el país de la residencia, per-
mitiéndole un aumento potencial del crédito fiscal por impuestos pagados en el exte-
rior, sin afectar el recaudo en Colombia.

c. Ecuador

El impuesto sobre los activos totales es un gravamen municipal que afecta, entre otros
contribuyentes, a sociedades y otras entidades desarrollando una actividad industrial,
comercial o de servicios en el territorio de un municipio. Su tarifa es de 0.15% y la base

El patrimonio líquido del contribuyente corresponde a su patrimonio bruto (total de activos) menos las
deudas a cargo del contribuyente. Ciertos ajustes (exclusiones) a la base gravable son previstos por las
normas que regulan este impuesto sobre la renta mínimo presunto.
Aun en términos de impuesto al activo bruto, cuando en Colombia se aplicaba dicha modalidad, la tarifa
efectiva era de 0.525% (i.e. 35% de 1.5%), la cual resulta sustancialmente más alta (250%) cuando se
compara con la tarifa de 0.15% aplicada a los activos brutos en Ecuador.

11

12
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gravable está constituida por el valor total de los activos13 a 31 de diciembre del año
inmediatamente anterior al período gravable.

Este impuesto, definido en la forma como lo hace la legislación interna Ecuatoriana,
claramente se encuentra dentro de aquellos que potencialmente no darían derecho a
un crédito fiscal en el país de la residencia por impuestos pagados en el exterior.

d. Perú

El impuesto extraordinario a los activos netos, eliminado en 1999, ha sido adoptado
nuevamente bajo una modalidad distinta que rige a partir del 1 de enero de 2003.

Esta modalidad funciona como un “Anticipo Adicional del Impuesto a la Renta”14. Su tari-
fa es progresiva y va desde 0.25% hasta 1.50%, dependiendo del valor neto15, ajustado por
inflación, de los activos del contribuyente a 31 de diciembre del año anterior al gravable.

En el caso Peruano el anticipo adicional liquidado por el contribuyente puede ser lle-
vado como un crédito contra los pagos a cuenta del régimen general del impuesto
sobre la renta liquidado y pagado por el contribuyente por el mismo período gravable
o por períodos posteriores. En caso de que para un período gravable el anticipo adi-
cional sea mayor al impuesto sobre la renta liquidado por el contribuyente, y no haya
lugar a devolución de acuerdo con las normas aplicables, el exceso del anticipo cance-
lado no daría derecho a un crédito fiscal en el país de la residencia por impuestos
pagados en el exterior.

Excepcionalmente, para el ejercicio fiscal 2003, mediante Decreto Supremo se podrá
reducir hasta en un 30% el monto de este anticipo para aquellos contribuyentes cuyo
monto total de activos netos no supere de 4,838 UIT16 (aproximadamente US$ 4’200,000).
Asimismo, existe la posibilidad para que los contribuyentes soliciten a la Adminis-
tración Tributaria la suspensión del pago de este anticipo, a partir del vencimiento del
primer semestre del ejercicio fiscal 2003, y por los siguientes meses del ejercicio, siem-
pre que su balance acumulado, formulado el último día calendario del mes anterior al
de su solicitud, arroje pérdida tributaria.

e. Venezuela

El impuesto a los activos empresariales (IAE) es un gravamen impuesto a todas aquellas
entidades que son contribuyentes del impuesto sobre la renta. Su tarifa es de 1% y la
base gravable está constituida por el promedio anual simple del valor neto de los activos
gravables17 del contribuyente para el respectivo período gravable (i.e., el valor neto al
inicio del período gravable más el valor neto al finalizar el año gravable, dividido por 2).

Ciertos ajustes (exclusiones) a la base gravable son previstos por las normas que regulan este
impuesto.
Disposición transitoria quinta de la Ley No. 27804 de 2002. 
Ver nota 13, supra.
Unidad Impositiva Tributaria. Unidad de referencia que fija el Poder Ejecutivo para cada año fiscal. Para
el año fiscal 2003 ha sido fijada en S/. 3,100 (aproximadamente US$ 850).
Ver nota 13, supra.

13

14
15
16

17



En el caso Venezolano el impuesto sobre la renta liquidado y pagado por el con-
tribuyente se puede llevar como un descuento del IAE. En caso de que para un perío-
do gravable el IAE sea mayor al impuesto sobre la renta liquidado por el contribuyente,
el exceso puede ser llevado como un descuento tributario hasta por 3 períodos grava-
bles a partir del período en que se generó dicho exceso. 

Este impuesto, definido en la forma como lo hace la legislación interna Venezolana,
claramente se encuentra dentro de aquellos que potencialmente no darían derecho a
un crédito fiscal en el país de la residencia por impuestos pagados en el exterior,
específicamente en la proporción correspondiente al exceso generado en aquellos
períodos gravables en que el IAE sea mayor al impuesto sobre la renta liquidado por el
contribuyente.

8. Impuestos sobre ingresos brutos

Siguiendo con el tema de la naturaleza de los impuestos pagados como una de las limi-
taciones al crédito fiscal en el país de la residencia, la adopción de un impuesto que
grave los ingresos brutos del contribuyente genera un problema al inversionista en la
medida en que un impuesto de esta naturaleza no califica como un impuesto sobre la
renta propiamente dicho y, por ende, no daría derecho a crédito o descuento fiscal por
impuestos pagados en el exterior.

En este sentido, e independientemente de la posibilidad que exista en el país de la resi-
dencia o de la fuente de tomar una deducción por el pago de este tipo de impuestos,
la imposibilidad de tomar un crédito fiscal por este concepto en el país de la residen-
cia incrementa la carga tributaria efectiva del inversionista. El incremento efectivo es
menor en aquellos casos en que el impuesto pagado es deducible, bien sea en el país
de la fuente o en el país de la residencia.

a. Bolivia

El impuesto a las transacciones (IT) grava el ejercicio de cualquier18 actividad de indus-
tria, comercio y prestación de servicios en territorio Boliviano. El sujeto pasivo de este
impuesto es toda persona o entidad que desarrolle dichas actividades, y su base grava-
ble está constituida por los ingresos brutos del contribuyente en el período gravable
correspondiente. La tarifa general de este gravamen es de 3%.

El impuesto sobre las utilidades de las empresas (IUE) efectivamente pagado por el
contribuyente durante el año gravable inmediatamente anterior, puede ser acreditado
contra el IT. En consecuencia, para el inversionista extranjero no se estaría generando
un problema con su crédito fiscal en el país de la residencia, siempre y cuando su IUE
sea mayor al IT. En el caso contrario, es decir, cuando el IT sea mayor al IUE, el exceso
no daría derecho al inversionista a obtener un crédito fiscal en el país de la residen-
cia, por impuestos pagados en el exterior.

Existen algunas actividades excluidas y exentas de este impuesto.18 
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b. Colombia

En Colombia el caso sería el del impuesto de Industria y Comercio. Este es un impuesto
local (i.e., del nivel municipal) que grava el ejercicio de toda19 actividad industrial,
comercial y de servicios desarrollada en la jurisdicción municipal. La tarifa de este
gravamen varía según la jurisdicción municipal de que se trate y la naturaleza de la
actividad desarrollada, dicha tarifa está entre 0.3 y 1.1%.

Diferente al caso Boliviano, en Colombia no se contempla la posibilidad de un crédito
fiscal entre el impuesto de industria y comercio y el impuesto sobre la renta, aunque
es preciso mencionar que el impuesto de industria y comercio efectivamente pagado
por un contribuyente durante el año gravable, es deducible en un 80% para efectos del
impuesto sobre la renta.

No obstante lo anterior, el problema del crédito fiscal en el país de la residencia sigue
latente, por cuanto este impuesto como tal no da derecho a dicho crédito y, en cuan-
to a su parte deducible en Colombia, el potencial de recuperación por cada dólar de
impuesto pagado se limita al porcentaje de la tarifa del impuesto sobre la renta.

c. Ecuador

Es nuestro entendimiento que, por lo menos en el nivel nacional de tributación, no
existe hoy en día en Ecuador un impuesto cuya base gravable sea los ingresos brutos
del contribuyente.

d. Perú

En el Perú existe el Impuesto de Licencia Municipal que grava el ejercicio de actividades
comerciales e industriales en la jurisdicción de un municipio. La tasa varía según el munici-
pio de que se trate y se determina en función del área ocupada y el tipo de actividad.

Este tributo es anual y en principio no da derecho al inversionista a obtener crédito
fiscal en el país de la residencia.

e. Venezuela

En Venezuela el impuesto correspondiente sería el impuesto de Patente Municipal de
Industria y Comercio. Este es un impuesto local (i.e., del nivel municipal) que grava el
ejercicio de actividades20 industriales y de negocios en la jurisdicción de un municipio. 

La tarifa de este gravamen varía según la jurisdicción municipal de que se trate y la
naturaleza de la actividad desarrollada. Dicha tarifa está entre 0.25 y 10%; en la mayo-
ría de los casos la tarifa no es mayor a 2%.

Debido a su naturaleza, este impuesto no daría derecho al inversionista a obtener un
crédito fiscal en el país de la residencia, por impuestos pagados en el exterior, incre-
mentándose con el mismo su carga tributaria efectiva.

Ver nota 18, supra. 
Ver nota 18, supra.

19 

20



9. Gravámenes a transacciones realizadas a través de instituciones
financieras

En el mismo sentido en el que se ha discutido la existencia de impuestos sobre los
ingresos brutos del contribuyente, nos encontramos con un problema similar ante la
tendencia a adoptar impuestos que gravan el flujo monetario a través de entidades
financieras.

Estos impuestos han sido vistos como una solución rápida y efectiva a la situación
deficitaria de algunos países latinoamericanos. Sin embargo, está claro que este tipo
de impuestos son antitécnicos y no consultan la capacidad contributiva de los sujetos
pasivos. Por lo tanto, son reprochables desde el punto de vista de la equidad del sis-
tema tributario. 

Habrá quienes aboguen por las supuestas virtudes para el fisco de un impuesto de esta
naturaleza. Respetuosamente nosotros nos apartamos de esa posición. Por el con-
trario, en nuestra experiencia la reacción generalizada entre los inversionistas es de
rechazo a este tipo de impuestos, por considerar que carecen de toda razonabilidad. En
este caso y en nuestra opinión, la única solución es su desmonte como un impuesto
independiente. Después de todo éstos son impuestos que en sus orígenes fueron adop-
tados con carácter de temporalidad. Es innegable la efectividad del recaudo que se
puede lograr a través del sistema financiero. Pero en lugar de un gravamen indepen-
diente, se debería considerar la posibilidad de transformar estos “impuestos” en un
mecanismo de recaudo anticipado del impuesto sobre la renta, 100% descontable del
impuesto a cargo del contribuyente.

Al igual que en el caso de los impuestos sobre ingresos brutos, los impuestos sobre
operaciones realizadas a través de instituciones financieras generan un problema al
inversionista porque no dan derecho a crédito (descuento) fiscal por impuestos paga-
dos en el exterior. 

a. Bolivia

Entendemos que no existe en el sistema tributario vigente un impuesto de estas carac-
terísticas.

b. Colombia

El gravamen a los movimientos financieros es un impuesto de las características antes
descritas que grava todo retiro o transferencia de recursos poseídos en cuentas corrien-
tes o de ahorro abiertas en instituciones financieras Colombianas. La base gravable es
el valor bruto del retiro o transferencia y la tarifa aplicada es de 0.3%.

c. Ecuador

El impuesto a las operaciones de crédito en moneda nacional y el impuesto para la
sociedad de lucha contra el cáncer son dos impuestos vigentes en Ecuador. De cierta
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manera están cubiertos por el espectro del tributo descrito al comienzo de esta sec-
ción. Dada la naturaleza y forma en que estos dos impuestos operan, es discutible
hasta qué punto afectan realmente a los inversionistas extranjeros. La respuesta es
que sí en la medida en que las empresas receptoras de la inversión realicen opera-
ciones locales de crédito en moneda nacional.

Como su nombre lo indica, el impuesto a las operaciones de crédito en moneda
nacional grava exclusivamente las operaciones de crédito denominadas en moneda
ecuatoriana. Las tarifas de este impuesto son 1% o 2%, dependiendo del plazo otor-
gado para el pago del crédito. La base gravable la constituye el valor del capital desem-
bolsado por la entidad acreedora, que debe retener en su totalidad el impuesto a pagar
por el sujeto pasivo (i.e., el deudor).

El impuesto para la sociedad de lucha contra el cáncer es un impuesto adicional de
destinación específica, con las mismas características del impuesto a las operaciones
de crédito en moneda nacional y con una tarifa de 0.6%.

d. Perú

Entendemos que no existe en el sistema tributario vigente un impuesto de estas carac-
terísticas.

e. Venezuela

El impuesto al débito bancario grava todo débito o transferencia de recursos poseídos
en cuentas u otro tipo de depósitos en instituciones financieras Venezolanas. La base
gravable es el valor bruto del retiro o transferencia y la tarifa aplicada fue reciente-
mente incrementada de 0.75% a 1%.

10. Impuestos sobre la suscripción de documentos

Al igual que en los casos anteriores, la limitación del crédito fiscal en el país de la resi-
dencia a aquellos impuestos pagados en el exterior comparables al impuesto sobre la
renta es causa del problema que los inversionistas enfrentan al verse sometidos a un
impuesto cuyo hecho generador es la simple suscripción y expedición de documentos,
celebración de contratos o adquisición de obligaciones.

Estos impuestos de naturaleza documental, usualmente denominados impuestos de
timbre, son gravámenes que hacen más gravosa la carga tributaria efectiva del inver-
sionista extranjero, que se ve potencialmente afectado por este tipo de impuestos,
inclusive sin tener una presencia fiscal en la jurisdicción imponiendo este gravamen.

a. Bolivia

Desde 1995 el legislador derogó el impuesto de timbre.



b. Colombia

El impuesto de timbre en Colombia grava la suscripción de documentos públicos y pri-
vados21 en los que se hagan constar la constitución, existencia, modificación, cesión o
terminación de obligaciones que causen efectos en Colombia, independiente del lugar
en el que el documento sea suscrito, siempre y cuando la cuantía de las obligaciones
incorporadas en el documento gravado supere la cuantía mínima establecida por la
ley22. La base gravable es el valor de las obligaciones incorporadas en el documento y
la tarifa del impuesto es 1.5%.

c. Ecuador

Sin perjuicio de la existencia de ciertos impuestos de registro de documentos en el
Ecuador, es nuestro entendimiento que no existe un impuesto que se cause sobre la
suscripción de documentos como hecho generador.

d. Perú

Es nuestro entendimiento que no existe un impuesto que se cause sobre la suscripción
de documentos como hecho generador.

e. Venezuela

En el caso de Venezuela la Ley de Timbre fiscal establece (i) una tasa fija o variable que
se cobra por la expedición de ciertos documentos oficiales, y (ii) un impuesto de tim-
bre de 1% sobre ciertos documentos.

El impuesto de 1% aplica sobre todo pagaré bancario y sobre las letras de cambio
libradas o descontadas por bancos y otras instituciones financieras domiciliadas en
Venezuela. Este impuesto también aplica sobre órdenes de pago emitidas a favor de
contratistas por la ejecución de obras y servicios prestados al sector público, que sean
superiores a cierta cantidad mínima ajustable anualmente.

11. Ausencia de normas para determinar el ingreso bruto directamente
relacionado con la actividad efectivamente desarrollada por una
sucursal o establecimiento permanente

Esta es una discusión relativamente difícil y en nuestra experiencia poco explorada,
particularmente en el caso de los Países Andinos. No nos referimos en esta sección a
normas para determinar el ingreso neto de la sucursal y que permiten la deducción de
los costos y gastos relacionados con su actividad económica; nos referimos a normas
para determinar el ingreso bruto efectivamente vinculado a la actividad desarrollada
por la entidad local que permitan excluir, en la determinación de la base gravable, la
porción del ingreso bruto recibido por la entidad local pero atribuible a la actividad
desarrollada por la casa matriz en el exterior.

Las normas sobre impuesto de timbre prevén una serie de documentos cuya suscripción es exenta del tributo.
Aproximadamente US$ 22,000.

21
22
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Si se revisa los regímenes impositivos de las sucursales y establecimientos perma-
nentes de los Países Andinos, no existen normas de carácter general que traten esta
posibilidad en forma expresa y exhaustiva. En todos los casos se termina remitiendo al
tratamiento general aplicable a las sociedades domésticas. Excepción hecha de las
excepciones limitadas que existen en Venezuela y Bolivia, y que se comentan más ade-
lante en este artículo.

Así las cosas, aplicando las normas generales de cada jurisdicción, una sucursal o
establecimiento permanente termina liquidando y pagando su impuesto sobre la renta
sobre la base gravable determinada en función del 100% del ingreso bruto recibido
por la sucursal o establecimiento permanente. Desde el punto de vista del país de la
fuente este resultado es perfectamente razonable. Desde el punto de vista del inver-
sionista y del país de la residencia, la pregunta es: Por qué se ha de determinar la utili-
dad neta gravable de la sucursal con base en el 100% del ingreso bruto recibido?
Naturalmente, la respuesta que salta de inmediato a la mente es porque ha sido la
actividad de la sucursal la que ha generado dicho ingreso.

Esta respuesta, aunque cierta, no es absoluta. Existen ocasiones, más comunes de lo
esperado, en que la actividad realizada por la sucursal es tan sólo una parte de la
actividad económica generadora de su ingreso. Así las cosas, los inversionistas se pre-
guntan con frecuencia: Qué hacer para reflejar dicha participación en la actividad
económica, y que el ingreso bruto atribuido a la sucursal corresponda efectiva y pro-
porcionalmente a la actividad por ella realizada, distribuyendo para efectos imposi-
tivos entre la sucursal y la casa matriz el 100% del ingreso bruto?

En ninguno de los Países Andinos existe un conjunto de normas internas claras que
permita hacer dicha distribución en forma expresa, excepción hecha de las excepciones
limitadas que existen en Venezuela y Bolivia.

En consecuencia, a pesar de que en ocasiones el ingreso bruto recibido por la sucursal es
el resultado de una actividad económica desarrollada en un 90% por la casa matriz en el
país de la residencia u otras jurisdicciones, y en un 10% desarrollada por la sucursal en
el país de la residencia, el 100% de la utilidad resulta gravado en el país de la fuente. 

Ante la ausencia de normas que permitan dicha distribución proporcional, los inver-
sionistas recurren a la implementación de cargos cruzados entre la casa matriz y su
sucursal o establecimiento permanente. Pero, en todas las jurisdicciones analizadas
existen ciertas limitaciones en la deducción de este tipo de pagos, así como en oca-
siones dichos pagos se someten a retenciones en la fuente que terminan por incre-
mentar la carga tributaria efectiva del contribuyente.

Antes de terminar nuestra discusión sobre este tema, es importante resaltar las excep-
ciones, antes mencionadas, que confirman la necesidad de pensar en la viabilidad y
conveniencia de la adopción de normas en este sentido.

En Venezuela, las normas aplicables establecen que las personas jurídicas con un
establecimiento permanente (incluidas las sucursales), sólo estarán gravados en dicho
país sobre sus rentas de fuente nacional o extranjera atribuibles a su establecimiento



permanente. La pregunta en este caso es hasta qué punto existen normas claras que
permitan excluir de la base gravable parte de los ingresos recibidos por el estable-
cimiento permanente, pero atribuibles a la actividad desarrollada por la persona jurídi-
ca en el exterior?

En Bolivia, exclusivamente para ciertas actividades económicas23, cuando la actividad
sólo se desarrolla en parte en Bolivia a través de una sucursal, agencia o estableci-
miento, se presume, sin que se admita prueba en contrario, que el 16% del ingreso
bruto de la sucursal, agencia o establecimiento permanente es de fuente Boliviana. El
restante 84% se considera de fuente extranjera y por lo tanto no sometido al IUE en
dicha jurisdicción.

De esta manera, en Bolivia se reconoce que ciertas actividades económicas cuyas utili-
dades pueden quedar registradas en una entidad local (e.g., una sucursal), generan
dicha utilidad como resultado de la actividad combinada de la entidad local y su casa
matriz en el exterior. En consecuencia, la utilidad neta generada por dicha actividad no
puede ser gravada en un 100% en cabeza de la sucursal.

12. Acuerdos sobre precios de transferencia

Una de las mayores preocupaciones de empresas multinacionales haciendo negocios
en múltiples jurisdicciones, es la existencia y alcance de normas sobre precios de
transferencia entre partes relacionadas. Una de las preguntas más frecuentes sobre
este tema es si existe la posibilidad de suscribir acuerdos sobre precios de transferen-
cia con las autoridades de impuestos en las jurisdicciones involucradas.

Los APAs o acuerdos anticipados (o avanzados) sobre precios de transferencia per-
miten a los contribuyentes, en aplicación de las normas sobre precios de transferen-
cia, determinar de manera anticipada y para efectos impositivos el precio o margen de
utilidad de las diferentes operaciones que realicen con sus partes relacionadas.

Hasta hace relativamente poco la respuesta generalizada en los Países Andinos era
negativa. Hoy en día la situación ha cambiado. Venezuela, Perú y Colombia (el caso
más reciente), permiten la celebración de este tipo de acuerdos.

Bolivia y Ecuador no contemplan en su régimen tributario dicha posibilidad, tal vez
como consecuencia de la ausencia de un cuerpo normativo moderno sobre este tema.
Desafortunadamente las normas vigentes en estas dos jurisdicciones son escasas,
rudimentarias e insuficientes para regular esta materia. Dichas normas son en cierto
sentido similares a las previstas por Colombia, Perú y Venezuela con anterioridad al
giro, relativamente reciente, que se dio en estas jurisdicciones para modernizar las
normas sobre esta materia.

En las consultas hechas a clientes este fue un punto mencionado reiteradamente. La
preocupación del inversionista extranjero no está en que existan normas que pongan
límites a este tipo de transacciones entre partes relacionadas. Su preocupación está en

Transporte, comunicaciones, noticias internacionales, seguros y reaseguros, o producción y distribución
de películas, videos y discos o grabaciones de sonido.
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que dichos límites no sean estandarizados y que no estén de acuerdo con los límites
que enfrentan en otras jurisdicciones del mundo. Dicha falta de homogeneidad genera
para ellos complicaciones en la administración de transacciones entre partes rela-
cionadas y un incremento de los gastos en que se tiene que incurrir para estos efec-
tos (e.g., el solo costo de tener que practicar un estudio diferente que siga criterios que
se aparten de los fijados por la OCDE).

Adicionalmente, se ve con preocupación la adopción de normas modernas sobre pre-
cios de transferencia sin el acompañamiento de una modificación estructural al sis-
tema tributario que establezca límites a la aplicación de normas existentes, cuya apli-
cación sería contradictoria con la adopción de un régimen moderno de precios de
transferencia.

Por ejemplo, las normas que limitan la deducción de pagos entre partes relacionadas
deben ser derogadas o modificadas. Si el objetivo de las normas sobre precios de
transferencia es precisamente permitir establecer los parámetros de mercado dentro
de los cuales pagos entre partes relacionadas son deducibles, la aplicación de una
norma que en todo caso limite la deducción del pago resulta contradictoria.

13. Normas limitadas sobre reorganizaciones corporativas libres de
impuestos

Las reorganizaciones corporativas son un fenómeno cada vez más común y constituyen
una herramienta necesaria para los inversionistas. Pero si se revisa el régimen tributario
interno de los Países Andinos en busca de las normas que regulan el tema sobre reor-
ganizaciones corporativas libres de impuestos, encontramos que en todos los casos
dichas normas son escasas y no regulan la materia de una manera clara y exhaustiva.

Adicionalmente, típicamente las alternativas de reorganización contempladas por
dichas normas se encuentran exclusivamente limitadas a las fusiones estatutarias y
divisiones (o escisiones) estatutarias de sociedades, restringiendo en exceso las alter-
nativas que tiene el contribuyente para reorganizar sus entidades, activos y activi-
dades, sin que se genere un efecto impositivo no deseado.

En Venezuela, este tratamiento sólo cubre expresamente el caso de la fusión, más no
el de la escisión. Perú limita dicho tratamiento a las fusiones y escisiones, al igual que
Bolivia, que además extiende dicho tratamiento expresamente a la transformación de
sociedades. Tal vez Ecuador es el caso que en materia de impuesto sobre la renta con-
templa indirectamente hipótesis de reorganización más allá de la fusión y escisión,
extendiendo dicho tratamiento a las transferencias generadas en la adquisición de una
sociedad por otra sociedad. Colombia por vía de interpretación también ha ampliado
el tratamiento libre de impuestos al intercambio de participaciones (acciones o cuotas
sociales) en una sociedad por participaciones de otra sociedad. Algo similar ocurre en
Bolivia, pero exclusivamente para efectos del IVA, extendiendo en abstracto el benefi-
cio a todas las ventas o transferencia de un “proceso de reorganización”.

Se debería contemplar la posibilidad de estudiar y ampliar el catalogo normativo de
casos de reorganizaciones libres de impuestos, naturalmente cuidando que los nuevos



casos contemplados correspondan a casos en que la propiedad de las inversiones de
capital no cambia efectivamente de titular. También se deberá tener cuidado de limi-
tar dichos casos a aquellos en que no se justifica que se causen impuestos sobre la
transferencia de bienes, derechos, obligaciones y otros conceptos.

Para estos efectos, es importante que las nuevas normas adopten límites apropiados
para evitar el abuso de estas figuras, límites que siguiendo la tendencia en otros paí-
ses, pueden establecerse en función de la permanencia de la inversión de capital por
cierto tiempo mínimo después de perfeccionada la reorganización, y en función de la
continuidad de las actividades económicas desarrolladas antes de la reorganización.

14. Ausencia de normas tributarias sobre comercio electrónico

Una de las consecuencias de las tendencias actuales de globalización económica,
sumada a la rapidez con que se ha desarrollado y generalizado el uso de la Internet, es
el auge del comercio electrónico. La Internet le permite a sus usuarios buscar y hacer
negocios más allá de las fronteras de su país de residencia, sin tener, en la mayoría de
las ocasiones, que establecer una presencia física en las jurisdicciones a cuyo merca-
do tienen acceso gracias a este medio.

Es característica común de los sistemas tributarios de los Países Andinos, y de otros
países en Latinoamérica, la ausencia de normas específicas que regulen la imposición
de los tributos actualmente existentes en cada jurisdicción al escenario del comercio
electrónico.

Lo anterior refleja que la posición adoptada por los Países Andinos en esta materia es
la de mantener el status quo, pretendiendo aplicar al comercio electrónico las reglas
comunes actualmente vigentes, en lugar de regular la materia expresamente.

Esta posición adoptada por los Países Andinos realmente genera problemas, ya que la
aplicación de estas normas al tema del comercio electrónico resulta imperfecta y deja
muchos interrogantes por resolver, ya que ignora los temas y dificultades específicas
que se derivan de esta forma de comercio, tales como: presencia fiscal en el país de la
fuente; fuente del ingreso; la aplicación, control y recaudo de retenciones en la fuente,
IVA y otros impuestos.

La adopción de normas especiales en este tema no implica necesariamente, como errónea-
mente se podría llegar a pensar, la adopción de un cuerpo normativo independiente y espe-
cializado sobre la materia. Lo que sí se debe considerar por hacer, es la revisión y ajuste del
conjunto normativo que regula los impuestos vigentes en cada jurisdicción. 

15. La estabilidad del régimen tributario interno y la red de tratados
para evitar la doble tributación

Uno de los fenómenos y a la vez preocupaciones más comunes en Latinoamérica es la
creciente falta de permanencia de las normas adoptadas en materia tributaria. Este
factor no es ajeno a los Países Andinos y responde a la necesidad de cerrar la brecha
deficitaria entre ingreso y gasto público, a través de la adopción de nuevos impuestos,
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algunos con supuesto carácter temporal, la ampliación gradual de las bases gravables,
y en ocasiones el incremento de las tarifas de los tributos ya existentes.

El problema está en que estas reformas se han vuelto demasiado frecuentes, generando
en el inversionista extranjero incertidumbre sobre las reglas del juego que en materia
tributaria ha de enfrentar al desarrollar negocios a largo plazo en estas jurisdicciones.

Colombia y Venezuela adoptaron durante cierto período la posibilidad de que los con-
tribuyentes y las autoridades tributarias celebraran acuerdos de estabilidad tributaria,
garantizándose ciertas condiciones a cambio del pago de impuestos a una tarifa
mayor. Enhorabuena, dicha alternativa fue derogada en Colombia. En Venezuela,
aunque permanece vigente, es nuestro entendimiento que poco se ha utilizado.

En nuestra opinión los acuerdos de estabilidad tributaria no son la mejor alternativa. Los
Países Andinos deben considerar hacer una revisión estructural a sus sistemas tributa-
rios que les permita no sólo adoptar soluciones duraderas, sino además su modernización.

Los tratados bilaterales para evitar la doble tributación son una de las herramientas
esenciales para proporcionar a los inversionistas reglas claras y la estabilidad que hoy
les preocupa. 

El comienzo de la experiencia de los Países Andinos en materia de doble tributación
internacional suena ya lejano. El resultado de dicho esfuerzo comunitario fue la adop-
ción en 1971 de la Decisión 40 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena.

En esta decisión se adoptaron dos anexos. El Anexo I constituye un acuerdo multila-
teral para evitar la doble tributación internacional entre los Países Andinos. El Anexo
II es el modelo de tratado bilateral que los Países Andinos se comprometieron a seguir
en la celebración de tratados en esta materia con países no miembros de la
Comunidad. Ambos anexos son orientados por el principio de la fuente.

En el caso del Anexo I, la verdad es que dicho acuerdo constituye una herramienta
importante en materia de planeación regional. Sin embargo, el verdadero beneficio
sólo se podrá medir en función del monto de las inversiones directas de capital entre
países miembros.

En el caso del Anexo II, la verdad es que la Decisión claramente no ha funcionado. La
adopción radical del principio de la fuente ha llevado, en opinión del autor, a que los
países desarrollados, miembros de la OCDE o que adscriben al principio de la residen-
cia, busquen siempre seguir el modelo de esta última organización.

Al analizar la red de tratados existente en los Países Andinos, no es difícil concluir que
el modelo que claramente ha predominado en la negociación y celebración de estos
tratados es el modelo de la OCDE, con ciertos matices e influencia del modelo de la
ONU. El modelo del Anexo II de la Decisión 40 sólo ha sido utilizado una vez, en el caso
del tratado entre Bolivia y Argentina.

En este sentido, es apenas obvio preguntarse si la Comunidad Andina debe o no
retomar este tema y adoptar una nueva posición que reconozca esta realidad, adop-
tando nuevos compromisos.



La respuesta naturalmente es afirmativa. Los nuevos compromisos que se adopten en
este renovado esfuerzo comunitario deben ir más allá de lo formal. Es necesario dejar
de concentrarse exclusivamente en que modelo o principio seguir. Sea o no un mode-
lo diferente, sea el principio orientador el de la fuente o el de residencia, lo cierto es
que la experiencia muestra que lo importante en la negociación de tratados sobre esta
materia es el compromiso y distribución del recaudo tributario entre las dos jurisdiccio-
nes partes de un tratado.

En nuestra opinión el nuevo esfuerzo comunitario sobre esta materia deberá estar
enfocado en definir y establecer los límites comunitarios que cada uno de los países
miembros debe observar en materia de tarifas, establecimiento permanente y otros
temas normalmente tratados en la negociación de este tipo de tratados. Sólo de esta
manera se logrará establecer la neutralidad regional que en esta materia buscaba
garantizar la adopción del Anexo II de la Decisión 40.

El proceso de negociación de un tratado en esta materia es la representación práctica
de la confrontación y dinámica teóricas entre el principio de la fuente y el de la resi-
dencia. En este proceso, una posición absoluta en favor de uno u otro extremo se tra-
duce en la falta de compromiso y de voluntad para negociar un tratado sobre esta
materia. Es por eso que, en nuestra opinión, más allá de la forma que se adopte, lo
importante es definir los límites del sacrificio fiscal que cada parte está dispuesta a
aceptar.

Además de la Decisión 40 de 1971 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, existen
en los Países Andinos los siguientes tratados bilaterales para evitar la doble tributación
internacional:

a. Bolivia (7)

Alemania, Argentina, España, Francia, Reino Unido y Suecia. Adicionalmente, existe un
tratado entre Bolivia y Estados Unidos de América para evitar doble tributación, exclu-
sivamente sobre rentas generadas en actividades de transporte internacional.

b. Colombia (8)

Alemania, Argentina, Brasil, Chile, Estados Unidos de América, Francia24, Italia y
Venezuela. Estos tratados en su totalidad se limitan a las rentas generadas en las
actividades de transporte internacional. Ninguno de ellos tiene el alcance general del
Anexo II de la Decisión 40 o de los modelos de la OCDE y de la ONU.

Colombia es el único país de la Comunidad que ha permanecido reacio a la celebración
de tratados de alcance general para evitar la doble tributación (i.e., del tipo de los
tratados previstos en el Anexo II de la Decisión 40 o de los modelos de la OCDE y de la
ONU). La razón es difícil de precisar, pero tal vez radique en la falta de certeza del
costo versus el beneficio que la celebración de estos tratados le podría traer al país,
sumado a una situación económica que hoy en día tolera poco sacrificio fiscal.
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No obstante lo anterior, para Colombia sería importante:

(i) Conformar un equipo económico técnicamente calificado que mida exacta-
mente cúal sería el sacrificio fiscal potencial que realmente estaría enfren-
tando en cada una de las rentas que normalmente se regulan en un trata-
do de esta naturaleza.

(ii) Con base en los resultados de dicho estudio, se deberán definir los límites de
negociación aceptables en materia de tarifas, establecimiento permanente y
otros temas normalmente tratados en la negociación de este tipo de tratados.

(iii) Conformar un segundo equipo de personas destacadas y competentes en el ám-
bito tributario nacional, con experiencia en el análisis y aplicación de este tipo
de tratados y en los aspectos internacionacionales tributarios relacionados, con
el fin de garantizar la debida representación de los intereses nacionales en este
tipo de negociaciones. Naturalmente, esta “Comisión” debe tener cierto carác-
ter de permanencia para dar así continuidad y uniformidad a dichos intereses.

c. Ecuador (13)

Alemania, Brasil, Bélgica25, Canadá, Chile26, España, Francia, Italia, México, Rumania y
Suiza. Adicionalmente, existen tratados con Alemania y Argentina para evitar doble
tributación, exclusivamente sobre rentas generadas en actividades de transporte marí-
timo internacional.

d. Perú (6)

Canadá27, Chile28 y Suecia. Adicionalmente, existen tratados con Argentina, España29 y
Estados Unidos de América30 para evitar doble tributación, exclusivamente sobre
rentas generadas en actividades de transporte internacional.

e. Venezuela (33)

Alemania, Barbados, Bélgica, Canadá, China31, República Checa, Dinamarca, Estados
Unidos de América, Francia, Indonesia, Italia, México, Noruega, Países Bajos, Portugal,
Reino Unido, Suecia, Suiza y Trinidad y Tobago. Adicionalmente, existen tratados para evi-
tar doble tributación, exclusivamente sobre rentas generadas en actividades de transporte
internacional, con Alemania, Argentina (aéreo), Bélgica, Brasil (aéreo), Canadá, Chile,
Colombia, España, Estados Unidos de América, Francia, Italia (dos, uno para transporte
aéreo y otro para transporte marítimo), Países Bajos y Trinidad y Tobago.

El tratado entre Venezuela y Estados Unidos de América sigue el modelo propio adop-
tado para estos efectos por Estados Unidos de América.

Sólo transporte aéreo. 
Este tratado aún no ha entrado en vigencia. 
Ver nota 25. supra.
Ver nota 25, supra. 
Ver nota 25, supra. 
Sólo transporte aéreo. 
Sólo transporte marítimo.
Ver nota 25, supra.
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27
28
29
30
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Un proceso de descentralización dentro de un país puede ser entendido como análo-
go a uno de apertura y "liberalización" territorial al interior de un país. Por su parte,
un proceso de apertura comercial y de integración económica regional puede ser com-
prendido como uno de descentralización en un espacio territorial más amplio y cons-
tituido por varios países. En ambos casos el objetivo básico es similar, i.e. lograr ganan-
cias en eficiencia1 y en efectividad2 en el logro de los propósitos de cada política. En
ambos casos hay una apertura en busca de mercados más amplios, más dinámicos,
menos "incompletos" y donde las condiciones "locales"3 favorezcan la generación de
nueva información a través de la más cercana interacción entre la demanda y la ofer-
ta.4 El principio de la subsidiariedad5 está detrás de ambos esquemas así como la
premisa que la gente "vota con los pies" (Tiebout, 1956)6 y vota también con su inver-
sión llevándola hacia donde su rendimiento sea el más alto. 

Existiendo estas analogías y factores comunes se podría pensar que los dos procesos y
políticas se complementarían y apoyarían recíprocamente. Sin embargo, la experiencia
no parece confirmar del todo esta hipótesis. Desde los 80’s varios países en América
Latina han adoptado procesos tanto de descentralización como de integración
económica regional. No obstante, los resultados no son del todo positivos en particular
en el frente de la "descentralización". Cómo explicar esta situación? Qué condiciones o
requisitos de política comunes podrían estar dejándose de cumplir en ambos procesos?
Y qué se podría hacer para tener un enfoque de política más integral y consistente? 

El presente documento tiene como objetivo examinar estos interrogantes y ofrecer
algunas consideraciones para formular un marco conceptual que guíe ambas políticas
bajo restricciones7 y requisitos comunes o similares. Esto es, ver qué principios de la
descentralización podrían hacerla más efectiva y redundar en un mejor proceso de
integración económica nacional y regional. Y viceversa, ver qué modalidades de inte-
gración económica y regional podrían contribuir a un fortalecimiento de la descen-
tralización nacional y regional.8

Como se verá, el hilo conductor y la principal causa común de las dificultades obser-
vadas, tanto en la descentralización como en la integración económica regional, son
los desequilibrios fiscales que en los últimos años han experimentado gran parte de los
países de la región. Lo paradójico es que parte de esas dificultades se originan, pre-
cisamente, en el "modelo" de descentralización adoptado y parcialmente en las carac-
terísticas de las políticas de integración económica. Aunque con mayor intensidad en
lo primero que en lo segundo.

MARCO CONCEPTUAL Y OBJETIVOS

El documento está organizado en seis secciones. En la primera se resume la experiencia
macroeconómica de la región en los últimos años. Esto es necesario para disponer del
contexto fiscal y del telón de fondo dentro del cual se desarrollaron los procesos de
descentralización y de integración regional. En segundo lugar se precisan las carac-
terísticas que, en general, tuvo el "modelo" de descentralización que siguieron la mayo-
ría de los países. Se resume la evolución fiscal de los distintos niveles de gobierno para
Brasil, Chile, México, Ecuador, Bolivia, Colombia y Argentina. La idea es extraer las impli-
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caciones del modelo seguido sobre la estabilidad macroeconómica. Se quiere también
explorar la perspectiva y desarrollos que podrían tener estos procesos en el futuro. En
tercer lugar, se resume la experiencia de los procesos de integración económica
regional de los últimos 10-15 años para precisar (i) qué se ha logrado, (ii) qué falta por
hacerse y (iii) cuáles son las restricciones que limitan las correcciones deseables.

En la cuarta sección se analiza el tema de la coordinación de políticas desde la macro-
económica hasta las relacionadas con la descentralización y la integración económica
regional. La idea es destacar los mecanismos de transmisión entre estas políticas y
delinear el marco conceptual que las podría integrar y organizar. Algo así como iden-
tificar cuáles son las variables dependientes y cuáles las independientes en las inte-
racciones entre la estabilidad macroeconómica, los balances fiscales, la descentra-
lización, la integración económica regional y sus respectivos marcos institucionales.9
La penúltima y quinta sección resume los principales hallazgos y conclusiones. El docu-
mento termina con la síntesis de las implicaciones de política y las recomendaciones
que de éstas se derivan.     

Durante la década de los 90’s el nivel del gasto público en América Latina como propor-
ción del PIB, aumentó en un gran número de países (Cuadro No. 1). En algunos casos el
incremento fue muy grande. En Brasil el porcentaje subió del 30.7% en 1992 al 42.7% en
el año 2000. Durante este mismo período este porcentaje subió del 25.8% al 34.8% en
Colombia, del 16.3% al 31.8% en el Paraguay. En algunos pocos casos bajó como ocurrió
en México, pasando del 25.4% al 22.9%. En otros países el porcentaje se estabilizó, como
ocurrió en el Ecuador y Perú. Pero en promedio el porcentaje pasó del 23.6% a un 27.1%. 

I. LA EXPERIENCIA MACRO-ECONOMICA DE AMERICA LATINA EN 
LOS 90’s
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En general hubo un mejor desempeño tributario, como lo muestra el Cuadro No. 2. En
el caso del Brasil hubo un incremento de nueve puntos del PIB pasando de 20.8% en
1992 a 29.8% en el 2000. Costa Rica pasó de 21.9% a 31.2%. Ecuador pasó de 7.1% a
12.3% y Bolivia del 8.9% a 13.4% en el mismo período. Tan solo México aparece con
una disminución pasando del 12.4% al 10.6%.

Pero aunque los ingresos tributarios subieron el gasto total lo hizo aun más rápido y
el resultado neto fue el aumento del déficit fiscal. El Cuadro No. 3 muestra las cifras
para los años 1997 – 1999. Como se puede apreciar el "promedio" del balance fiscal
pasó de –1.4% en 1997,  a –2.5 % en el 98 y a –3.0% en el 99.



El Cuadro No. 4 resume el balance fiscal para la región para el período 1995 – 2001.

Los déficits fiscales, a través de los mecanismos de transmisión (i) de mayores tasas de
interés, (ii) de más alto endeudamiento, (iii) de mayores déficits en la cuenta corriente,
llevaron a la depreciación de las monedas en Brasil, Colombia, Bolivia, Ecuador, México
y otros. Esto último generó volatilidad10 macroeconómica y afectó adversamente el
comercio entre los países de la región. El caso del MERCOSUR es un ejemplo, parcial al
menos, de este proceso. 

Como conclusión, se puede decir que esta volatilidad macroeconómica no contribuyó
a fortalecer los procesos de integración económica ni los de descentralización. Pero,
como veremos más adelante, la causalidad también pudo haber sido a la inversa
aunque indirecta. Esto es, que la descentralización fue la que contribuyó a desestabi-
lizar el manejo macroeconómico y que la integración hizo algo similar aunque con
menor intensidad. En el primer caso, por haber aumentado los gastos y los déficits fis-
cales. En el segundo, por haber reducido, los recaudos por concepto de aduana e
importaciones creando así, ceteris paribus, un mayor déficit fiscal en la región. 

II. LA DESCENTRALIZACION EN AMERICA LATINA EN LOS 80’s y 90’s

Desde los 80’s muchos países en América Latina adoptaron políticas que buscaban
aprovechar el potencial de ganancias en eficiencia y en equidad que puede generar la
descentralización fiscal y política. Con mucha razón se pensó que el modelo centra-
lista11 tradicional de América Latina no estaba generando suficiente crecimiento global
ni adecuado aprovechamiento del potencial del nivel subnacional, en particular, del
municipal. Se quería también apoyar la gobernabilidad democrática y para ello era
necesario buscar una mayor participación política a todos los niveles de gobierno. 

Fue así como se modificaron las Constituciones en Brasil en 1988, en Colombia en
1991 y en muchos otros países se adoptó un marco legal para aumentar las transfe-
rencias nacionales al nivel subnacional y para redistribuir, devolver o desconcentrar
competencias y recursos. Uno de los principios claves detrás de estos nuevos marcos
de política era el de la subsidiariedad y la noción de que el Estado funcionaba mejor
entre más cercano estuviese al ciudadano.  

Pero del esquema abstracto al modelo realmente puesto en marcha hubo grandes diferen-
cias. Las características del modelo que, en líneas generales, prevaleció fueron las siguientes: 
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a. Establecimiento de transferencias constitucionales, automáticas, por fórmula,
como porcentaje de los ingresos del nivel nacional.12

b. Ausencia casi total de incentivos para premiar el mejor uso de los recursos.

c. Se estableció la obligación de la transferencia de recursos pero no se logró,
simultáneamente, devolver el equivalente de responsabilidades del gasto.  

d. No se construyó un marco institucional13 que regulara la interacción entre los mer-
cados intergubernamentales. 

e. Los sistemas de evaluación de resultados eran más espurios que reales.14

Como muchos estudios lo han señalado, este marco conceptual adoleció de serios
problemas conceptuales (Wiesner E., 2002, BID) y, según Campbell, Peterson and
Brakarz (1991), se pudo haber sobrestimado el potencial de los escogimientos públicos
locales. En general, el esquema seguido condujo a (i) una estructura equivocada de
incentivos (Lopez-Murphy, 1994), (ii) inflexibilidad en los ingresos y los gastos
(Krause-Junk, 1996), (iii) crecientes transferencias (Aghon Gabriel, 1996), (iv) dupli-
cación de gastos (Tanzi Vito, 1995) y pudo haber agregado presiones inflacionarias
(Finot Ivan, 2001).

El desarrollo de este marco conceptual generó serios problemas fiscales y macro-
económicos en Colombia, Brasil, Ecuador, Bolivia, México, Venezuela y otros. Aunque
estos desequilibrios no fueron causados exclusivamente por la descentralización, en la
mayoría de los casos los problemas fiscales se vieron agravados por los déficits del nivel
subnacional. En países como Brasil, Bolivia, Colombia, Ecuador y Argentina fue necesario
que el nivel nacional incurriera en "bail-outs" de sus respectivos niveles subnacionales.15

En breve, lo que se podría llamar la "primera generación" de políticas en materia de
descentralización en América Latina difícilmente podrá ser considerado como un éxito.
Sin embargo, hay razones para pensar que se podría estar iniciando una "segunda gene-
ración" de políticas de descentralización que sí podrían generar ganancias en eficien-
cia y en equidad a nivel de los sectores públicos en general. 

Esta "segunda generación de políticas" podría estar evolucionando en Brasil, Colombia,
México y otros16 donde los marcos macroinstitucionales (por ejemplo, la Ley de
Responsabilidad Fiscal del 2000 de Brasil) y los desarrollos fiscales subnacionales
(Cuadro No. 14) sugieren que sí ha habido aprendizaje y que hay mayor claridad con-
ceptual sobre el "norte" que debe guiar la descentralización. Parece que ahora se
entiende mejor que la verdadera descentralización ocurre más cuando los ingresos fis-
cales propios del nivel subnacional aumentan en términos reales que simplemente
cuando aumenta el gasto territorial.17 Y esto es precisamente lo que parece que está
ocurriendo en la región.18

En una evaluación hecha para el "Office of Evaluation and Oversight, OVE", del Banco
Interamericano de Desarrollo, Wiesner Eduardo (2002) encontró19 que en Colombia,
Brasil y México la proporción de ingresos tributarios subnacionales creció como pro-
porción del PIB y dentro del total durante los 90’s. Aún en el caso de Ecuador, Chile y



Bolivia, que tienen tan distintos esquemas institucionales para regular su descentra-
lización, se ha presentado un ligero aumento de la tributación subnacional. Los siguien-
tes son los resultados para cada país:

A. EL CASO DE BRASIL 

El Cuadro No. 5 muestra que aun cuando el nivel federal subió su captación de ingre-
sos tributarios entre 1991 y el 2001, los dos niveles subnacionales también lo hicieron.
Esto sugiere un gran esfuerzo por mantener el proceso de federalización en este país.
Después de todo, por lo general es menos difícil para el nivel nacional el subir el recau-
do tributario que para el nivel subnacional.

El Cuadro No. 5 también revela el gran tamaño fiscal del nivel subnacional en el Brasil,
superior al 10% del PIB, proporción superior a la de todos los países de la región.
Dentro de este contexto, se podría decir que el Brasil es el único país realmente fe-
deral en América Latina. Y como las cifras y sus políticas lo muestran es también el que
tiene una clara dinámica hacia un creciente federalismo. 

B. EL CASO DE COLOMBIA

En el caso de Colombia, el Cuadro No. 6 muestra que los ingresos tributarios del nivel
subnacional pasaron de representar un 1.8% del PIB en 1990 a un 2.7% en el año
2000. Sin embargo, la totalidad del aumento correspondió al nivel municipal. El nivel
departamental no muestra ningún crecimiento relativo. El crecimiento del recaudo fis-
cal subnacional vino acompañado por grandes y crecientes transferencias a partir de
los 90’s. Todo lo cual llevó a muy rápidos aumentos del gasto subnacional y a serios
déficits fiscales en este nivel. Como consecuencia, el endeudamiento de las entidades
territoriales subió a niveles insostenibles y fue necesario un "bail-out" por parte del
gobierno nacional.20
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Más recientemente los esfuerzos de las autoridades macroeconómicas por corregir las
fallas estructurales del sistema de descentralización han producido innovaciones sus-
tanciales a través de las leyes 549 de 1999 y 715 del 2001. Esta normatividad busca,
en esencia, un más riguroso control de la expansión del gasto subnacional. Sin embar-
go, aún falta mucho camino por recorrer antes que Colombia pueda considerar que las
muy adversas consecuencias macroeconómicas y micro-institucionales de su esquema
de descentralización y de transferencias esté superado.21

C. EL CASO DE ECUADOR

En el Ecuador el desarrollo fiscal municipal es muy incipiente. Este es un país particu-
larmente centralista22 donde el nivel nacional es prácticamente el único que recauda
ingresos tributarios significativos. El Cuadro No. 7 muestra que el nivel nacional captó
8.3% puntos del PIB en 1990 y 13.8% en el año 2000. Como proporción del total este
nivel captó el 96.4% y el 96.8% respectivamente. Durante el mismo período, el nivel
municipal no tuvo crecimiento significativo. Es más, como proporción del total bajó
del 3.6% al 3.1% entre 1990 y el 2000.



El centralismo en el Ecuador se refleja también en el crecimiento de las transferencias
del nivel nacional al subnacional. El Cuadro No. 8 muestra que éstas han venido cre-
ciendo rápidamente entre 1996 y el año 2000. Se han duplicado como porcentaje del PIB.

D. EL CASO DE BOLIVIA

Bolivia ha logrado importantes reformas a nivel macroeconómico estabilizando la infla-
ción y reduciendo su déficit externo en cuenta corriente. Sin embargo, el déficit fiscal
del sector público continúa en niveles superiores a su ritmo de crecimiento económico.
En términos de su esquema de descentralización, el nivel de recaudo fiscal municipal,
que era prácticamente inexistente en 1994, ya es del 1.1% del PIB en el año 2000. El
Cuadro No. 9 resume la distribución del recaudo tributario por niveles de gobierno.

Como la Ley de Participación Popular en 1994 transfirió un 20% de los recursos del
presupuesto nacional a los municipios, no es claro que el proceso de generación de
ingresos fiscales propios a partir de 1995 se deba en forma significativa a un mayor
esfuerzo fiscal propio del nivel municipal. El Cuadro No. 10 parece confirmar la hipóte-
sis de que hay poco desempeño fiscal municipal en Bolivia, aun en las grandes ciu-
dades. Entre 1994 y el año 2000 el recaudo tributario de las tres ciudades más grandes,
La Paz, Santa Cruz y Cochabamba, prácticamente ha estado estancado en un nivel de
alrededor del 0.6% del GDP.

Todo lo anterior indica que existe un gran potencial de desarrollo fiscal municipal.
Dentro del contexto de los beneficios que puede generar la descentralización y los
escogimientos públicos locales financiados con recursos tributarios propios, esto su-
giere que se podrían lograr grandes mejorías en la distribución de oportunidades ini-
ciales y para mitigar la pobreza urbana en este país. 
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E. EL CASO DE CHILE

Chile es un país que ha escogido una ruta especial –pero muy válida desde el punto de
vista teórico y conceptual– para desarrollar su proceso de descentralización. En lugar de
focalizar su estrategia en las transferencias se ha concentrado en la descentralización
sectorial, en particular de la educación23 y de la salud.24 Este esquema sigue el princi-
pio básico de premiar con incentivos al mejor uso de los recursos y lo hace a través de
la competencia en el acceso a recursos dentro del sector público. Lo hace también si-
guiendo el principio de la descentralización de la gerencia, de la supervisión inmediata
y de la evaluación de los procesos micro-institucionales en cada caso y sector.

Aunque Chile da prioridad a la descentralización sectorial al mismo tiempo está ini-
ciando un proceso que fortalece el desarrollo fiscal municipal. El Cuadro No. 11 mues-
tra que los ingresos municipales han ganado peso relativo frente al total de ingresos
tributarios. Entre 1990 y el año 2000, esos ingresos tributarios pasaron de representar
un 7.2% del total a un 8.6%.

Esta tendencia a "municipalizar" los recaudos tributarios se fortalecerá en el futuro.
Legislación reciente, como la Ley de Rentas I del 2000 y la Ley de Rentas II del año 2002,
busca elevar el recaudo tributario municipal. Uno de los efectos de este proceso será el
aumentar los recursos que lleguen a las comunas más pobres. Este hecho, combinado
con los sistemas de incentivos y de competencia para el acceso a recursos públicos, per-
mite anticipar que se fortalecerán las ganancias que este país ha logrado en los últimos
años en términos de equidad y de disminución de la pobreza en general. 25



F. EL CASO DE MEXICO

Aunque México siempre se ha definido constitucionalmente como una federación, en
realidad es sólo a partir de los 90’s que muchas decisiones sobre impuestos, gastos y
endeudamiento se han descentralizado en forma significativa. Según Webb Steven
(2001) la dimensión tributaria sigue siendo particularmente centralizada.26 Pero esta
situación está cambiando. Como lo muestra el Cuadro No. 12, la participación del nivel
subnacional, en particular del nivel de los Estados, ha venido creciendo. Entre 1990 y
1998, período durante el cual la participación del nivel nacional bajó de 11.1% del PIB
a 10.5%, la "cuota" de los Estados subió de 0.26% a 0.39%. Durante el mismo período,
la participación tributaria municipal cayó de 0.17% del PIB a 0.14%.

Es interesante observar cómo dos países indudablemente grandes y complejos, como
lo son México y Brasil y que se definen como "federales", tienen tan distintas estruc-
turas fiscales a nivel intergubernamental. En el Brasil los Estados tienen como recur-
sos propios cerca del 10% del PIB mientras que en México la cifra correspondiente es
inferior a 1% del PIB.
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G. EL CASO DE ARGENTINA

En forma similar al caso de México, Argentina ofrece otro ejemplo de cuan costoso, en
términos sociales y de equidad, y seguramente de la integración económica, pueden
ser las crisis macroeconómicas causadas por excesivo gasto fiscal y sobreendeu-
damiento. A fines de la pasada década Argentina vio desplomarse gran parte de las
ganancias que había logrado en términos de crecimiento y de avances sociales. La
implicación de política de esta experiencia es que una estabilidad macroeconómica
anclada en una sólida posición fiscal es una de las mejores formas de asegurar la
sostenibilidad de los procesos de integración económica regional.   

El Cuadro No. 13 muestra las participaciones de cada nivel de gobierno en la gene-
ración de ingresos tributarios propios. Se aprecia que entre 1993 y 1997 el nivel
municipal generó un porcentaje muy bajo, en comparación con otros países de la
región, y que no creció por encima del 0.07% del PIB. El nivel estatal mantuvo una
"participación" del 3.72% del PIB. Por último, el nivel nacional vio descender su nivel
de recaudo tributario. Pasó del 18.26% del PIB en 1993 a 17.13% en 1997.

El resumen de un posible renacimiento fiscal a nivel subnacional en América Latina
aparece en el Cuadro No. 14. Se aprecia que en casi todos estos países la participación
fiscal del nivel subnacional está subiendo dentro del total y como porcentaje del PIB.
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H. THE TAX ASSIGNMENT PROBLEM

El proceso de crecimiento fiscal a nivel subnacional es un buen augurio para avanzar
en la "solución" del llamado "tax assignment problem."27 Este consiste en hallar "corres-
pondencia" entre aquellos gastos que es más eficiente que se hagan en una determi-
nada jurisdicción "descentralizada" y los ingresos tributarios o tarifas que es factible
recaudar en esa misma jurisdicción. El óptimo teórico es que cada jurisdicción recaude
lo que sea necesario para atender sus responsabilidades y lo que sus ciudadanos
demanden o quieran "comprar" con contribuciones tributarias (Courchene, Martínez-
Vesquez, McLure y Webb, 2000, p. 94). Pero este es apenas un principio guía que casi
nunca se da en la realidad pues hay grandes "desequilibrios verticales" y, en la prácti-
ca, como dice Tanzi Vito (1995, p. 311), a las jurisdicciones locales se les "asigna" unas
transferencias para completar sus recursos propios. 

En la medida en que los niveles subnacionales tienen más recursos tributarios propios
(Cuadro No. 14) es probable que el "desequilibrio vertical" se esté reduciendo y que el "tax
assignment problem" deje de ser tan abrumador. Más allá del "tax assigment problem"
la importancia de que haya un crecimiento relativo de la tributación subnacional, en
particular de la municipal, difícilmente se puede exagerar. Después de todo, es lo que
más contribuye al desarrollo institucional sostenible a nivel local (Wiesner E. 2003).

I. RESUMEN Y CONCLUSIONES 

El proceso de descentralización que, en general, siguió la región hasta fines de los 90’s
no fue particularmente afortunado. En general parece haber generado pocas de  las
ganancias potenciales de la descentralización y sí contribuyó a desestabilizar el mane-
jo de las variables macroeconómicas al generar déficits fiscales "adicionales". Esta
mayor volatilidad macroeconómica tampoco contribuyó a fortalecer los procesos de
integración económica regional e hizo mucho más difícil la coordinación de políticas
financieras y cambiarias entre los países que buscaban desarrollar mercados
regionales y subregionales. En ocasiones, algunos países llegaron a contemplar subir
los aranceles como un paliativo para reducir los déficits fiscales.  Y este es un riesgo
que nunca desaparece del todo. 

III. LOS PROCESOS DE INTEGRACION Y APERTURA COMERCIAL 

Como parte de las reformas que adoptó América Latina después de la crisis de los 80’s
estuvo un proceso de apertura comercial así como la adopción de acuerdos de inte-
gración económica regional e interregional. Una de las expresiones más claras de la direc-
ción de estas reformas fue la de una muy sustancial reducción de los aranceles. Entre
mediados de los 80’s y los 90’s los aranceles promedios bajaron del 40% a 12% (IPES,
2002, p. 29). Uno de los resultados de este proceso fue el aumento del comercio subre-
gional, aunque también lo hizo, pero en menor escala, el interregional. En los 90’s ésta
fue la dinámica del comercio en la región. La excepción fueron Chile y Brasil que dieron
especial prioridad al comercio interregional dentro del contexto de la globalización.

Más recientemente ha surgido lo que el BID (IPES, 2002, p. 27) llama "Un Nuevo
Regionalismo"28 que envuelve no solamente ir más allá de la integración económica



regional sino profundizar los procesos interregionales (Norte – Sur) y utilizar la aper-
tura comercial (incluyendo la unilateral) como instrumento de reforma al interior de
los países. Según Rodrik Dani (2002), "Viewing trade reform as institutional reform
helps clarify the criteria by which trade reform should be evaluated. My main argu-
ment that the relevant criterion is neither openness to trade nor consistency with
existing WTO rules."29 Más específicamente el "Nuevo Regionalismo" comprendería: 

(i) Lograr transformaciones económicas de largo plazo en los mercados inter-
nos de los países y en sus marcos de políticas con el fin de lograr ganan-
cias sostenibles en competitividad.

(ii) Avanzar en acuerdos políticos que podrían incluir "monedas regionales"
para así lograr una más efectiva convergencia macroeconómica. 

(iii) Atraer inversión extranjera directa y transferencia tecnológica.

Dentro del contexto de este documento y de la dimensión de la descentralización el
"Nuevo Regionalismo" es análogo a un proceso de descentralización regional en el cual
se buscan ganancias en eficiencia y en bienestar. Y hacerlo siguiendo los mismos prin-
cipios analíticos que guían tales procesos al nivel del interior en un país. Pero el
desafío es mucho más complejo. Después de todo, aunque al nivel interno de un país
se presentan los problemas ya mencionados atrás, en un plano más amplio (i.e. entre
países), las restricciones macroeconómicas y políticas son mucho más severas. 

En todo caso, el esquema bajo consideración, en particular la idea de utilizar el comer-
cio exterior como el catalizador de reformas de los mercados internos, merece especial
atención. Un artículo reciente de Rodrik y Rodríguez (2000)30 argumenta que, en gene-
ral, el "proteccionismo" tiende a estar acompañado, o ser el resultado, de fallas en otras
políticas tales como debilidades institucionales, la volatilidad macroeconómica y las
restricciones cambiarias. Este "hallazgo" empírico no parece sorprendente. Después de
todo, el "proteccionismo" externo difícilmente podría dejar de ser el espejo de las múlti-
ples formas de "proteccionismo interno" que caracterizan a muchos países en la región.

LA COORDINACION MACROECONOMICA SISTEMICA

La búsqueda de una "apertura" más profunda hacia el exterior así como hacia el inte-
rior plantea, en el primer caso, la incertidumbre de un entorno sistémico que no da,
del todo, garantías de estabilidad o de acceso. Como bien lo observa el Banco Mundial
(2002, p.4) "Por tercera vez en los últimos 20 años el crecimiento de los países indus-
trializados cayó por debajo del 1% en el 2001".31 Hubo, además, dos agravantes.
Primero, la caída en los términos de intercambio, equivalente a 0.2% del PIB de la
región en el 2001. Segundo, la contracción financiera y de crédito en los mercados de
capital. Dentro de este entorno la economía de la región sólo creció en un 0.9% en el
2001 en comparación con 2.9% en el 2000 y sus exportaciones cayeron de un 12% en
el 2000 a tan sólo 2%  en el 2001.

Un entorno macroeconómico inestable a nivel sistémico afecta tanto los procesos de
integración económica como los de descentralización al interior de los países. Lo hace
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reduciendo súbitamente las tasas de crecimiento a nivel nacional y poniendo presión
sobre sus sistemas fiscales y cambiarios. En el caso de los procesos de descentra-
lización, donde prevalecen sistemas rígidos de transferencias, resulta muy difícil
reducir el gasto público y seguir políticas anticíclicas32 ya que el nivel del gasto sub-
nacional se mantiene constante aun bajo un ciclo recesivo que podría requerir correcciones
fiscales. 33

Por esto, con razón, la CEPAL considera que "la estabilidad macroeconómica y
financiera internacional es un bien público global con externalidades positivas que
benefician a todos los participantes en los mercados internacionales".34 Por ello corres-
ponde a las instituciones multilaterales fortalecer una arquitectura35 más favorable a
la estabilidad sistémica. 

Sin duda esta es una recomendación razonable. Pero a nivel de los países en desarrollo
y dados los altos costos en que ellos incurren mientras un "mejor" entorno sistémico se
consolida, la política más prudente a seguir es una basada en la frugalidad fiscal.
Aunque el "contagio"36 internacional puede propagarse por fallas en la arquitectura
sistémica y en los mercados financieros internacionales, la mejor "defensa" contra este
riesgo sistémico es consolidar una posición fiscal muy sólida.37 Esto es lo que ha hecho
Chile. Y es el país más integrado al comercio mundial y el que más altas tasas de creci-
miento económico ha tenido en promedio en los últimos 20 años en América Latina.38

En breve, el incurrir en déficits fiscales por períodos largos de tiempo es claramente
algo que va en contra de los intereses de América Latina. Los países que  "viven" bajo
una tendencia fiscal deficitaria terminan pagando muy altos costos en términos de la
inestabilidad de su crecimiento, de su empleo y de su desarrollo social y político.
Frente al ciclo económico siempre se puede hacer más si se parte de una posición de
superávit fiscal que de una de déficit. Por último, mientras el conocimiento sobre cómo
"manejar" las variables macroeconómicas sea precario39 lo prudente es mantener el
"orden en la propia casa" para así enfrentar  mejor el "orden" o "desorden sistémico".

Frente a este entorno sistémico "qué hacer?". Deberían los países de América Latina
concentrarse más bien en acuerdos regionales, en particular en acuerdos con países
vecinos,40 en lugar de buscar acuerdos más globales? Roberto Lavagna (2002)
responde este interrogante diciendo que no hay incompatibilidad en seguir las dos
rutas. Pero advierte que lo que sí hay que evitar es tener negociaciones desordenadas
y sin prioridades y objetivos claros.41

LA DIMENSION FISCAL DE LA INTEGRACION Y DE LA DESCEN-
TRALIZACION

El impacto fiscal de reducir tarifas arancelarias depende de su nivel inicial, de su
cobertura y de qué tanto ellas son reducidas. El impacto neto va a depender de la elas-
ticidad de la demanda por importaciones así como del efecto de unas eventuales
exportaciones adicionales derivadas de las ganancias de eficiencia de una economía
más abierta. De otra parte, y como lo señalan Ebrill, Stolsky y Gropp (2002, p.25), en
algunos casos la apertura y la reducción de tarifas podrían generar ingresos fiscales
adicionales al eliminar los incentivos a la evasión.



En cuanto a los procesos de descentralización el impacto fiscal negativo surge princi-
palmente de los procesos que no son fiscalmente neutros tal como la teoría detrás de
la descentralización lo recomienda. De otra parte, hay numerosas modalidades sui
generis en descentralización que generan desequilibrio fiscal. Las transferencias sub-
repticias y los "bail-outs" de préstamos o de los sectores subnacionales, son ejemplos
de mayores costos fiscales que surgen de esquemas de descentralización no articula-
dos para cumplir la restricción fiscal. 

En el caso de la experiencia de América Latina en particular entre los 80’s y fines de los
90’s ambos procesos, la descentralización y la apertura comercial, contribuyeron a debi-
litar la situación fiscal global. Esto no tenía que resultar así. En particular en el caso de
la descentralización el impacto fiscal habría podido ser muy inferior a lo que fue.

IV. LA COORDINACION MACROECONOMICA REGIONAL: EL CASO
DE LA COMUNIDAD ANDINA (CAN)

En grandes líneas habría dos enfoques para fortalecer un proceso de integración
económica regional. El primero, bastante utilizado en América Latina, consiste en ir
creando "mini-mercados" comunes con variaciones que van desde aranceles compar-
tidos hasta áreas de libre comercio. El segundo, un esquema, aún incipiente en la
región, dentro del cual se busca llegar a la integración por la ruta de los procesos que
resultan de la convergencia macroeconómica, monetaria y cambiaria. Bajo este esque-
ma la integración es más el resultado autónomo de las fuerzas del mercado que del
diseño y de intervenciones negociadas entre países.42

En la práctica, América Latina ha tratado de seguir un enfoque mixto tratando de
negociar, de una parte, "acuerdos" y de proteger "intereses" y, de otra, lograr conver-
gencia macroeconómica.  El resultado de este enfoque es también mixto. La experien-
cia de los últimos 10-15 años sugiere que los países, en general, no han podido con-
solidar la estabilidad macroeconómica de largo plazo y tampoco han logrado generar
"nuevo" comercio e integración en volúmenes significativos. Los problemas de tipo fis-
cal conspiran contra la estabilidad macroeconómica y las dificultades para "negociar"
sin afectar "intereses" de corto plazo, hacen muy difícil que los acuerdos de inte-
gración en realidad transformen las estructuras internas de producción. 

El contexto dentro del cual está trabajando la CAN es particularmente difícil pues
ocurre en medio de una rápida desaceleración del crecimiento económico en América
Latina. En efecto, de un crecimiento del 3.8% en el 2000, se pasó a uno del 0.9% en el
200143 y para el 2002 será aproximadamente del 1.0%.  

En la actualidad el Acuerdo de la Comunidad Andina (CAN)44 continúa negociaciones con
la meta de crear un mercado común para el 2005. En el corto plazo se está trabajando
activamente en el diseño de un nuevo arancel externo común de cuatro niveles que
entraría en vigencia en el 2003. El actual Arancel Externo Común tiene una tasa promedio
"nominal" del 13.6% pero, en la práctica, el nivel efectivo de protección es muy superior.

Siendo uno de los Acuerdos de mayor tradición – fue firmado en Cartagena en 1969 –
y con un marco institucional bastante desarrollado, la coordinación macroeconómica
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ocupa un lugar central en sus procesos de negociación.45 Sin embargo, los problemas
"clásicos" de coordinación macroeconómica se han convertido en un gran desafío.
Como dice el BID (IPES 2002, p. 9) "Los progresos en esta área han sido modestos". En
esencia hay tres tipos de problemas que afectan en general a todos los acuerdos: 

(i) Débil demanda efectiva por coordinación macroeconómica.

(ii) Limitaciones en los mecanismos institucionales para adoptar decisiones colec-
tivas que reflejen los intereses de las partes.

(iii) El peligro del "contagio" inmediato con países vecinos.

Quizás el problema más difícil se origina en la falta de una fuerte demanda por una
efectiva coordinación macroeconómica entre los países. Detrás de esta situación está
el hecho de que no es claro cómo identificar la distribución de las ganancias46 de la
coordinación. Al respecto observa el Banco Interamericano:

"El riesgo de pérdidas individuales ante la adopción de una estrategia cooperati-
va que no sea acompañada por los otros participantes, lleva a las autoridades de
los distintos países a inclinarse por decisiones no cooperativas, cuyos resultados
terminan siendo negativos para todos (dilema del prisionero)."47

En un último análisis la demanda que hace falta no es tanto la que busca la coordi-
nación entre los países como la demanda interna y doméstica al interior de los países
por estabilidad macroeconómica. El "commons" que hay que proteger es el de la esta-
bilidad macroeconómica como un activo autónomo.48

En cuanto al segundo tipo de problemas, es claro que aún falta mucho para que los
países desarrollen del todo mecanismos institucionales49 sólidos y creíbles de decisión
colectiva que reflejen los intereses de las partes. Por el contrario, lo que parece existir
es un "problema de acción colectiva", donde los incentivos a nivel individual pueden
estar no alineados con los intereses colectivos del grupo.50

El "contagio" real o potencial entre los países vecinos (Brasil y Argentina, por ejemplo,
o Colombia y Venezuela) tiende a limitar la efectividad de sus acuerdos bilaterales así
como la de los acuerdos regionales. 

V. PRINCIPALES HALLAZGOS Y CONCLUSIONES

Durante la última década la región en general, exceptuando el caso de Chile, no
siguió una política macroeconómica y fiscal restrictiva. En casi todos los países el
gasto público total excedió los recursos disponibles y sostenibles generándose
déficits fiscales, creciente endeudamiento y crisis cambiarias. En breve, el contexto
macroeconómico fue inestable y volátil y no contribuyó a fortalecer los procesos
de descentralización ni los de integración económica regional.  

Tanto a nivel de la descentralización como de la integración económica los princi-
pales problemas parecen surgir, en una gran medida, del marco conceptual del cual

A. 

B. 



se parte. En ambos frentes, aunque con distintas intensidades, los respectivos
marcos de política tienden a ser más "intervenciones" para repartir recursos y
otorgar "protecciones" que para inducir "procesos" de mercado sobre la base de
incentivos que premien la eficiencia y la mayor competitividad. 

Los "modelos" de descentralización adoptados contribuyeron al desequilibrio fis-
cal nacional y subnacional y fortalecieron sistemas rígidos e inflexibles que afec-
taron adversamente el manejo económico en general. Sin embargo, los esquemas
de descentralización comienzan a cambiar y el desarrollo fiscal subnacional parece
marcar un nuevo rumbo.

Los principales mecanismos de transmisión entre la descentralización y la inesta-
bilidad macroeconómica son: (i) las crecientes transferencias del nivel nacional al
subnacional, (ii) el creciente gasto subnacional, (iii) la emergencia de déficits fis-
cales subnacionales, (iv) el "rescate" nacional del nivel subnacional. La resultante
inestabilidad macroeconómica se devuelve transmitiendo "correcciones" geren-
ciadas (managed adjustment) o impuestas desordenadamente por el mercado.
Esas "correcciones" afectan adversamente tanto a la descentralización como a la
integración económica. El factor común que desestabiliza ambos procesos son los
déficits fiscales. 

Los procesos de integración regional en América Latina han generado (i) conside-
rables rebajas en los aranceles promedio, (ii) aumentos en la importancia relativa
del comercio internacional y (iii) la búsqueda de acuerdos interregionales (Norte-
Sur). Todos estos son desarrollos positivos. Pero incompletos y aún subsisten los
problemas más difíciles. Dentro de éstos: (i) el asegurar un entorno macroeco-
nómico y fiscal estable, (ii) avanzar más con liberalización unilateral que bilateral
y (iii) fortalecer el marco institucional de las negociaciones comerciales. 

Si bien la "coordinación macroeconómica" hace parte integral de los procesos de
integración regional, la experiencia muestra que, en la práctica, ella enfrenta pro-
blemas de especial complejidad. Entre éstos se destacan dos. La dificultad para
identificar la verdadera demanda por coordinación. Así como para precisar la dis-
tribución de los costos por la falta de coordinación. En segundo lugar, la "coordi-
nación macroeconómica" parece residual dentro de las prioridades reales y urgen-
cias al interior de los gobiernos. Esa coordinación parece, a veces, que comienza
más con los resultados macroeconómicos ex post que con los procesos que ex ante
determinan esos resultados.    

C. 

D. 

E.

F.

La principal implicación de política es que mientras no haya un compromiso políti-
co real del más alto nivel para asegurar la estabilidad macroeconómica y fiscal,
tanto la integración económica regional como la descentralización al interior de
los países se verán afectadas adversamente. Y éstas, a su turno, por sus carac-
terísticas, afectarán adversamente la estabilidad macroeconómica. La restricción
fiscal es la condición necesaria, aunque no suficiente, para que el potencial de la

VI. IMPLICACIONES DE POLITICA Y RECOMENDACIONES

A. 
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descentralización interna y de la liberalización del comercio externo puedan con-
vertirse en fuentes estables de mayor crecimiento y empleo.

La "coordinación macroeconómica" debe subir de categoría en la agenda de las
discusiones públicas y llegar, en términos reales, a los Ministerios de Hacienda y
Finanzas. La ruta para fortalecer la integración económica regional y la apertura
comercial en general debe ampliarse hacia acuerdos formales del más alto nivel
político, por ejemplo, las uniones monetarias.51 De esta manera se llegará a la regla
macroeconómica máxima y desde ésta – y dentro de ella – será menos difícil el
aprovechar el comercio exterior y la globalización para crecer más rápido y en
forma sostenible. 

En el frente de las políticas de la descentralización se deben fortalecer los siguientes
cuatro principios: (i) el de neutralidad fiscal en toda devolución de recursos y compe-
tencias, (ii) las transferencias deben ser utilizadas como instrumentos de política
para fines tanto de eficiencia económica como redistributiva, (iii) se deben introducir
incentivos que premien los resultados que persiga la política y (iv) se requiere un
marco institucional que regule los mercados intergubernamentales y entre entidades
públicas. En líneas generales, los esquemas deben ser más "market-based" que inter-
venciones que excluyan la competencia y las evaluaciones independientes.

Los gobiernos deberán hacer más transparente el marco conceptual que regula las
negociaciones bilaterales y multilaterales y comprometer su voluntad política para
"vender" al interior de los países una cultura que premie más la competitividad
sostenible que la "protección" en el corto plazo.

Las entidades multilaterales pueden jugar un papel crucial apoyando procesos de
corrección macroeconómica y de reforma de los marcos conceptuales e institu-
cionales dentro de los cuales se desarrolla la apertura comercial y la integración
regional e interregional.

Ganancias en eficiencia se refieren, principalmente, a la transformación y opti-
mización de insumos en un resultado dado bajo una restricción de costos.

Ganancias en efectividad se refieren, principalmente, al logro de los resultados
últimos que se buscan con las políticas públicas que fuesen del caso.

El concepto de "local" o de descentralización es relativo a una nación o a un con-
junto de naciones. 

Sobre el tema de la interacción entre desarrollo subnacional e integración inter-
nacional ver Capítulo V en Courchene, Thomas J. (2002), "Federalism and the New
Economic Order: A Citizen and Process Perspective", Forum of Federations
Conference, Federalism in MERCOSUR: The Challenge of Regional Integration.
Porto Alegre, Brazil, Junio 21,27, 2002.  

B. 

C. 

D. 

E. 

NOTAS

1. 

2. 

3. 

4. 



No es coincidencia que el Tratado de Maastricht incluye como condición para el
acceso a la Unión Europea el principio de la subsidariedad y la adopción de políti-
cas para fortalecer la descentralización. Ver Oates Wallace (1999), "An Essay on
Fiscal Federalism", Journal of Economic Literature, Septiembre, page 1122. 

Así como los contribuyentes "votarían con los pies" yendo a escoger aquellos sitios
donde es mejor la provisión de bienes públicos, así también la inversión extranje-
ra -como parte integral de la integración económica regional- buscaría ubicarse
(i.e. descentralizarse), donde su potencial de eficiencia fuese mayor. Ver Tiebout C.
(1956), "A Pure Theory of Local Expenditures". Journal of Political Economy,
Octubre. Aunque en los últimos años ha surgido creciente literatura cuestionando
el modelo de Tiebout, por ejemplo, Inman and Rubinfeld (1997), Boadway (2001)
su idea central sobre revelación de preferencias sobre bienes públicos sigue sien-
do un hito conceptual.

Por lo general, para efectos de reformar políticas públicas es preferible seguir un
enfoque basado más en las restricciones que impiden el logro de un objetivo dado
que en el "desideratum" intrínseco de ese objetivo.

Sobre el impacto de un acuerdo de integración económica regional CUFTA-NAFTA,
sobre la organización federal subnacional en Canadá ver Vaillencourt, Francois,
(2002), "The Impact of CUFTA-NAFTA on Canadian Federal Arrangements: Is there
Any?", Forum of Federations Conference, Federalism in MERCOSUR: The Challenge
of Regional Integration. Porto Alegre, Brazil, Junio 21,27, 2002.  

Sobre el tema de las consecuencias macroeconómicas de los marcos institucio-
nales ver Caballero J. Ricardo y Hammour L. Mohamad, (2000), "Institutions, Restruc-
turing, and Macroeconomic Performance", NBER, Working Paper, Series No. 7720.

Para un excelente examen de la volatilidad en América Latina, en particular en
Chile, Argentina, México, ver Caballero Ricardo (2001), Macroeconomic Volatility
in Reformed Latin America, Inter-American Development Bank, Washington D.C.  

Veliz, Claudio, (1980). En este excelente trabajo el autor señala que aun antes del
descubrimiento de América, ya existía en las culturas pre-colombinas una tradición
de centralismo. Esta se vio reforzada por las políticas seguidas por Castilla desde el
siglo XV. Ver su The Centralist Tradition in Latin America, Princeton University Press.

Para el caso de Colombia ver Wiesner Eduardo (1992), Colombia: Descentralización
y Federalismo Fiscal: Informe Final de la Misión para la Descentralización.
Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación. Ver también
su (1995), La Descentralización, el Gasto Social y la Gobernabilidad en Colombia,
Departamento Nacional de Planeación, Asociación Nacional de Instituciones
Financieras, ANIF.

Sobre los aspectos institucionales de la descentralización ver Wiesner Eduardo
(1997), "La Economía Neoinstitucional, la Descentralización y la Gobernabilidad
Local", Descentralización Fiscal en América Latina: Nuevos Desafíos y Agenda de
Trabajo, CEPAL/GTZ, página 225.
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Wiesner Eduardo (1997), "Evaluation, Markets and Institutions in the Reform
Agenda of Developing Countries", Evaluation for the 21st Century: A Handbook,
editors Eleanor Chelimsky and William R. Shadish, SAGE Publications, página 189.

Para el caso de Colombia ver Dillinger W. and Webb S. (1999), en el cual examinen
los "bail-outs" de Bogotá in 1991,  del Metro de Medellín a mediados de los 90’s.
Ver su "Decentralization and Fiscal Management in Colombia", World Bank, Policy
Research Working Paper No. 2122, May. For a more recent "bail-out" see Rentería,
Carolina, Echavarría, Juan José and Steiner, Roberto, (2002), "Decentralization and
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William and Webb Steven (1999), "Fiscal Management in Federal Democracies",
World Bank, Policy Research Working Paper No. 2121, Washington D.C.
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líneas generales. Ver Marcel, Mario, (1999), "Effectiveness of the State and
Development Lessons", Chile: Recent Policy Lessons and Emerging Challenges, edi-
ted by Perry Guillermo and Leipzinger Danny, World Bank Institute, page 296.  

En los Estados Unidos el nivel del gasto subnacional financiado con recursos pro-
pios aumentó de 8.5% del PIB a 10.3% entre 1980 a 1996. Durante el mismo perío-
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del PIB a 1.7%. Ver Donahue, John D., (1997), "Tiebout? Or Not Tiebout? The Market
Metaphor and America’s Devolution Debate", The Journal of Economic Perspec-
tives, Fall 1997, Vol. 11, No. 4, página 74. 

Proud’homme, Remmy and Shah, Anwar, (2002), argumentan que la descentra-
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variables críticas del desarrollo institucional, de la gobernabilidad local y de la
"accountability" de la jurisdicción que sea "local"? Ver su (2002), "Centralization vs
Decentralization: The Devil is in the Details", International Conference: Fiscal
Federalism in MERCOSUR: The Challenges of Regional Integration, Porto Alegre,
Brazil, Junio 26,27, 2002.  
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Descentralización y Federalismo Fiscal: Informe Final de la Misión para la
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ción, DNP, Bogotá, Colombia.

Algunos expertos podrían observar que es más bien un país "bi-centralista" donde
Quito y Guayaquil son dos niveles municipales con dimensión nacional. Al respec-
to ver Wiesner Eduardo (2000), Ecuador: La Descentralización, el Ajuste Fiscal y el
Desarrollo Municipal, Serie de Estudios Económicos y Sectoriales, Banco Intera-
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Regímenes tributarios especiales destinados a promover el desarrollo económico han
sido parte del panorama de América Latina por muchos años. En la mayoría de los
países, los regímenes especiales han producido resultados limitados, con un costo sus-
tancial al erario del Estado. Sin embargo, esos regímenes tributarios subsisten. Parte
de la explicación, sin duda, es la percepción que los regímenes especiales han pro-
movido la inversión en lugares como Costa Rica e Irlanda. Virtualmente todo país
busca inversión extranjera directa como medio de promover el desarrollo económico.

Hasta hace unos años, el debate sobre incentivos tributarios se enfocaba en las impli-
cancias de la política tributaria y, específicamente, en si la meta de desarrollo económi-
co justificaba el costo en ingresos de dichos incentivos. Un componente significativo de
este tema es si los incentivos tributarios realmente promovían el desarrollo económico;
dicho de otra manera, es imposible justificar incentivos que evidentemente tienen un
costo en ingresos al erario, si el desarrollo económico no es efectivo.

El costo al erario de los incentivos tributarios es, por lo menos hasta cierto grado,
mensurable. El efecto de regímenes especiales en el desarrollo económico es mucho
más difícil de medir. Esto es porque las decisiones de inversión están basadas en
muchos factores, de los cuales los incentivos tributarios son solo uno. Más aún, los
inversionistas no suelen responder francamente cuando se les pregunta si los incen-
tivos tributarios motivaron la decisión de invertir. El inversionista siempre querrá los
inventivos. Aun que los incentivos no jueguen un rol especial en la decisión de inver-
tir, el inversionista se beneficiará con el ahorro tributario. Es por ello que el inversio-
nista manifestará generalmente que el incentivo fue importante, creyendo que el
incentivo sea revocado si no es decisivo para su decisión de invertir.

Las consideraciones políticas también constituyen una parte importante de este debate.
Especialmente cuando un incentivo es otorgado a una región, los incentivos tributa-
rios se convierten en un asunto políticamente sensible. Las regiones a las que se les ha
otorgado incentivos desarrollan un sentimiento de merecimiento de los incentivos y
están firmemente en contra de la revocación del programa de incentivos sin recibir una
compensación que frecuentemente es totalmente desproporcionada al beneficio.

La globalización de la economía también tiene implicancias importantes en el debate
de incentivos tributarios. Dos acontecimientos trascendentes deben ser considerados.
Primero, los países de la región se han sometido al concepto de libre comercio en las
Américas (identificado en adelante con la abreviación “ALCA”, “Área de Libre Comercio
de las Américas”). Segundo, todos los miembros de la región andina se han convertido
en miembros del Acuerdo General de Comercio y Tarifas (“GATT”) y la Organización
Mundial de Comercio (“OMC”). La gama de incentivos tributarios que se ofrecen en la
región presenta varios potenciales problemas en el contexto del comercio interna-
cional. Más aún, algunos encajan en la definición de “subvención” del GATT/OMC, y
dichas subvenciones o están actualmente prohibidas o deben ser progresivamente
eliminadas de acuerdo con las obligaciones de los países miembros.

REGIMENES TRIBUTARIOS ESPECIALES EN LA REGION ANDINA:
IMPLICANCIAS DE POLITICAS DE COMERCIO Y TRIBUTARIAS PARA
LA INTEGRACION REGIONAL



Este trabajo discutirá en primer lugar la cuestión de política tributaria, incluyendo las
implicancias para la inversión extranjera, temas relacionados que posiblemente se pre-
senten dentro del contexto del ALCA, y un resumen de consideraciones de de política
tributaria sobre los incentivos tributarios.

Unos pocos principios guían la discusión. En cuanto a la primera parte, hay amplia evi-
dencia que los incentivos tributarios están en un lugar inferior en la lista de condi-
ciones que motivan a los inversionistas a instalarse en un determinado país; es menos
importante que temas como la calidad de los obreros, infraestructura, estabilidad legal
y profesionalismo del poder judicial. Es interesante notar que los incentivos tributa-
rios están considerados en el mismo nivel que los convenios para evitar la doble tribu-
tación. Pero el factor más importante en la selección de la localización de la inversión
es el tamaño del mercado interno de un país; es decir, lo que vincula directamente el
comercio con la inversión es el factor más importante en la selección.

Dicha discusión será seguida por las obligaciones impuestas a los países miembros del
OMC en el área de subvenciones. Es importante para los países miembros comprender
sus obligaciones como miembros de OMC, así como las potenciales sanciones por
haber utilizado subvenciones prohibidas o recurribles, especialmente cuando dichos
países formulan su política tributaria.

Finalmente, el documento incluye un análisis breve de los actuales incentivos tribu-
tarios en la región.

I: Las Implicancias Tributarias del ALCA

Los dos principales componentes de las relaciones económicas internacionales son el
comercio y la inversión. El comercio involucra la transferencia de mercadería para su
utilización en otro país, generalmente a través de una venta. El vendedor puede tener
contacto limitado con el país del comprador, y generalmente no está comprometido en
el uso subsiguiente que se le da a la materia vendida. La inversión comprende el
establecimiento de algún tipo de presencia en el otro país y la intención de generar
ganancias a través de actividad económica en el otro país.

Tanto el comercio como la inversión están regulados por el gobierno, y ambos presen-
tan oportunidades de ingreso para el gobierno. El comercio está asociado con tarifas
de aduana, y en casos raros, con tarifas de exportación. La inversión es gravada con el
Impuesto a la Renta. Salvo que el comercio o la inversión estén exoneradas de
impuestos, más actividad representa más ingresos para el gobierno. Pero los dos son
muy diferentes en otros aspectos: aumento de las exportaciones representa divisas y
salud económica; las importaciones benefician a los consumidores e importadores de
bienes de capital, pero representa una pérdida de divisas y puede representar una
amenaza a la industria nacional.

Como resultado, los países con frecuencia ven la liberalización del comercio como el pre-
cio a pagar por tener acceso a otros mercados, y admiten el acceso al mercado como
parte del paquete. Ninguna reciprocidad parecida se requiere en el caso de la inversión
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extranjera. La inversión extranjera es buscada activamente por la mayoría de los países,
desarrollados y en vías de desarrollo, y no es esencial negociar con otros gobiernos.1

Sin embargo, la decisión de donde establecer una inversión está directamente afecta-
da por el libre comercio. Numerosos estudios identifican al mercado interno como el
factor más importante al momento de elegir un lugar para una inversión. Por ejem-
plo, un inversionista generalmente escogerá invertir en China y no en Costa Rica,
aunque el régimen de inversiones de Costa Rica sea más favorable que el de China en
todo respecto.

El libre comercio cambia dramáticamente esta ecuación. En el ejemplo anterior, supon-
gamos que China y Costa Rica forman un área de libre comercio. En la práctica China
se convierte en parte del mercado interno de Costa Rica. Aunque factores como el
transporte siempre serán importantes, como lo son en cualquier país grande, un factor
importante a favor de China ha sido eliminado.

A nivel comercial, hay varias situaciones donde el comercio y la inversión están
estrechamente entrelazados. Por ejemplo, una compañía puede tener una subsidiaria
en otro país que se dedica exclusivamente a la actividad de vender productos manu-
facturados por la compañía principal. La transferencia de productos de una casa
matriz a su subsidiaria está regulada por el campo de comercio internacional. Pero una
vez que los productos han sido adquiridos por la subsidiaria, toda ganancia atribuible
a la actividad de la subsidiaria está sujeta al Impuesto a la Renta. En este caso la dis-
tinción entre comercio e inversión puede distinguirse claramente, aunque el mismo
grupo económico esté envuelto, como lo es la misma mercadería.

Pero la distinción es menos clara en otras situaciones comunes. Por ejemplo, una com-
pañía puede importar artículos, no para revender sino para utilizarlos en un proceso
de producción (bienes capitales); alternativamente, un artículo puede ser importado
para ser incorporado a un producto final (un insumo). En ambos casos, es posible que
la inversión sea exportada en parte o en su totalidad. En esos casos, las tarifas de adua-
nas pueden perjudicar los ingresos del inversionista, lo que a su vez puede perjudicar
las exportaciones del país.

Ya es práctica común en algunas industrias (automóviles, por ejemplo) que el proceso
de producción sea una cuidadosamente orquestada unión de partes producidas en va-
rios países diferentes, ya sea usando bienes de capital que se originaron en un país dis-
tinto al que es utilizado, ya sea produciendo un artículo que será exportado. Debemos
admitir que esta forma de producción depende de tarifas muy bajas. También se
reconocerá que esta forma de producción es escogida para alcanzar mayor eficiencia y
ganancia. Esto a su vez afecta los ingresos y el Impuesto a la Renta del inversionista.

El nexo entre los dos campos es claro. Aún así, el comercio y la inversión son tratados
de modo separado. De hecho, los que formulan las políticas tributarias históricamente

Ver “Foreign Direct Investment: Overview and Current Status” (2002) by Martin B. Tittle y Reuven S.
Avi’Yonah para una discusión general de inversiones extranjeras directas.
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han protegido agresivamente el área del impuesto internacional de usurpación por
acuerdos de comercio.

La discusión anterior de subvenciones e incentivos tributarios muestra unas áreas
donde la distinción entre el comercio y el impuesto se ha desbaratado. Esta sección
discute las normas generales de tributación internacionales, así como varios aspectos
de tributación que pueden verse afectados por la implementación del ALCA,2 y el nexo
entre las zonas libres de impuestos.

Armonización

Dentro de un país soberano, no es difícil por lo general que el gobierno central impon-
ga un sistema tributario común en todo el territorio. No sólo lo contrario sería caó-
tico, sino también muy difícil que los contribuyentes lo cumplieran, y potencialmente
introduciría competencia para atraer inversiones entre regiones del mismo país. Por
tanto, los países generalmente tienen un sistema de tributación común, en el cual se
aplica la misma tasa  de impuesto a la renta en todo el país. Los inversionistas eligen
donde invertir basados en donde tienen más posibilidades de generar mayores ingre-
sos, no donde pagan menos impuestos. Los economistas consideran ésta la mejor
manera de colocar recursos.

Excepciones a esta regla existen, por supuesto, y las zonas francas presentan los proble-
mas señalados anteriormente - aunque los contribuyentes no se quejan de su acata-
miento ya que ellos no pagan impuestos en esas zonas; más bien, la carga de controlar
esas zonas cae en la administración tributaria. Generalmente, esta tarea es onerosa.

La uniformidad procurada a nivel nacional es también deseable a nivel internacional,
especialmente en el contexto de una zona de libre comercio. A falta de una zona de
libre comercio, las tarifas de aduanas tienden a disminuir la importancia de las dife-
rencias en tasas tributarias que podrían hacer un país más atractivo que otro para los
inversionistas. Y, por supuesto, el factor mayor del mercado interno pesa mucho en la
decisión del inversionista. Como mencionamos anteriormente, la creación de una zona
de libre comercio como ALCA reduce la importancia de estos dos factores en la elec-
ción de la ubicación de la inversión, ya que la eliminación de tarifas de aduana debería
llevar a los dos países a tener un solo mercado “interno”. En esta situación, las dife-
rencias entre sistemas tributarios se vuelve mucho más importante. La percepción que
un inversionista ha elegido un país y no otro dentro de la misma zona de libre comer-
cio a causa de una ventaja tributaria puede causar fricción, competencia y represalias. 
Esto se ve con frecuencia cuando hay diferencias dentro de un mismo país.

En el presente hay muy poca coordinación entre los países de América Latina en cuan-
to a política tributaria. Se observa una convergencia entre los sistemas tributarios de
la región,3 pero esto posiblemente se deba al deseo de ser competitivos y al hecho que

Para una discusión de acuerdos de comercio sub-regionales y su tratamiento en zonas francas, ver
Granados, “Zonas francas y otros regímenes especiales en un contexto de negociaciones comerciales mul-
tilaterales y regionales.”  
Ver Barreix, “ Cambios en el Contexto Internacional y sus Efectos en la Tributación de América Latina y el
Caribe.” 

2

3



118
119

con frecuencia reciben consejo de las mismas entidades.4 Es por ello que encontramos
una variedad de sistemas tributarios que con frecuencia son muy diferentes entre
ellos, a pesar de historias legales comunes.

Además, las políticas tributarias con frecuencia son formuladas con muy poca contribu-
ción de expertos en el área de inversión extranjera. Y cuando expertos en tributación in-
ternacional participan, generalmente están enfocados en los asuntos de recaudaciones
del gobierno, y no en los intereses de los inversionistas. Ademas, esos expertos unánime-
mente se oponen a los incentivos tributarios, y por eso los gobiernos terminan dise-
ñando los incentivos sin la ayuda de esos expertos. Comprensiblemente, esto ha resulta-
do en incentivos diseñados a atraer inversión que con frecuencia distorsionan las deci-
siones de inversión y causan considerable pérdida de recaudaciones, con poco costo agre-
gado en la inversión total. Y es bien reconocido que muchos países de América Latina
están perjudicados por legislaturas que cambian constantemente las leyes. Es amplia-
mente reconocido que temas como la estabilidad legal y un poder judicial confiable son
más importantes para el inversionista que los incentivos tributarios.

A nivel internacional, la uniformidad o la aproximación a la uniformidad sólo puede
ser alcanzada con la armonización. Sin embargo, la armonización de leyes involucra
necesariamente limitaciones de soberanía. Los países que ingresan a un acuerdo de
libre comercio ya están renunciando en alguna medida a su soberanía, y la pregunta
es cuán lejos están dispuestos a llegar. Un área en la que la Unión Europea ha tenido
éxito en alcanzar un grado de concertación es el área del Impuesto de Valor Agregado.
Pero en la misma Unión Europea, el tema de concertar el sistema de Impuesto a la
Renta y tasas ha resultado ser mucho mas difícil. Parte del problema, sin duda, ha sido
que los miembros de la Unión Europea llegaron a ese acuerdo en el entendimiento que
el IVA sería concertado, con exportaciones calificadas cero (i.e., un sistema basado en
destino) hasta que una regla basada en el origen fuera adoptada colectivamente. Pero
el Impuesto a la Renta parece ser más sensible, quizás por la naturaleza progresiva del
Impuesto a la Renta involucra necesariamente decisiones en cuanto al rol del estado
y la financiación de las actividades del estado, a las cuales los países miembros son
renuentes a renunciar su soberanía a entidades supra-nacionales.

Una opción para los países de la región andina a considerar, que respetaría la sobe-
ranía pero se acercaría a la concertación sería la adopción de un Código Modelo de
Inversiones, que incluiría leyes tributarias que los miembros del Pacto estarían libres
de adoptar en su totalidad o en parte. Dicho Código Modelo podría ser redactado por
expertos que están familiarizados tanto con los intereses de los inversionistas extran-
jeros como con la necesidad de rentas de los gobiernos.

Convenios Tributarios

Convenios Internacionales para Evitar la Doble Tributación (en adelante, “convenios tri-
butarios”) han sido parte del panorama económico internacional por cerca de un siglo.

Las entidades que proporcionan la mayoría del asesoramiento a los países de América Latina son el Fondo
Monetario Internacional (IMF), Centro Inter-Americano para Administración Tributaria (CIAT) y el Banco
Interamericano de Desarrollo (BID) y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE),
para asuntos internacionales.
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El movimiento hacia el libre comercio es mucho más reciente. Es interesante, entonces,
que aún se vean como innecesarios, y hasta desfavorables, por un número significati-
vo de países, especialmente en América Latina. La relación entre libre comercio y con-
venios tributarios amerita mayor discusión.

Parte de la discusión en cuanto a convenios tributarios es que representan diferentes
cosas a diferentes países. Mientras todos los países desean eliminar la “doble tribu-
tación”, hay diferencias en lo que constituye la “doble tributación”. Por ejemplo,
Estados Unidos no se preocupa por la doble tributación inherente de imponer con-
tribuciones a los dividendos pagados de la utilidad previamente gravada. Muchos paí-
ses de América Latina, por contraste, gravarán los dividendos recibidos de subsidiarias
que operan en otros países sin considerar el impuesto ya pagado en el país de fuente,
algo que los Estados Unidos no hace.

Los términos de los convenios tributarios son recíprocos, y se espera que el efecto tri-
butario de los convenios sea recíproco en la medida que el flujo de inversiones sea
recíproco. Países con niveles similares de desarrollo tendrán un flujo recíproco. Así no
es sorprendente que los países desarrollados casi no tienen dificultad en llegar a un
acuerdo sobre convenios tributarios. Ni es sorprendente que dos países en vía de
desarrollo lleguen a un acuerdo, pero el nivel de actividad comercial entre los dos paí-
ses puede no ser suficiente como para que tengan interés en crear un convenio. Pero
negociaciones entre países desarrollados y países en vía de desarrollo con frecuencia
fracasan a causa del efecto no-recíproco de los términos recíprocos de los convenios.

Otro obstáculo a los convenios tributarios entre países desarrollados y América Latina
es el énfasis histórico en la tributación basada en la fuente de América Latina, aplica-
da en la forma del sistema territorial. Aunque todas las principales economías en
América Latina se han cambiado a un sistema de “renta de fuente mundial”, donde los
residentes son gravados por sus ingresos mundiales, muchas características del sis-
tema territorial aún subsisten, y con seguridad prevalece una mentalidad basada en la
fuente. Los Estados Unidos y la mayoría de los países europeos, por contraste, siempre
han visto al sistema de fuente mundial como el sistema correcto.

Los países desarrollados son generalmente firmes en su decisión de gravar los ingre-
sos en el país de residencia. Esos países quieren que sus compañías inviertan en el
extranjero cuando es más eficiente hacerlo; sin embargo, los gobiernos de los países
desarrollados también ven esa inversión extranjera como una exportación de capital
que podría ser invertida en el país de residencia de esas compañías. Esta insistencia de
gravar en el país de residencia no debilita el hecho que los países desarrollados nunca
han cuestionado el derecho primario del país de fuente a gravar los ingresos. Esto nos
lleva al problema práctico: los países en vía de desarrollo quieren gravar sin límite en
el país de fuente, mientras que los países desarrollados (exportadores de capital) con-
sideran que una reducción de la tributación en la fuente es justificada. Se debe notar,
sin embargo, que los países desarrollados generalmente buscan la eliminación de tri-
butos en la fuente sólo por razones técnicas o prácticas, y no porque dudan del dere-
cho primario de tributación en la fuente.

Como se señala arriba, no es tan difícil que los países con niveles similares de desa-
rrollo lleguen a un acuerdo en el tratamiento tributario, y no es raro que los países
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andinos hayan llegado a un acuerdo. El Pacto Andino es inusual en que ha combinado
un convenio regional de tributación con un bloque comercial. Uno observa que el
acuerdo tributario ha sido de uso limitado. Han habido problemas estrictamente téc-
nicos con el Convenio Tributario Modelo del Pacto Andino, comenzando con el hecho
que el Convenio Modelo adopta el concepto de la tributación exclusiva en la fuente
como remedio a la doble tributación. Pero en los últimos veinte años, varios miembros
del Pacto han adoptado un sistema de tributación de fuente mundial. Por tanto, el
Convenio Andino no evolucionó con la evolución de sus propios miembros.

Pero el componente de comercio debe ser analizado, ya que ilustra la conexión entre
ALCA y los tratados de tributación.5 Como se ha mencionado, la inversión depende del
tamaño del mercado, y la expansión del mercado “interno” de un país a través de un
acuerdo de comercio tiene el potencial de mayor inversión. Es probable que el lento
proceso de eliminar las barreras tributarias dentro del Pacto Andino ha demorado las
inversiones, tanto de capital desde dentro como fuera del Pacto, que buscarían bene-
ficiarse del mercado mayor.6 ALCA crearía un mercado mucho mayor que el mercado
del Pacto Andino. La cuestión, entonces, es si los países de America Latina están
preparados para explotar las oportunidades de atraer inversión en ausencia de un
tratado tributario con los Estados Unidos.

Finalmente, debe observarse que un convenio tributario entre países desarrollados y
países en vía de desarrollo no es sólo de interés para los dos gobiernos; un convenio es
de gran interés para los contribuyentes, y especialmente para inversionistas con activi-
dades en ambos países. La importancia que los inversionistas le dan a los convenios va
más allá del alcance de este documento, pero es justo concluir que los inversionistas
consideran que un convenio tributario hace a un país más atractivo como lugar de
inversión. De hecho, mucha actividad relacionada con convenios tributarios en la últi-
ma década ha sido motivada por el deseo de los países en vía de desarrollo de conver-
tirse en más atractivos a la inversión extranjera y no al valor inherente de un convenio.

Política Tributaria y Zonas Francas

Es importante revisar las principales consideraciones de política tributaria relacio-
nadas con las Zonas Francas. Los temas de importancia para los inversionistas serán
considerados primero, seguidos de una revisión de los intereses de los forjadores de la
política tributaria del gobierno.

Los ahorros en impuestos que ofrecen las zonas francas son atractivos a las compañías
que pueden generar ingresos a través de sus operaciones en esas zonas. Pero este
ahorro puede ser temporal si la situación tributaria global de la compañía es consi-
derada. Este tema surge del hecho que la mayoría de los inversionistas son de países
que gravan a sus residentes con una base mundial, y regímenes tributarios especiales,
generalmente conocidos como “Corporaciones Extranjeras Controladas”, dominan.

Por muchos años había la percepción que, en el caso de los Estados Unidos, un convenio tributario debía
venir antes que el libre comercio, como ocurrió en el caso de México. Después de todo, los Estados Unidos
tiene convenios tributarios con más de setenta países, y libre comercio con sólo unos pocos. Pero el caso
reciente de Chile sugiere que un convenio tributario no necesita anteceder al libre comercio.
Entendiendo, por supuesto, que muchos otros factores afectan la decisión de invertir.

5
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La tributación de una compañía a nivel mundial es ahora familiar a los oficiales tribu-
tarios de América Latina; como mencionamos, muchos países ahora gravan los ingre-
sos mundiales de sus residentes. En términos generales, el ingreso mundial del resi-
dente está sujeto a las tasas impositivas ordinarias en el país de residencia, y se cal-
cula un impuesto tentativo. Esta obligación tributaria tentativa se reduce, a veces
hasta cero, por el Impuesto a la Renta pagado con respecto a ingresos de fuente
extranjera.

La situación se complica en situaciones cuando el residente es una corporación que
opera en otros países a través de entidades legales separadas (“subsidiarias”). La regla
general requiere que las rentas generadas por esas subsidiarias sean gravadas en el
país de residencia como si hubieran sido ganadas por la casa matriz, pero no hasta que
los ingresos hayan sido distribuidos a la casa matriz.7 Esta reducción del impuesto del
país de residencia es con más frecuencia obtenido a través del sistema “crédito por
impuesto pagado en el extranjero”, donde el impuesto extranjero pagado reduce la
obligación tributaria del país de residencia dólar a dólar.

En un caso simple, las rentas de una subsidiaria en una zona franca serían gravados
en el país de residencia cuando son distribuidos, y la casa matriz cargaría con todo el
peso del impuesto del país de residencia, porque no se pagó ningún impuesto extran-
jero que podría reducir ese impuesto (ningún impuesto extranjero pagado resulta en
ningún crédito). Esto elimina efectivamente los beneficios de una zona franca. Sin
embargo, como mencionamos arriba, este impuesto no es pagado hasta que los ingre-
sos sean distribuidos a la casa matriz. Con frecuencia la casa matriz ordenará a la sub-
sidiaria no distribuir los ingresos por cinco o diez años, a veces más. Los ingresos por
consiguiente no son gravados en el país de residencia por muchos años, creando así
un beneficio significativo para la compañía. Este beneficio se llama “aplazamiento”.8

Muchos países también tienen lo que se llama reglas “anti-aplazamiento” diseñadas a
reducir los abusos de las compañías que eligen no distribuir los ingresos a la casa
matriz para que no tengan que pagar impuestos. Aunque estas reglas varían conside-
rablemente, vale la pena notar los puntos principales de las reglas de Estados Unidos:
Los EE.UU. castigan a las compañías que no distribuyen los ingresos a los Estados
Unidos cuando es ingreso “pasivo” (i.e. ingresos como intereses, dividendos y regalías).
El castigo es gravar esos ingresos como si hubieran sido repatriados a los Estados
Unidos, lo que significa que serán gravados en los EE.UU. En efecto, una compañía de
EE.UU. puede operar en una zona franca y puede recibir años del beneficio de aplaza-
miento tributario.

Las preocupaciones de los gobiernos son muy diferentes. Considerando primero a los
países que ofrecen incentivos, hay la presión política de crear empleo o ayudar a las
regiones pobres del país sin gastar las rentas públicas. Una zona franca proporciona la
ilusión de un beneficio sin gasto fiscal. Pero la realidad es muy diferente. Aun en países

Hay un gran rango de reglas que rigen cuando la casa matriz tiene que reconocer la renta percibida por
sus subsidiarias, lo que se considera renta de fuente extranjera, y el método por eliminar la doble tribu-
tación.
Muchas veces se llama “diferimiento”, pero la OMC usa el término “aplazamiento”.

7 
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donde las zonas francas son consideradas un éxito, la pérdida de rentas públicas puede
ser inmensa. Controlar los abusos de las zonas requiere una atención desproporciona-
da de la administración tributaria.

Los gobiernos de países que exportan capital tienen grandes preocupaciones también.
Aun países ricos tienen desempleo y buscan más inversión. Cuando otros países com-
piten por esa inversión reduciendo o eliminando impuestos, los países que exportan
capital razonablemente ven esto como competencia “desleal”. Debe notarse que
algunos países, a diferencia de Estados Unidos, castigan a sus compañías por invertir
en lugares de baja tributación, gravando los ingresos inmediatamente, eliminando así
el beneficio del aplazamiento. Esta deslealtad percibida ha llevado a iniciativas como
el proyecto OCDE de controlar “competencia tributaria desleal”, y, por cierto, las reglas
OMC discutidas en este estudio.

Dos temas finales deben ser discutidos. Cualquiera sea el beneficio de las zonas fran-
cas, se debe notar primero que su intención es atraer inversiones de otro lugar. Con
mucha frecuencia el lugar de donde se retiran hubiera sido un uso más efectivo del
capital. Esta distorsión es anti-económica y tiene un impacto negativo en el creci-
miento económico mundial. Segundo, y en un nivel más práctico, ningún incentivo
tributario atraerá inversiones a una región donde una compañía no puede ganar
dinero. Cualquier inversionista escogerá con gusto pagar impuestos sobre un buen
flujo de renta neta en vez de perder dinero en una zona franca.

Análisis: Armonización, Convenios Tributarios e Incentivos Tributarios

A pesar de no ser el tipo ni grado de armonización discutida anteriormente, debemos
reconocer que los convenios tributarios claramente proveen armonización de los
temas relacionados con la inversión extranjera. Esto es cierto tanto para los inver-
sionistas como para los gobiernos. Para el gobierno, hay intercambio de información y
la posibilidad de trabajar con otra administración tributaria para controlar a los con-
tribuyentes con operaciones en ambos países. Desde la perspectiva del inversionista,
hay la garantía de eliminación de doble tributación internacional, existe la promesa
que las administraciones tributarias trabajarán juntos para resolver los problemas del
inversionista, ciertos impuestos en la fuente son limitados, etc. Y los convenios tribu-
tarios siguen un patrón que los asesores tributarios del inversionista reconocen. Esto
facilita la tarea de los analistas en el país de residencia del inversionista en su análi-
sis de una potencial inversión.

Además, los convenios tributarios representan estabilidad a los inversionistas. Los con-
venios normalmente no pueden ser modificados por leyes subsiguientes. Los convenios
son rara vez revocados y tienden a ser modificados por las partes sólo ocasionalmente.
Los inversionistas estarán por ello confiados en que las ventajas del convenio no van
a desaparecer. 

En resumen, la verdadera armonización de los sistemas del Impuesto a la Renta ocu-
rrirá sólo en el largo plazo, si es que ocurre. Sin embargo, un nivel útil de armonización
de los sistemas de Impuesto a la Renta ya está disponible en la modalidad de conve-
nios tributarios. Sería prudente que todos los países revisaran su política de convenios



tributarios, tanto dentro como fuera del Pacto Andino, para determinar si nuevos y
modernos convenios tributarios serían aconsejables.

Las zonas de libre comercio evidentemente plantean problemas al concepto de la armo-
nización. De hecho, una zona libre de impuestos desorganiza el tratamiento consistente
dentro de un país, antes de considerar a los socios comerciales. Dentro de un bloque de
comercio, dichas zonas crean el potencial para problemas. Mientras todos los miembros
del bloque esperan aumentar las inversiones con el establecimiento de un mercado más
grande, es razonable esperar que la competencia por las inversiones sea justa. Así como
una zona de libre comercio distorsiona la decisión natural de localización de una inver-
sión dentro de un país (dichas zonas son diseñadas para distorsionar esas decisiones,
sino, no habría razón para su existencia) y potencialmente distorsionará la decisión a
nivel internacional. Esta es la razón por la que los bloques comerciales con frecuencia
impiden o limitan los incentivos tributarios.9 Si se permiten zonas francas dentro de
una zona de libre comercio, pueden llevar a competencias y represalias.

Las zonas de libre comercio y otros incentivos tributarios no son necesariamente un
obstáculo a un convenio tributario. De hecho, algunos países les dan su apoyo tácito
a dichas zonas permitiendo “tax sparing” o “créditos equivalentes” en sus convenios
con países en vía de desarrollo. A través de esta técnica, un crédito “fantasma” es con-
cedido para impuestos que hubieran sido cobrados por el país fuente si no fuera por
el incentivo. Esto asegura que el beneficio del incentivo tributario vaya al inversio-
nista en vez que al país de residencia. En este caso el país de residencia está pro-
moviendo activamente la distorsión de la decisión dé localización de la inversión. Una
vez más, la pérdida de rentas públicas representada por el incentivo no tendría senti-
do si la inversión no fuera atraída desde un lugar distinto. Se debe notar que muy
pocos países ofrecen “tax sparing” actualmente.

En lo relativo a ALCA, Estados Unidos nunca ha utilizado convenios tributarios para
colaborar con los programas de promoción de inversiones de otros países. De hecho,
la ley interna de Estados Unidos tiende a debilitar los incentivos tributarios a través
del sistema de tributación de fuente mundial y regímenes anti-aplazamiento. Sin
embargo, el aplazamiento todavía está disponible en muchas situaciones, y un incen-
tivo tributario puede ser atractivo a un inversionista estadounidense. Los detalles de
las reglas de crédito extranjero de Estados Unidos y las reglas de anti-aplazamiento
están más allá del alcance de este estudio, pero el punto importante es que Estados
Unidos se remite a sus leyes internas en estos asuntos. Los convenios son vistos como
inapropiados para estos temas. Pero también es razonable concluir que los Estados
Unidos y varios otros países están menos inclinados a negociar un convenio con un
país que tiene zonas francas significativas. Los Estados Unidos, por ejemplo, consideran
innecesario tener un convenio tributario a no ser que las ganancias sean gravadas en
el país fuente, sino no hay ninguna doble tributación que eliminar.

Ver Granados, J.9
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Consolidación; Reorganizaciones

Si una corporación de EEUU tiene operaciones en California y en Massachusetts, y la
operación de California arroja pérdidas de 100 en un año dado, y la operación de
Massachusetts arroja ganancias de 200, la pérdida de la operación California se
deduce del ingreso de la operación de Massachusetts. Se debe Impuesto a la Renta de
EE.UU. sobre los 100 de renta neta. Este resultado es así aun si las dos operaciones son
administradas por dos corporaciones distintas de propiedad común. Esto es posible
por la “consolidación”, un concepto ampliamente aceptado en los Estados Unidos y
otros países desarrollados. En la práctica, se considera poco importante que las dos
operaciones estén 5000 kilómetros de distancia entre ellas, y administradas por dife-
rentes entidades legales. Los hechos importantes son: a) que las entidades pertenecen
al mismo grupo económico, y b) las operaciones son en el mismo país. Por tanto, los
resultados pueden ser consolidados para efecto de tributación.

En cuanto al primer punto, los países desarrollados generalmente consideran correcto
mirar al grupo económico más que a la entidad legal para determinar los ingresos. La
estructura legal es considerada menos importante que el grupo económico común;
después de todo, hay muchas razones no tributarias (especialmente responsibilidad
limitada) para elegir operar a través de varias corporaciones en vez de una sola enti-
dad grande.10

Es también práctica común el limitar la consolidación teniendo como base los límites
nacionales, aunque hay excepciones. Por tanto, una compañía (aun la misma entidad
legal) con operaciones en La Paz y Lima, solo a la cuarta parte de distancia compara-
da con el caso de California y Massachusetts, no podrá consolidar sus pérdidas ni en
el Perú ni en Bolivia, ya que están en países diferentes. 

Por un lado, América Latina debería considerar seguir el ejemplo de los países desa-
rrollados en cuanto a la consolidación de corporaciones del mismo grupo económico,
es la limitación de los límites nacionales la que es relevante para los temas a tratar. Si
una compañía que opera en California y Massachusetts puede combinar sus resulta-
dos, y si una compañía que opera en Bahía y Sao Paulo puede combinar sus resulta-
dos, por qué una compañía que opera en Lima y La Paz no puede hacer lo mismo? Hay
muchos obstáculos para alcanzar este tipo de acuerdo. Sin embargo, el tema es fun-
damental. Si los países de la región perciben las ventajas de combinar sus mercados
con fines comerciales, quizás considerarían lo mismo para fines de inversión.
Armonización de los regímenes de impuesto a la renta sería un componente de esto;
la consolidación sería otro. La consolidación sólo puede ser considerada luego que la
armonización ha sido lograda.

Otra área fundamental relacionada con lo anterior es el tratamiento tributario de las
reorganizaciones. Los países de América Latina han reformado, a nivel nacional, sus

Es interesante que los países de América Latina se resisten a la consolidación corporativa cuando hay
propiedad común en vista de la voluntad de esos países a aceptar la renta de la corporación y sus
accionistas como una sola, esto se refleja en la eliminación de la doble tributación que se encuentra en la
mayoría de los países de América Latina. Curiosamente, Estados Unidos ha insistido en gravar a la corpo-
ración y a sus accionistas separadamente, aunque esto está actualmente bajo revisión.

10 



reglas en cuanto a las reorganizaciones. Esto es importante para facilitar las necesi-
dades de las compañías de operar en la entidad corporativa más adecuada.11 Para el
futuro, vale la pena considerar si los países que son miembros de un área de libre comer-
cio deberían permitir la misma flexibilidad para permitir la reorganización de todas las
compañías situadas en el área en los mismos términos que se ofrecen a dichas reor-
ganizaciones a nivel nacional.

II: Incentivos Tributarios que Constituyen Subvenciones

Como se puede observar, en el artículo inicial del Acuerdo de Subvenciones y Medidas
Compensatorias, los incentivos tributarios constituyen sólo una de las categorías de la
subvención. 

Definición de subvención

1.1 A los efectos del presente Acuerdo, se considerará que existe subvención:

a) 1) cuando haya una contribución financiera de un gobierno o de cualquier orga-
nismo público en el territorio de un Miembro (denominados en el presente Acuerdo
"gobierno"), es decir: 

i) cuando la práctica de un gobierno implique una transferencia directa de
fondos (por ejemplo, donaciones, préstamos y aportaciones de capital) o posi-
bles transferencias directas de fondos o de pasivos (por ejemplo, garantías de
préstamos);

ii) cuando se condonen o no se recauden ingresos públicos que en otro caso
se percibirían (por ejemplo, incentivos tales como bonificaciones fiscales);

iii) cuando un gobierno proporcione bienes o servicios -que no sean de infra-
estructura general- o compre bienes; 

iv) cuando un gobierno realice pagos a un mecanismo de financiación, o enco-
miende a una entidad privada una o varias de las funciones descritas en los i
ncisos i) a iii) supra que normalmente incumbirían al gobierno, o le ordene que
las lleve a cabo, y la práctica no difiera, en ningún sentido real, de las prácti-
cas normalmente seguidas por los gobiernos;

a) 2) cuando haya alguna forma de sostenimiento de los ingresos o de los precios en
el sentido del artículo XVI del GATT de 1994; 

b) y con ello se otorgue un beneficio.

1.2 Una subvención, tal como se define en el párrafo 1, sólo estará sujeta a las disposi-
ciones de la Parte II o a las disposiciones de las Partes III o V cuando sea específica con
arreglo a las disposiciones del artículo 2. (Énfasis añadido; una nota a pie de página expli-
ca que exportaciones a tasa cero para el Impuesto de Valor Agregado no es una subvención).

Evidentemente es necesario tomar medidas para evitar el abuso de arrastres de pérdidas, por ejemplo, y
otras técnicas de planificación.

11 
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Aunque este estudio se limita al concepto de beneficios tributarios, esta definición
más amplia debe ser considerada cuando se analiza cualquier tipo de plan de incenti-
vo - promoción. 

Después del lenguaje general del párrafo 1.1, la primera guía real aparece en el pá-
rrafo 1.2. Este párrafo establece que una subvención será prohibida por el Acuerdo
sólo si es “específico”. Este término, después de haber sido dado un rol tan importante,
es reseñado en el Artículo 2. El Artículo 2.1 señala que una subvención es específica
cuando se aplica a “una empresa o rama de producción o un grupo de empresas o
ramas de producción (denominados en el presente Acuerdo "determinadas empresas")
dentro de la jurisdicción de la autoridad otorgante...”

Excluidos de esta categoría de “específicas” están las subvenciones otorgadas de
acuerdo con “criterios o condiciones que sean imparciales, que no favorezcan a deter-
minadas empresas con respecto a otras y que sean de carácter económico y de apli-
cación horizontal; cabe citar como ejemplos el número de empleados y el tamaño de
la empresa”.

Cualquier ley que cree una subvención, por tanto, debe ser diseñada para que no sea
específica. Más aún, el Acuerdo clarifica que ese criterio “objetivo” será específico si es
aplicado de manera que socave la intención de esta limitación. El Artículo 2.2 señala
que las subvenciones otorgadas a “algunas empresas situadas dentro de una región
geográfica designada” también son específicas. Que la región esté económicamente
deprimida ya no es un factor.

Para resumir, la calificación de subvención como “no-específica” es el resultado ópti-
mo para un país que desea evitar la aplicación del Acuerdo SMC. Sin embargo, como
se discutirá más adelante, hay numerosas razones no comerciales para evitar dichas
subvenciones. Pero si una subvención es específica, será vista rigurosamente y sujeto
a algún tipo de sanción bajo el Acuerdo, a no ser que caiga dentro de una de las excep-
ciones limitadas de las reglas de subvenciones específicas.

Subvenciones Específicas

Después de otorgar su aprobación general a las subvenciones no específicas, el SMC
puso en marcha tres categorías generales de subvenciones específicas: aquellas que
están prohibidas, aquellas que son recurribles y aquellas que están permitidas, a pesar
de que son específicas. La consecuencia de tener subvenciones prohibidas o recurribles
será discutida después que identifiquemos a las categorías.

La primera categoría a ser tratada en el Acuerdo SMC será la categoría “prohibida” que
se encuentra en la Parte II (llamada “Subvenciones Prohibidas”). Se debe notar que ni
el Artículo 1 ni el Artículo 2 se refiere a la promoción de exportaciones ni a la dis-
criminación contra las importaciones. El Artículo 3, que establece la prohibición de
ciertas subvenciones específicas, sí hace esa referencia. Luego de excluir el Acuerdo de
Agricultura, el Artículo 3 prohibe “subvenciones contingentes, legales o de hecho ... al
uso de bienes domésticos sobre los importados.” Este criterio general se aplica a todas
las subvenciones, entre ellas a las subvenciones tributarias. 



Orientación más específica se ofrece en el Anexo I del Acuerdo de Subvenciones y
Medidas Compensatorias. Entre las subvenciones enumeradas en el Anexo I están:

(e) La exención, remisión o aplazamiento total o parcial, relacionados específica-
mente con las exportaciones, de los impuestos directos o de las cotizaciones
de seguridad social que paguen o deban pagar las empresas industriales y
comerciales.

(f) La concesión, para el cálculo de la base sobre la cual se aplican los impuestos
directos, de deducciones especiales directamente relacionadas con las expor-
taciones o los resultados de exportación, superiores a las concedidas respec-
to de la producción destinada al consumo interno.

Estas medidas están relacionadas con el Impuesto a la Renta. Sin embargo, se debe
tomar nota que todos los impuestos deben ser considerados. El relevo parcial o total
de varios tipos de impuestos son el sello de las zonas francas.12

Un ejemplo importante de subvención que no sea al Impuesto a la Renta se encuentra
en programas de “descuento” relacionadas con impuestos de importación, impuesto de
alcabala, etc. El Anexo I proporciona ejemplos:

g) La exención o remisión de impuestos indirectos sobre la producción y distri-
bución de productos exportados, por una cuantía que exceda de los impues-
tos percibidos sobre la producción y distribución de productos similares
cuando se venden en el mercado interno.

h) La exención, remisión o aplazamiento de los impuestos indirectos en cascada
que recaigan en etapas anteriores sobre los bienes o servicios utilizados en la
elaboración de productos exportados... (mayor que lo que está permitido)...
cuando se venden en el mercado interno; sin embargo, ... (se permite cuando)
dichos impuestos indirectos en cascada se aplican a insumos consumidos en
la producción del producto exportado (con el debido descuento por el desper-
dicio)...

i) La remisión o la devolución de cargas a la importación por una cuantía que 
exceda de las percibidas sobre los insumos importados que se consuman en 
la producción del producto exportado (con el debido descuento por el desper-
dicio)... (excepción para sustitutos en ciertas circunstancias).

En esencia, las reglas permiten la remisión de cantidades que se pueden atribuir razo-
nablemente a exportaciones y artículos consumidos en la producción (desperdicios)
relacionados con dichas exportaciones, pero no más. Las variaciones de los planes de

Para propósitos de este trabajo, “zonas francas” y “regímenes especiales” serán usados como términos
genéricos para comprender regímenes especiales con beneficios tributarios a base de geografía, u otros
regímenes especiales, reconociendo que la terminología que se usa para estos conceptos varía de un
país a otro.

12 
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remisión “simplificados” (i.e. porcentaje fijo del valor f.o.b. de las exportaciones no
relacionada con los cargos pagados sobre ingresos importados) no son permitidos. 

También están prohibidas las reducciones de tarifas en los ingresos importados hasta
un valor equivalente al total del artículo exportado. Esta categoría va a incluir a
muchas exportaciones de zonas francas. Por contraste, un programa de remisión que
reembolsa hasta la cantidad de cargas de importación verdaderamente representadas
en un artículo exportado sería permitido.13 Una guía de los límites de los programas
de descuentos se encuentra en el Anexo II del Acuerdo SMC, junto con el criterio usado
por las “autoridades de investigación”.

Subvenciones No-Recurribles

El Artículo 8 señala dos grupos de subvenciones “no-recurribles”, el primer grupo consiste
de subvenciones “no específicas” (que ya han sido excluidas de la aplicación de este
Acuerdo por los artículos 1 y 2) y un segundo grupo de subvenciones específicas que no
son recurribles por razones especiales. No es necesario entrar en detalle, porque el perío-
do inicial de cinco años para ese grupo no fue renovado. Por lo tanto, no son relevantes.

Por tanto, la categoría no-recurrible del Artículo 8 es redundante, porque las subven-
ciones que son no específicas ya están excluidas bajo el Artículo 1. Otras subvenciones
pueden ser no-recurribles por los efectos, o falta de efectos que producen, como se
discute a continuación. 

Subvenciones Recurribles 

Esto nos deja con la categoría intermedia final, aquellos no prohibidos pero sin embar-
go recurribles. Como se menciona anteriormente, esta categoría incluye subvenciones
que son específicas pero no son orientadas a la exportación/ discriminatorias contra
las importaciones. Si un país miembro cree que hay una subvención justiciable, puede
tomar medidas de acuerdo a lo señalado a continuación en la sección llamada “Remedios”.
El punto de partida para Subvenciones Recurribles es el Artículo 5:

Efectos desfavorables

Ningún Miembro deberá causar, mediante el empleo de cualquiera de las subvenciones
a que se refieren los párrafos 1 y 2 del artículo 1, efectos desfavorables para los intere-
ses de otros Miembros, es decir:

a) daño a la rama de producción nacional de otro Miembro;
b) anulación o menoscabo de las ventajas resultantes para otros Miembros, directa o

indirectamente, del GATT de 1994, en particular de las ventajas de las concesiones
consolidadas de conformidad con el artículo II del GATT de 1994;

c) perjuicio grave a los intereses de otro Miembro.

Ejemplos de “EXPORT POLICY AND THE OMC”, S. Laird, The Journal of International Trade and Economic
Development 8:1 73-88.

13 



Países miembros son permitidos de mantener Subvenciones Recurribles, pero un socio
comercial puede tomar medidas para contrarrestar cualquier daño sufrido.14 Parte V
del Acuerdo SMC explica los procedimientos para esas medidas.

Párrafo (a): Daños

El Artículo 5 se refiere a Parte V (“Medidas Compensatorias”) para la definición de
“daño”. El Artículo 15, “Determinación de Daño”, tiene esta nota:

En el presente Acuerdo se entenderá por "daño", salvo indicación en contrario, un daño
importante causado a una rama de producción nacional, una amenaza de daño impor-
tante a una rama de producción nacional o un retraso importante en la creación de esta
rama de producción, y dicho término deberá interpretarse de conformidad con las dis-
posiciones del presente artículo.

Una explicación más útil, aunque menos directa, se encuentra en el párrafo 15.4 del
Acuerdo SMC:

El examen de la repercusión de las importaciones subvencionadas sobre la rama de pro-
ducción nacional de que se trate incluirá una evaluación de todos los factores e índices
económicos pertinentes que influyan en el estado de esa rama de producción, incluidos
la disminución real y potencial de la producción, las ventas, la participación en el mer-
cado, los beneficios, la productividad, el rendimiento de las inversiones o la utilización
de la capacidad; los factores que afecten a los precios internos; los efectos negativos
reales o potenciales en el flujo de caja ("cash flow"), las existencias, el empleo, los
salarios, el crecimiento, la capacidad de reunir capital o la inversión... Esta enumeración
no es exhaustiva, y ninguno de estos factores aisladamente ni varios de ellos juntos
bastarán necesariamente para obtener una orientación decisiva.

En resumen, si se puede establecer evidencia veraz, casi todo daño económico causado
por una subvención específica será recurrible aunque no esté dirigido a las exportaciones.

Párrafo (b): Anulación o Menoscabo de Beneficios

El Artículo XXIII:1(b) de la GATT permite a cualquier Miembro de OMC a presentar queja
cuando considera que “algún beneficio que resulte directa o indirectamente bajo este
Acuerdo es anulado o menoscabado... como resultado de... la aplicación por otro
(Miembro de OMC) de cualquier medida, ya esté o no en conflicto con las provisiones
de este Acuerdo”. El GATT no define ni los beneficios provenientes bajo GATT ni las
medidas que son capaces de anularlo o menoscabarlo. Una nota interpretativa del
Artículo 5 del Acuerdo SMC estipula que:

Los términos anulación o menoscabo se utilizan en el presente Acuerdo en el mismo
sentido que en las disposiciones pertinentes del GATT de 1994, y la existencia de anu-
lación o menoscabo se determinará de conformidad con los antecedentes de la apli-
cación de esas disposiciones. 

Una gran parte de lo que sigue es de “Costa Rica’s Free Zone System And The Law Of The World Trade
Organisation” por Dr. Frieder Roessler (junio 2001).

14 
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GATT 1947 establece cuatro casos donde una medida menoscabó un beneficio estable-
cido bajo GATT:

En 1955 se decidió:

. . . una parte contratante que ha negociado una concesión de tarifas bajo el Artículo II
puede considerarse que, para los propósitos del Artículo XXIII, tiene una razonable expecta-
tiva, salvo evidencia en contra, que el valor de la concesión no será anulado ni menoscaba-
do por la introducción o aumento de un subsidio doméstico al producto en cuestión.15

Con lo anterior en mente, demandas de anulación o menoscabo tienen muchas posi-
bilidades de éxito si el país creó o aumentó la subvención después del otorgamiento
de la concesión de tarifa y dicho país no puede rebatir la presunción que la subven-
ción no podía haber sido razonablemente esperada.

Entre las medidas que pueden ser tomadas por un país que no ha respetado sus con-
cesiones tributarias están:

Párrafo (c ): Perjuicio Grave / Contramedidas

Bajo el Artículo 6.3 del Acuerdo SMC, lo siguiente constituye perjuicio grave:

6.3 Puede haber perjuicio grave, en el sentido del apartado c) del artículo 5, en cualquier
caso en que se den una o varias de las siguientes circunstancias:

BISD 3S/224.

una concesión de tarifa había sido negociada.
se había introducido una medida subsecuentemente que trastorna la relación
competitiva entre el producto por el cual la concesión fue concedida y el produc-
to al que la medida fue aplicada, y
la medida no era razonablemente esperada al momento que la concesión fue negociada.

retiro de la subvención,
retiro de los efectos adversos de la subvención,
retiro de la concesión menoscabada y el ofrecimiento de concesiones
equivalentes como compensación, de acuerdo con el Artículo XXIII del GATT
para la renegociación de concesiones tarifarias,
retiro de la concesión menoscabada de acuerdo con los procedimientos
del Artículo XXIII y no reconocer concesiones compensatorias, en cuyo
caso los Miembros OMC con intereses principales de abastecimiento
pueden suspender concesiones sustanciales equivalentes inicialmente
negociadas con el Miembro que subsidia, o:
negarse a hacer nada de lo antes citado, en cuyo caso el Miembro OMC que
planteó la queja puede ser autorizado a tomar “contramedidas, equivalentes
con el grado y naturaleza de los efectos adversos que determina existan”

15 



a) que la subvención tenga por efecto desplazar u obstaculizar las importa-
ciones de un producto similar de otro Miembro en el mercado del Miembro
que con cede la subvención;

b) que la subvención tenga por efecto desplazar u obstaculizar las exportacio-
ciones de un producto similar de otro Miembro al mercado de un tercer país;

c) que la subvención tenga por efecto una significativa sub-valoración de
precios del producto subvencionado en comparación con el precio de un
producto similar de otro Miembro en el mismo mercado, o tenga un efec-
to significativo de contención de la subida de los precios, reducción de los
precios o pérdida de ventas en el mismo mercado;

d) que la subvención tenga por efecto el aumento de la participación en el
mercado mundial del Miembro que la otorga con respecto a un determi-
nado producto primario o básico subvencionado en comparación con su
participación media durante el período de tres años inmediatamente ante-
rior; y que ese aumento haya seguido una tendencia constante durante
un período en el que se hayan concedido subvenciones.

Artículo 6.3 es la provisión operativa relativa a perjuicio grave; las presunciones reba-
tibles en el Artículo 6.1 son irrelevantes para países en vía de desarrollo, ya que esos
países están exonerados del 6.1 en virtud del Artículo 27.8.

Remedios

El remedio apropiado para violaciones al Acuerdo SMC depende de  la naturaleza de la
violación. El sistema es a veces llamado “enfoque de semáforo”, reflejando las tres cate-
gorías: subvención prohibida (rojo), recurrible (ámbar) y no recurrible (verde).16

Rojo / Prohibidas

Si una subvención cae en esta categoría, no es necesaria ninguna demostración de
evidencia. Los países miembros simplemente no están permitidos de mantener esas
subvenciones. Otros Miembros pueden responder con contramedidas o medidas com-
pensatorias después de la iniciación del proceso especificado. Este proceso se inicia
con una consulta entre los países Miembros, en el que se espera que ambos Miembros
cooperen en la provisión de evidencia. Si, después de 30 días, el problema no ha sido
resuelto, puede ser llevado al proceso formal de resolución de disputas. Los Artículos
4.6. a 4.9 señalan un cronograma acelerado para la resolución del problema:

4.6 El grupo especial presentará su informe final a las partes en la diferencia. El infor-
me se distribuirá a todos los Miembros dentro de los 90 días siguientes a la fecha
en que se haya establecido la composición y el mandato del grupo especial.

Lo que sigue se encuentra en el sitio web de la OMC, y en “Costa Rica’s Free Zone System And The Law Of
The World Trade Organisation” por Dr. Frieder Roessler (junio 2001).

16 
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4.7 Si se llega a la conclusión de que la medida de que se trate es una subvención pro-
hibida, el grupo especial recomendará que el Miembro que concede esa subvención
la retire sin demora. A este respecto, el grupo especial especificará en su recomen-
dación el plazo dentro del cual debe retirarse la medida.

4.8 Dentro de los 30 días siguientes a la presentación del informe del grupo especial a
todos los Miembros, el informe será adoptado por el OSD, a menos que una de las
partes en la diferencia notifique formalmente a éste su decisión de apelar o que el
OSD decida por consenso no adoptar el informe.

4.9 Cuando se apele contra el informe de un grupo especial, el Órgano de Apelación
emitirá su decisión dentro de los 30 días siguientes a aquel en que la parte en la
diferencia haya notificado formalmente su intención de apelar. Si el Órgano de
Apelación considera que no puede rendir su informe en ese plazo, comunicará por
escrito al OSD los motivos del retraso, indicando el plazo en el que estima que podrá
presentarlo. En ningún caso la duración del procedimiento excederá de 60 días...

Si la subvención no es retirada dentro de ese plazo, el Órgano de Solución de
Diferencias (denominado en el presente Acuerdo "OSD") autorizará al Miembro agra-
viado a tomar “contramedidas apropiadas” (Artículo 4.10 del Acuerdo SMC). Una inter-
pretación de “apropiadas” es que dicha medida induzca efectivamente al acatamiento
sin ser desproporcionada o punitiva. Dichas resoluciones de disputas deben ser con-
cluidas dentro de los seis meses, con acatamiento requerido a corto plazo. El arbitraje
está disponible para países que consideran que las contramedidas invocadas son exce-
sivas (Artículo 4.11). Se asume que las contramedidas autorizadas serán adecuadas
para forzar al Miembro a cesar de proveer la subvención en cuestión.

Ámbar / Recurrible

A diferencia de las subvenciones prohibidas, subvenciones recurribles pueden ser
legalmente mantenidas por los países miembros. Sin embargo, cualquier socio comer-
cial puede gravar con medidas compensatorias para contrarrestar el efecto adverso de
tales subvenciones en su industria doméstica, siempre y cuando se cumplan los
requerimientos procesales y sustantivos incluidos en la Parte V del Acuerdo SMC.
Como se expresa anteriormente, un Miembro puede llevar una queja bajo el proce-
dimiento de acuerdo de disputa OMC si cree que la subvención resultará en daño a su
industria doméstica, anulación o menoscabo de un beneficio concedido por el GATT, o
perjuicio grave a sus intereses.

El Artículo 7 establece un procedimiento de acuerdo de disputa acelerado para estas que-
jas. El cronograma es acelerado, pero no es tan urgente como el proceso para subvenciones
prohibidas. Bajo este procedimiento, el panel debe emitir su reporte dentro de los 120 días
y el proceso de apelaciones debe concluirse dentro de los 60 días. Si se determina que la
subvención ha causado daño a la industria doméstica, anulación, menoscabo o serio per-
juicio, “el Miembro que otorga o mantiene dicha subvención tomará los pasos apropiados
para remover los efectos adversos o eliminará la subvención.”

En el caso que esos pasos no hayan sido tomados dentro de los seis meses desde la
aceptación del reporte (normalmente un período de implementación de hasta 15



meses puede ser otorgado), el Miembro con la queja puede solicitar “contramedidas
equivalentes al grado y naturaleza de los efectos adversos que existen”. 

En general, un país miembro puede utilizar tanto la opción de contramedidas incluidas
en las Partes II y III del Acuerdo, y medidas compensatorias de acuerdo a la Parte V.
Con respecto a los efectos de una subvención específica en el mercado doméstico del
Miembro importador, sin embargo, sólo una forma de recurso, o contramedidas autori-
zadas por OSD o medidas compensatorias, está disponible.17 Como anota Roessler, es
posible que un país miembro que ha sido afectado adversamente por subvenciones
imponga una tarifa equivalente para enfrentar los efectos de la subvención en su pro-
pio mercado y responder a los efectos de la subvención en mercados de países terceros
imponiendo “contramedidas apropiadas”.

Otra limitación beneficia a los países en vía de desarrollo. De acuerdo con el Artículo
27.9 del Acuerdo SMC:

Por lo que respecta a las subvenciones recurribles otorgadas o mantenidas por un país
en desarrollo Miembro distintas de las mencionadas en el párrafo 1 del artículo 6, no se
podrá autorizar ni emprender una acción al amparo del artículo 7 a menos que se cons-
tate que, como consecuencia de una subvención de esa índole, existe anulación o
menoscabo de concesiones arancelarias u otras obligaciones derivadas del GATT de
1994 de modo tal que desplace u obstaculice las importaciones de un producto similar
de otro Miembro en el mercado del país en desarrollo Miembro que concede la subven-
ción, o a menos que se produzca daño a una rama de producción nacional en el merca-
do de un Miembro importador.

Esta provisión tiene el efecto de limitar los remedios del Artículo 7 a casos donde hay
“anulación o menoscabo” de modo tal que desplace u obstaculice las importaciones de
un producto similar de otro Miembro en el mercado del país en desarrollo Miembro que
concede la subvención, o a no ser que produzca daño a una rama de producción
nacional en el mercado de un Miembro importador. Ya que el daño está cubierto en la
Parte V, medidas compensatorias son permitidas.18 La nota número 36 del Acuerdo
SMC define el término “derecho compensatorio” como “un derecho especial percibido
para neutralizar cualquier subvención concedida directa o indirectamente a la fabri-
cación, producción o exportación de cualquier mercancía, de conformidad con lo dis-
puesto en el párrafo 3 del artículo VI del GATT de 1994”.

Una queja de perjuicio grave puede, en principio, abordar los efectos de una subven-
ción en cualquier mercado, incluyendo mercados de un país tercero.

En conclusión, vale la pena señalar que esta categoría de subvenciones recurribles ha
sido utilizada con poca frecuencia por los Países Miembros.

Ver Nota 35 del Acuerdo SMC.
Como se nota en la explicación en el sitio web de la OMC, “daño a una industria doméstica provocado por
importaciones subvencionadas dentro del territorio del Miembro agraviado… este es el único motivo por
aplicar medidas compensatorias.”

17 
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Extensión 2002-2007 y Después

El Artículo 28 del Acuerdo SMC permitía una ventana de tres años para que todos los
países miembros eliminen sus subvenciones prohibidas; este período terminó el 1 de
Enero de 1998. Sin embargo, el Artículo 27 del Acuerdo SMC, llamado “Trato especial
y diferenciado para los países en desarrollo Miembros”, dice en la parte relevante:

27.2 La prohibición establecida en el párrafo 1 a) del artículo 3 no será aplicable a....
países en desarrollo Miembros por un período de ocho años a partir de la fecha de
entrada en vigor del Acuerdo sobre la OMC, a reserva del cumplimiento de las disposi-
ciones del párrafo 4.

27.4 Los países en desarrollo Miembros a que se refiere el párrafo 2 b) eliminarán sus
subvenciones a la exportación dentro del mencionado período de ocho años, prefe-
rentemente de manera progresiva. No obstante, los países en desarrollo Miembros no
aumentarán el nivel de sus subvenciones a la exportación, y las eliminarán en un plazo
más breve que el previsto en el presente párrafo cuando la utilización de dichas sub-
venciones a la exportación no esté en consonancia con sus necesidades de desarrollo.

Esta provisión facultó a la mayoría de los países de la región andina a otorgar y man-
tener subvenciones de exportación hasta el 1 de Enero 2003, si es que dichas subven-
ciones no se habían incrementado desde el 1 de Enero 1995. El SMC hace referencia a
miembros de países en desarrollo disminuyendo las subvenciones prohibidas en el
transcurso del período de transición, pero la propuesta obviamente no calculó la
tenacidad de ciertos miembros en mantener programas de incentivos. De hecho, varios
países atrajeron inversiones ofreciendo incentivos que se extendían más allá del período
de transición.

Con anterioridad a la reunión reciente de OMC en Doha, había ansiedad en varios países
por el conflicto entre los compromisos que esos países habían hecho con los inversio-
nistas y los hechos con el OMC. Hasta cierto punto, países (como Costa Rica) que habían
explotado el período de transición hasta el máximo, en vez de disminuir las subvenciones
como lo indicaba el Acuerdo SMC, Artículo 27.4, fueron recompensados por su actitud.

Para facilitar la transición a una economía libre de subvenciones de exportación (y para
facilitar la situación insostenible creada por subvenciones de exportación que ya
habían sido otorgadas para años posteriores al 2001), OMC aprobó un período de tran-
sición, desde 2002 hasta el final de 2007. El período de transición está disponible sólo
a ciertos países, para algunas subvenciones de exportación, y sólo después que ciertos
procedimientos hayan sido seguidos. El nuevo acuerdo contempla la posibilidad de
pedir otra extensión, y de todos modos tiene el periodo final de dos años para países
que no reciben extensión.

En Doha, el OMC estableció procedimientos para la consideración de pedidos de exten-
sión de los países en desarrollo bajo el Artículo 27 del Acuerdo de 1994. Se decidió que
sólo algunos países en desarrollo calificarían para estas extensiones: aquellos cuya
cuota de las exportaciones mundiales no fuera mayor a 0.10% en 1998-2000, y cuyo
producto bruto interno al 2000 fuera $20 billones o menos. Ciento veinte países califi-



caron. Costa Rica fue el último país en la lista, con precisamente 0.10% de participación
de las exportaciones mundiales. Panamá está en la lista (No. 67 con una participación de
0.01%), así como Honduras (No. 81 con 0.02%), Guatemala, (No. 100 con 0.04%), El
Salvador (No.101 con 0.05%) y la República Dominicana (No. 116 con 0.09%). Perú si-
guió a Costa Rica en la lista con 0.11% de participación en las exportaciones mundiales.

La tabla siguiente resume los países de América Latina:

Ecuador no figura en la lista. De acuerdo con su ingreso a la OMC, no tiene derecho a
los términos del Artículo 27.4.

Programas de subvenciones de exportaciones en la forma de exenciones totales o par-
ciales de tributos e impuestos internos a partir de 1 de Septiembre 2001 son elegibles.
Un concepto clave es la noción de “statu quo” (”standstill”), que significa que ningún
nuevo incentivo puede ser introducido; sólo los incentivos existentes pueden per-
manecer. Loa países que no se ajustaron al espíritu del acuerdo de 1994 fueron recom-
pensados otra vez: aquellos que redujeron sus incentivos ahora están limitados a los
incentivos existentes, pero aquellos que mantuvieron los incentivos a nivel de 1995
pueden mantener dichos incentivos hasta 2007.

Pedidos de extensión tenían que ser presentados en 2001. Una vez que se otorgan las exten-
siones, se llevarán a cabo revisiones anuales para considerar la extensión para el siguiente
año calendario. Las extensiones subsiguientes se harán hasta 2007 sobre la base de
acatamiento a varios criterios. Aun en 2007, los países podrán solicitar extensiones, y los
incentivos deberían ser permitidos hasta 2007 aun que no se otorgue la extensión.19

Ver artículo 1(g) de los procedimientos para extender, de acuerdo con artículo 27.4 para países específicos
en via de desarrollo.

19 
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Esta resolución representa un triunfo para los países en desarrollo comprendidos en la
lista. Con un sistema claro previsto para extensiones, dichos países podrán extender
sus zonas francas por seis años.

El Artículo 27.2(a) del Acuerdo SMC también amerita mención especial. Se refiere al Anexo
VII, que designa a algunos países pobres, entre otros Bolivia, República Dominicana,
Guatemala, Guyana, Nicaragua. El Artículo 27.5 otorga a esos países ocho años, a partir de
la fecha en que alcancen el nivel de ingresos per cápita de $1000 antes que tengan que
cumplir. El Acuerdo Doha permite a estos países continuar fuera de los límites del Acuerdo
SMC hasta el momento que alcancen el nivel de $1000 (en dólares constantes de 1990, por
tres años consecutivos), con la fecha de “inmovilidad”, ocurriendo cuando dicho umbral
sea alcanzado. Los procedimientos de extensión pueden dejar entender que los papeles
requeridos deben de haber sido remitidos hasta fines del 2001[ver 6 (b)].

En suma, Venezuela, Perú y Colombia no califican para la extensión; Ecuador no cali-
fica por las condiciones de entrar a la OMC, y Bolivia permanece dispensada de los
requerimientos del Acuerdo SMC.

III: Incentivos Tributarios en la Región Andina y Comentarios Finales

Los miembros de la Comunidad Andina caen en tres categorías por efecto de las reglas
de la OMC. Sólo Bolivia cae en la categoría más favorecida, ya que es el único país que
no alcanza la cantidad de $1000 per cápita que desencadena el requerimiento de des-
mantelamiento (aunque Bolivia está cerca de esa cifra). Ecuador también cae en una
categoría separada, porque cuando fue admitido a la OMC, no se le dieron los benefi-
cios de transición que fueron otorgados a los otros países en desarrollo en 1994.
Venezuela, Colombia y Perú ahora pertenecen al grupo de países prohibidos de tener
subvenciones a la exportación a partir de enero 2003.

Con el desmantelamiento ya terminado, la pregunta es: cuáles incentivos son subven-
ciones prohibidas? A continuación sigue un análisis de los varios incentivos tributa-
rios que han sido ofrecidos por miembros de la Comunidad Andina.

Bolivia

En Bolivia existen varios mecanismos fiscales para la promoción de inversiones y el
incentivo de exportaciones. Formalmente, estos mecanismos pueden aplicarse en forma
individual o combinada, con algunas excepciones impuestas por normas reglamen-
tarias. Primero, hay incentivos regionales, para promover el desarrollo económico en
regiones pobres, conocidos como las “Leyes de Oruro y Potosí”. Cumplidos varios requi-
sitos, los inversionistas quedan exonerados de casi todos los impuestos bolivianos.

Una ley de zonas francas permite que los concesionarios y usuarios de las zonas fran-
cas industriales y de las zonas francas comerciales funcionaran bajo el principio de
segregación aduanera y fiscal mediante la suspensión de imposiciones tributarias y
arancelarias, como sigue:

Impuestos que gravan a la propiedad inmueble.
Impuesto al Valor Agregado (IVA), a las Transacciones (IT) y al Consumo Específico (ICE).



Impuesto a la Renta Presunta de Empresas (IRPE), actualmente está vigente el
Impuesto sobre las Utilidades de las Empresas (IUE).
Gravamen Aduanero Consolidado (GAC).
Impuestos, Gravámenes, Tasas de las Alcaldías o tributos establecidos mediante
Ordenanzas Municipales.

Colombia

Colombia provee una amplia variedad de incentivos tributarios. Entre éstos están las
zonas francas, que caen en dos categorías generales.

Primero están las zonas francas orientadas a las exportaciónes de Colombia.20 Aunque
estas zonas nunca han figurado prominentemente en los esfuerzos de Colombia de
atraer inversión, parecen violar los compromisos con la OMC. Por tanto, parece que
Colombia debe eliminar o revisar estas zonas para permanecer de acuerdo con las
obligaciones que tiene con la OMC.

Colombia también tiene zonas francas concedidas en los últimos 15 años a áreas afec-
tadas por desastres naturales. Volcanes, inundaciones y terremotos han creado el caos
en varias partes de Colombia, y los gobiernos que se encuentran con déficit serio han
respondido con beneficios tributarios en vez de ayuda directa (las zonas Nevado del
Ruiz, Quimbaya y Rio Paez). Estas zonas ofrecen un crédito tributario a cuenta del
Impuesto a la Renta para cantidades invertidas en la región, comenzando con un
crédito del 100% de la cantidad invertida, y disminuyendo en el período de diez años
que señala la ley, y una exoneración al impuesto a la renta que se inicia con 100% y
va disminuyendo con el tiempo.

Estos beneficios se han reducido paulatinamente con el transcurso de los años. Ya que
estas zonas no están vinculadas a las exportaciones, no deben presentar un problema
para la OMC.

Hay tres tipos de dichas zonas. Dos de ellas son consideradas importantes, aquellas relacionadas a la
industria de exportación-importación y donde artículos pueden ser comprados libres de los impuestos
VAT y de aduana. El tercero, salvo la excepción de servicios de exportación realizados en las Zonas Francas,
parece no tener interés o importancia. 

Las zonas de exportación industriales siguen el modelo internacional. Primero, hay exoneraciones de los
impuestos VAT y de aduana a maquinaria o insumos importados (como se explica en material promocional
gubernamental, los artículos nos son considerados como ingresados a Colombia). Segundo, hay una exo-
neración del impuesto a la renta en la medida que la producción sea exportada, ninguna retención a las
distribuciones (como se dijo anteriormente, Colombia no tiene dividendos tributarios, pero sí tiene envíos
de impuestos de Colombia a cualquier otro país). Las zonas se encuentran en todo el país, con frecuencia
cerca de la costa, límites o aeropuertos internacionales. Las industrias seleccionadas son “producción, dis-
tribución, operaciones comerciales y turismo”. Se requiere una inversión de $2 millones generalmente.

Zonas francas de aduanas y VAT han sido parte del panorama político y económico de Colombia por
mucho tiempo. Dos áreas específicas, la isla San Andres y la región La Guajira) han tenido el beneficio
tanto tiempo que es difícil que los colombianos contemplar estas áreas como normales en cuanto a tribu-
tación. Beneficios similares se han otorgado a otra áreas que están cercanas a los límites de Colombia.

20 
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Colombia ofrece exoneraciones o incentivos a industrias específicas. Alguna de ellas
puede ser recurrible. La exoneración para publicaciones, por ejemplo, puede ser vista
como dar a los editores una ventaja injusta. La exoneración a ciertos generadores de
energía también puede ser sensible si la electricidad es exportada.

Plan Vallejo/CERTS - CERTS son certificados de reembolsos tributarios que han sido
otorgados a los exportadores por muchos años. Estos créditos están basados en un
porcentaje del valor bruto de las exportaciones, con la tasa dependiendo en el artícu-
lo exportado. Estos créditos pueden ser usados contra cualquier obligación tributaria
y son transferibles.

Los beneficios del Plan Vallejo han evolucionado en los últimos 30 años. Sujetos a
acuerdo con el gobierno, insumos importados y bienes de capital son relevados de los
impuestos VAT y de aduanas en la medida que la producción es exportada. A no ser
que el beneficio haya sido modificado, estos beneficios parecen ser inconsistentes con
las regulaciones de la OMC.

Ecuador

Ecuador también ofrece el concepto standard de zona franca, con la diferencia intere-
sante que intereses privados, no el gobierno, inicia esas zonas. Una compañía que
aspira operar en dicha zona debe tener el terreno para operar lo que es esencialmente
un parque industrial, debe cumplir con varios requisitos y recibir permiso del gobier-
no. En el presente existen tres zonas: Manta, Esmeraldas y Cuenca. Para invertir en
estas zonas no hay impuesto de ningún tipo por un período de veinte años —ningún
Impuesto a la Renta, Impuesto de Valor Agregado, Impuesto de Importación ni
impuestos locales como el Impuesto a la Propiedad. Se espera que la producción será
exportada, aunque la producción puede ser “importada” a Ecuador a las tasas vigentes
para Aduanas y VAT. Es notable que Ecuador iniciara esas zonas, y las conserve, al
mismo tiempo que ha eliminado prácticamente todos los otros incentivos tributarios.

Aunque el autor no tiene información completa, parece que la exoneración tributaria
de veinte años está en conflicto con los compromisos OMC.

Ecuador se hizo miembro del OMC después del Acuerdo SMC. Es interesante notar las
representaciones que Ecuador ha hecho al Grupo de Trabajo OMC con relación a las
subvenciones:

El representante de Ecuador declaró que su Gobierno tiene la intención de eliminar
todas las subvenciones de exportación existentes a más tardar en Noviembre 1995,
incluyendo las medidas descritas en el párrafo 58 arriba, y que después de esa fecha
Ecuador no tendrá ninguna subvención parecida. El Grupo de Trabajo tomó nota de este
compromiso (párrafo 59).

Y en otra ocasión:

El representante de Ecuador dijo que su Gobierno, a la fecha de acceso al OMC, estaría
preparado a hacer el compromiso que el componente importado de las ventas de las
zonas al resto de Ecuador sería gravado con impuestos normales, tarifas y otras medi-



das limítrofes. La legislación nacional de Ecuador establece el pago de impuestos y tari-
fas normales en los componentes importados de las ventas de las zonas al resto de
Ecuador. El Grupo de Trabajo tomó nota de este compromiso. (párrafo 61)

Perú

Ley de Amazonía - La Ley Amazónica es un amplio conjunto de exoneraciones tribu-
tarias que incluye el Impuesto a la Renta, el Impuesto de Valor Agregado, Impuestos
de Alcabala y de Aduana. Las exoneraciones están disponibles solo en ciertos departa-
mentos de la región amazónica del Perú, con respecto a ciertas industrias que son con-
sideradas nativas de la región. La Ley Amazónica entró en vigencia al inicio de 1999.

Sin embargo, la región amazónica ha sido por mucho tiempo una favorita para incen-
tivos tributarios. La “Ley de la Selva” de los años 70 otorgó exoneraciones muy amplias,
y la mentalidad que la Amazonía debe ser una zona franca ha permanecido.

Zonas Francas - Hay una serie de incentivos que son permitidos en zonas de frontera,
incluyendo Ilo, Tacna, Paita y la Amazonía. Ciertas áreas son llamadas “Zonas Francas”,
y “Centros de Transformación Industrial y Comercial”. Los incentivos incluyen una
exoneración del impuesto a la renta, impuesto de valor agregado, impuesto de alca-
bala y cargos aduaneros; algunos beneficios aduaneros se aplican a mercadería que
ingresa a otras partes del Perú por estas zonas. La naturaleza y extensión de estos
incentivos ha variado sustancialmente en los últimos treinta años. Los beneficios
varían de región a región, y la Amazonía tiene dos zonas, una con más beneficios.

Venezuela

Venezuela tiene un típico régimen de zona franca, con rango amplio de actividades
que se puede realizar, y beneficios generosos. Como dice la pagina web del CONAPRI
(Comisión Nacional de Promoción de Inversiones):

Se entiende por Zona Franca el área de terreno físicamente delimitada, sujeta a un régi-
men fiscal especial regulado de forma general por la Ley de Zonas Francas de Venezuela.
Dentro de este territorio, es posible que las personas jurídicas autorizadas para instalarse,
se dediquen a la producción y comercialización de bienes para la exportación, así como a
la prestación de servicios vinculados con el comercio internacional.

De acuerdo a la actividad que se desarrolle dentro de las zonas francas, las mismas se
pueden clasificar en:

Industriales: Producción, ensamblaje o cualquier tipo de perfeccionamiento
económico de bienes para la exportación o reexportación.

De servicios: Prestación de servicios vinculados al comercio internacional.

Comerciales: Comercialización de mercancías nacionales o extranjeras para ser
destinadas a la exportación o reexportación, sin que se realicen actividades que
cambien las características del producto o alteren el origen del mismo.
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Es posible, que en una zona franca puedan desarrollarse simultáneamente las tres
actividades antes mencionadas.21

También hay la ley de Exoneración de Impuesto Sobre la Renta en Estados Deprimidos
y Parques Industriales, publicado en 2000 y con una vigencia de 10 años, conlleva una
exoneración de 100% hasta 2003, reducido progresivamente a 30% en 2007.

Comentarios Finales

Este trabajo ha analizado muchas vinculaciones entre el libre comercio y la tributación.
Sin embargo, en el fondo hay sólo un triángulo pequeño donde el nexo es bien concreto,
el triángulo: tributación / zonas francas (subvenciones) / libre comercio. En los demás
sentidos, los temas de tributación y comercio pueden existir de manera paralela pero
independiente. No obstante esta posibilidad, una conclusión principal de este trabajo es
que los dos campos están muy vinculados en la práctica, y por tanto, los países de la
región andina deben formular sus políticas considerando los dos simultáneamente.

Algunos países insisten que los incentivos tributarios han promovido el desarrollo
económico. La experiencia abrumadora de países de la Región Andina con respecto a
zonas francas, por contraste, ha sido negativa. En términos de desarrollo económico,
el costo ha sido extremadamente alto. Se ha facilitado el contrabando. Desgraciada-
mente, métodos más sofisticados para medir el verdadero costo de dichas zonas y
otros incentivos tributarios sólo han sido introducidos últimamente. Como en otros
países, el uso de “análisis de gastos tributarios” cambiará con seguridad la actitud de
muchos legisladores que con frecuencia creen que los incentivos tributarios no involu-
cran costo en rentas públicas.

Bolivia puede ser la excepción a esta regla. Su status favorable como exonerada de las
reglas de la OMC debería permitirle continuar con subvenciones por varios años.
Bolivia puede considerar promocionar incentivos porque ahora tiene una ventaja com-
parativa que no tenía antes (la ventaja se torna mayor a medida que la lista de países
autorizados a tener subvenciones disminuye). Pero cualquier programa debe ser eje-
cutado con extremo cuidado. Como se menciona arriba, la experiencia de la mayoría
de los países con zonas francas ha sido negativa. Las excepciones a esta regla es cuan-
do el país ha manejado esas zonas con cautela.

Pero todos los países de la región, incluyendo Bolivia, deberían centrarse en un
enfoque mas comprensivo para el futuro, uno que considera tanto las oportunidades
de inversión ofrecidas por ALCA como las limitaciones impuestas por los compromisos
de varios acuerdos de comercio. Casi todas las consideraciones (política tributaria,
política económica, administración tributaria eficiente) están en desacuerdo con las
zonas francas y otros incentivos tributarios. Debe reconocerse que esta política siem-
pre ha sido un error, no simplemente una práctica que debe terminar a causa de
obligaciones comerciales internacionales. Pero intereses políticos son difíciles de

http://www.conapri.org/21 



superar. Un paso crítico es la habilidad de ejecutar un análisis de gastos tributarios,
para que los legisladores no crean que las exoneraciones no traen costos. A la misma
vez, usualmente es políticamente necesario compensar a regiones afectadas por la
eliminación de zonas francas, creando infraestructura, por ejemplo.

Es importante pensar en una nueva filosofía para atraer inversiones. Con ALCA en el
horizonte, un esfuerzo a nivel de toda la región puede ser posible. ALCA tiene el poten-
cial de crear el gran mercado “interno” que los inversionistas buscan. También debe
haber renovado énfasis en otros temas que los inversionistas históricamente han
señalado como importantes para ellos: estabilidad legal, cortes competentes y hones-
tas; infraestructura, etc. La corrupción es siempre dañina y debe ser suprimida. Los
convenios tributarios son un modesto pero alcanzable paso hacia la armonización de
las leyes y la obtención de algún grado de estabilidad. Toda evidencia sugiere que los
convenios tributarios son una opción sensata. México y otros países de América Latina
que han implementado convenios tributarios ven resultados positivos. Es una lástima
que los países de la región andina han sido tan lentos en negociar estos convenios.

Una política tributaria coherente es aún más importante. No es sólo que las leyes tri-
butarias cambian constantemente, dichos cambios rutinariamente incluyen provi-
siones ilógicas. Mientras la armonización quizás es muy ambiciosa en este momento,
un nuevo énfasis en convergencia debería ser posible. Parte de este esfuerzo debe ser
el reconocimiento de cómo leyes locales interactúan con las leyes de los países expor-
tadores de capital. Pero cualquier esfuerzo regional necesitará financiamiento. En toda
la región, uno ve un trágico sub-financiamiento de las entidades de política tributaria.
Las entidades de política tributaria deben estar calificadas no sólo para hacer legis-
lación coherente sino también adecuadamente equipadas para educar a la legislatura.
Muchos errores legislativos involucran la pérdida de ingresos al erario de millones de
dólares. Dichos errores serían menos frecuentes con el adecuado financiamiento de las
entidades de política tributaria.

La formulación de una política tributaria quizás sería más efectiva si es combinada con
la política de inversiones extranjeras. Otras áreas de política de inversión extranjera
también se beneficiarían con un enfoque regional. Una posibilidad creada por un
enfoque regional sería un foro de resolución de conflictos regionales. Hay mucha duda
entre los inversionistas extranjeros que las cortes de los países andinos puedan inter-
pretar la ley de manera imparcial. Un tribunal regional de inversiones reduciría consi-
derablemente esa ansiedad.
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El documento "La Armonización Tributaria de los Impuestos Indirectos en los Países de
la Comunidad Andina" consta de seis capítulos y nueve anexos.

En el Capítulo I, se desarrolla el marco Teórico, y en él se discuten las principales varian-
tes teóricas de los impuestos indirectos: impuesto al valor agregado e impuestos
selectivos al consumo. 

En el Capítulo II, se describen las principales características del impuesto al valor agrega-
do y de los impuestos selectivos al consumo en los países de la CAN. En este capítulo se
presenta el resultado de las entrevistas a los funcionarios de los Ministerios de Finanzas
y de las Administraciones Tributarias de los Países Miembros de la CAN, de acuerdo a un
cuestionario de preguntas previamente elaborado, para posteriormente presentar un
resumen de dichas entrevistas utilizando una matriz de decisiones tributarias.

En el Capítulo III, se realiza un análisis comparativo de las principales características
del IVA y de los impuestos selectivos al consumo en los países de la CAN.

En el Capítulo IV, se exponen las principales recomendaciones para la armonización de
los impuestos indirectos en los países miembros de la CAN, considerando las ventajas
y desventajas que implican la implementación de cada una de las recomendaciones.

En el Capítulo V, se presenta un análisis cualitativo y cuantitativo del impacto fiscal de
las recomendaciones propuestas en el capítulo IV, en cada uno de los países de la CAN.
Para este propósito se presenta una descripción de la situación macroeconómica, fis-
cal y tributaria de los países miembros de la CAN.  

En el Capítulo VI, se presentan los Proyectos de Decisión de Armonización Tributaria,
en materia de impuestos indirectos.

EL MARCO TEÓRICO

1. Cinco son los aspectos generales que definen el impuesto al valor agregado que
un país utiliza:

1.1. La variante del IVA
1.2. El principio del IVA
1.3. Las modalidades de las exoneraciones
1.4. El número de tasas (tarifas)
1.5. El método de cálculo del impuesto

2. El primer aspecto general es el de la variante:

2.1. La variante del IVA tipo producto grava todos los gastos, es decir, grava el gasto
en consumo del sector privado, el gasto en inversión del sector privado, el gasto
en consumo del gobierno,  excepto el gasto en remuneraciones y el gasto en inver-
sión del gobierno.

2.2. La variante del IVA tipo ingreso excluye la depreciación de su base, grava el gasto
en inversión neta, en lugar del gasto en inversión bruta. 

RESUMEN EJECUTIVO



La variante del IVA tipo consumo excluye el gasto en inversión bruta en su tota-
lidad. La base gravable del IVA tipo consumo es equivalente a la base gravable de
un impuesto a las ventas a nivel minorista.  

La equivalencia señalada en el numeral 2.3 implica que el conjunto de ventas
intermedias que ocurren en la cadena de comercialización productor (importador)
– mayorista – minorista, permiten obtener ingresos parciales, cuya suma será
equivalente al valor de la venta total multiplicada por la tasa (tarifa) correspon-
diente. En otras palabras, el productor (importador) y el mayorista resultan sien-
do agentes económicos recaudadores del impuesto parcial que les corresponde.    

A partir del análisis de las tres variantes del IVA se extraen las siguientes conclusiones: 

El IVA tipo producto cuenta con la base más amplia, sin embargo la carga sobre
las compras de bienes de capital desincentiva la inversión. El IVA tipo consumo
cuenta con la base más reducida pero resulta económicamente más neutral pues
no genera distorsiones en el proceso de producción entre el capital y otros fac-
tores. Sin embargo, requiere de una tasa mayor a fin de lograr un rendimiento
determinado de la recaudación.

El IVA tipo producto se aproxima al IVA tipo consumo cuando las empresas pueden
recuperar rápidamente el impuesto pagado en la adquisición del activo fijo.

El segundo aspecto general es el de principio: 

Según el principio del origen, el IVA se aplica sobre el valor agregado de todos los
bienes gravados producidos domésticamente.

Según el principio del destino, el IVA se aplica sobre el valor agregado de todos
los bienes gravados que son consumidos domésticamente.  

En una economía abierta, si se aplica el principio de origen, se gravan las exporta-
ciones pero no se gravan las importaciones. Si se aplica el principio de destino, se
gravan las importaciones pero no se gravan las exportaciones (este es el principio
aplicado generalmente en los países).

Bajo el principio de destino los precios de producción de un bien comercializado
son uniformizados a través del libre comercio, pero con tasas IVA diferentes los
precios relativos de consumidor entre este bien y otros no comercializados serían
diferentes en cada país provocando ineficiencia en el consumo global. Si es que
todos los precios (y tasas de cambio) son flexibles, el cambio de un principio a otro
no implicaría cambios en los patrones de producción de los países asumiendo dos
supuestos cruciales.

Todos los productos comercializados están gravados con la misma tasa dentro del
mismo país. Si esto no ocurre un cambio entre principios produciría respuestas
complejas en los patrones de producción y consumo.

Diferentes tasas de IVA entre países producen diferentes cargas en los ingresos de
los factores.

2.3

3.

4.
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Cuando se analiza las transacciones entre un conjunto de países que forman
parte de una unión aduanera o económica (comunidad de países), adquieren rele-
vancia los siguientes conceptos:

Ventas al interior de un país miembro. Este concepto no es nuevo, corresponde a
las ventas de productos que se producen y consumen dentro de un mismo país. 

Ventas intracomunitarias. En los mercados únicos se suprimen los términos de
exportación e importación entre los estados miembros. Las ventas que corres-
ponden a las antiguas exportaciones e importaciones se denominan ventas intra-
comunitarias.  

Ventas extracomunitarias. Corresponden a las exportaciones e importaciones
hacia y desde un país que no forma parte de la unión aduanera o económica.  

En un proceso de integración, como las exportaciones e importaciones son ven-
tas intracomunitarias, este proceso implica, desde el punto de vista de la admi-
nistración del tributo, los siguientes aspectos a resolver:

La administración de los tributos y la distribución de la recaudación de las
transacciones intracomunitarias.

Los mecanismos de compensación necesarios.

El tercer aspecto general es el de la modalidad de las exoneraciones:

La modalidad de la "tasa cero" implica que el producto con tasa cero se encuen-
tra dentro de la red del impuesto al valor agregado aplicando la tasa de 0% sobre
sus ventas y la tasa general del impuesto sobre sus compras. El pago neto resul-
ta en este caso negativo y por lo tanto el contribuyente tiene derecho a solicitar
la devolución de dicho saldo a su favor. 

La modalidad de la exclusión implica que el producto excluido, como su nombre
lo indica, se encuentra fuera de la red del impuesto al valor agregado. No aplica
el IVA sobre el valor de sus ventas y encontrándose fuera de la red del impuesto
no puede solicitar la devolución sobre el impuesto pagado en sus compras.

Existen dos casos de exclusiones:

Exclusión porque la operación, venta o transferencia, no genera valor agregado.
Por ejemplo si dos empresas A y B deciden fusionarse, la transferencia de bienes
de activo fijo de A a B no genera valor agregado y por lo tanto dicha operación
debe estar excluida del impuesto al valor agregado. 

Exclusión discrecional por decisión del hacedor de la política tributaria. Esta
decisión discrecional puede originarse en casos en los que el valor agregado de
alguna actividad o negocio sea difícil de calcular (por ejemplo en el caso de las
actividades financieras y de seguros) o en casos en los que se busca introducir
algún grado de progresividad al impuesto.
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El cuarto aspecto general es el número de tasas (tarifas):

El caso de la tarifa única es cuando todas las transacciones están gravadas con
la misma tasa. Algunas de las transacciones pueden estar exoneradas del
impuesto en la modalidad de la tasa cero a dichas transacciones, en cuyo caso
existirían dos tasas: la tasa general y la tasa cero correspondiente a las exonera-
ciones. Sin embargo este caso puede ser considerado como un IVA de tasa única.

El caso de la tasa múltiple es cuando no todas las transacciones están gravadas
con la misma tasa, pudiendo existir tasas inferiores o superiores a la tasa gene-
ral. Con este tipo de sistema se busca introducir un cierto grado de progresivi-
dad al IVA gravando con una tasa inferior a los bienes de consumo popular y con
tasas superiores a los bienes suntuarios o a bienes cuyo consumo se quiere
desincentivar. 

El quinto aspecto general es el método del cálculo del impuesto

El método del crédito requiere que el monto del IVA sea explícitamente declarado
en la factura asociada con cualquier transacción gravada. El monto del impuesto
que un contribuyente declara y paga es la diferencia entre el impuesto que recau-
da de sus ventas y el impuesto que paga por sus compras actuando sólo como
agente recaudador.

Según el método de la sustracción, la obligación tributaria de cada comerciante
es computada aplicando la tasa de IVA a la diferencia entre sus ventas totales
(incluyendo IVA) y sus compras totales (incluyendo IVA). No se requiere que el
monto del IVA conectado a la transacción gravada figure en la factura. 

Si el IVA tiene una única tasa y no existen exoneraciones o tasas cero, los
Métodos del Crédito y la Sustracción producen resultados idénticos y su elección
depende de consideraciones de política tributaria.

Si el IVA tiene múltiples tasas y varias exoneraciones, ninguno de los dos méto-
dos puede superar los efectos no deseados. La elección entre ambos dependerá
de la comparación de los costos y beneficios de cada uno.

Con el Método del Crédito, la exoneración en alguna de las etapas antes de la
final, rompe la cadena de crédito y produce efecto cascada. Con el Método de la
Sustracción no, pero este método es incapaz de manejar varias tasas.

Los impuestos selectivos al consumo gravan bienes que presentan algunas de las
siguientes características:

Son bienes cuya producción y venta está supervisada de cerca por el gobierno.

Son bienes con demanda inelástica.

Son bienes con elasticidad ingreso  mayor que uno (bienes suntuarios).

Son bienes cuyo consumo causa externalidades negativas.

12.     

12.1.

12.2.

13.

13.1.

13.2.

14.

15.

16.

17.

17.1.

17.2.

17.3.

17.4.
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Existen varios fundamentos para la imposición selectiva al consumo, siendo los
más importantes tres:

Son una fuente importante de generación de ingresos. La razón más importante
para utilizar los impuestos selectivos al consumo es que se puede recaudar
sumas importantes con pequeños efectos distorsionadores, requiriendo  costos
pequeños de las administraciones tributarias y pocas probabilidades de evasión
tributaria, si es que están adecuadamente diseñados. Los bienes afectos a
impuestos selectivos tienen grandes volúmenes de ventas, pocos productores,
demanda inelástica, fácil diferenciación y ausencia de sustitutos cercanos.

Permiten la corrección de externalidades negativas. Los bienes cuyo uso pro-
duce externalidades negativas y por lo tanto es apropiado gravarlos con
impuestos selectivos al consumo son los productos del tabaco y el alcohol,
insumos para el uso de vehículos motorizados (incluyendo combustibles y
vehículos).

Son herramientas para mejorar la equidad vertical. En algunos países se inten-
ta utilizar los impuestos selectivos al consumo como instrumentos para mejo-
rar la equidad vertical. 

Los impuestos selectivos se aplican utilizando tasas específicas y tasas ad-va-
lórem. En el caso de las tasas ad-valórem, las mismas se pueden aplicar sobre el
precio del fabricante o importador, o sobre el precio de venta al consumidor
final o precio de venta al detallista. Dado que en todos los casos el sujeto pasi-
vo del impuesto es el fabricante o importador, existen diversos métodos para
estimar el precio de venta al detallista. En algunos países se utilizan encuestas
para obtener este precio, en otros países se utiliza el precio sugerido por el fabri-
cante y finalmente en algunos países se fija un margen de comercialización pre-
suntivo, que es un porcentaje que se aplica sobre el precio del fabricante. De
acuerdo con estas características podemos identificar cuatro diferentes modali-
dades del impuesto selectivo al consumo:

Tasas o montos específicos por unidad física. 

Tasas ad-valórem sobre el precio final, utilizando encuestas o precios sugeridos
por el fabricante.

Tasas ad-valórem sobre el precio final, utilizando márgenes presuntivos de co-
mercialización.

Tasas ad-valórem sobre el precio ex fábrica o ex aduana.

18.

18.1.

18.2.

18.3.

19.

19.1.

19.2.

19.3.

19.4.



PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LOS IMPUESTOS  EN LOS PAÍSES
DE LA COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES

La variante utilizada por todos los países de la CAN es el IVA tipo producto, sin
embargo en casi todos los países, con excepción de Bolivia, se aplican regímenes
especiales para excluir a los bienes de capital cuando se trata de actividades
económicas intensivas en capital o cuando se trata de las exportaciones. 

Todos los países de la CAN aplican el Principio del destino.

En todos los países de la CAN, con excepción de Bolivia, se utiliza el crédito fiscal
como método de cálculo. En Bolivia se utiliza el método de la sustracción.

En todos los países de la CAN, con excepción de Colombia, se utiliza tarifa única.
Colombia utiliza tarifas múltiples.   

Las exoneraciones son abundantes en todos los países de la CAN, con excepción
de Bolivia. La modalidad predominante de exoneración utilizada en Ecuador, Perú
y Venezuela es la exclusión del campo de aplicación del impuesto, en sus diversas
formas legislativas. Dichos países utilizan tasa cero sólo para sus exportaciones.
En Bolivia la modalidad predominante de exoneración es la tasa cero, sólo para
sus exportaciones, ya que prácticamente no existen otro tipo de exoneraciones. En
Colombia se utilizan como modalidades importantes la exclusión y la tasa cero.

En ninguno de los países de la CAN, con excepción de Venezuela, existe un nivel míni-
mo no gravado de aplicación general para todos los contribuyentes,  distinto al que
corresponde a los casos en los que existen regímenes simplificados. En Venezuela sí
existe un nivel mínimo no gravado, pero que tiende a disminuir año a año.

La dispersión de las tarifas es amplia, correspondiendo a Ecuador la tarifa más
baja: 12% y al Perú la tarifa más alta: 18%.

La existencia de zonas de inmunidad fiscal por razones de atraso económico es
limitada en todos los países de la CAN, con excepción de Perú, en donde existen
amplias zonas de inmunidad fiscal. 

En todos los países de la CAN existen zonas francas.  Adicionalmente, en el Perú exis-
ten los denominados CETICOS (Centros de Exportación, Transformación, Industria,
Comercialización y Servicios) los cuales no son propiamente zonas francas.

En ningún país de la CAN existe indexación del crédito fiscal, con excepción de
Bolivia.

En Bolivia, Ecuador y Perú existen límites a la devolución de saldos a favor de los
exportadores. Sin embargo, sólo en Bolivia se permite la indexación de los saldos
a favor no devueltos. En Colombia y Venezuela, no existen límites a los saldos a
favor de los exportadores.

Aspectos generales del IVA

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

1.

2.

3.

4.

Aspectos específicos del IVA
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Todos los países de la CAN tienen regímenes de devolución, en funcionamiento, de
los impuestos pagados en las compras por los exportadores. Colombia devuelve
impuestos a los bienes y servicios exentos (tasa cero), aunque de manera limitada.

El transporte internacional de carga está exonerado, en la modalidad de exclusión,
en todos los países de la CAN, con excepción de Bolivia y Venezuela.

El transporte internacional de pasajeros está gravado en todos los países, sin
embargo la base gravable que normalmente se calcula como un porcentaje del
valor del pasaje, varía desde un 25% en el caso de Venezuela, hasta un 100% en
el caso de Perú.  

El transporte nacional de carga está gravado en todos los países de la CAN, con
excepción de Colombia.

El transporte nacional de pasajeros está gravado en todos los países de la CAN,
con excepción de Venezuela.

En todos los países de la CAN los bienes de capital se encuentran gravados. En
Bolivia, Ecuador y Venezuela los contribuyentes tienen derecho a deducir el crédi-
to fiscal, como característica predominante de sus regímenes tributarios. En Perú
la característica predominante es la posibilidad de solicitar la devolución. En
Colombia no existe la posibilidad de deducir el crédito fiscal. 

En Colombia y Venezuela se han especificado criterios para determinar las
exportaciones de servicios. En el Perú adicionalmente a los criterios existe una
lista de actividades consideradas exportaciones de servicios. En Bolivia y
Venezuela no existen criterios ni listas.

En Bolivia, Colombia y Perú existen regímenes simplificados para los con-
tribuyentes. En Ecuador y Venezuela, si bien no existen actualmente, hay proyec-
tos para crearlos.

En todos los países de la CAN existe un Código Tributario. En Bolivia y Venezuela
dicho Código tiene rango de Ley Orgánica.

En todos los países de la CAN, con excepción de Colombia, la declaración del
impuesto es mensual. En Colombia es bimestral.

En todos los países de la CAN existen controles y requisitos para la impresión de
facturas. Bolivia, Colombia y Ecuador imponen ciertos límites a dicha impresión.

Los plazos legales de devolución varían entre los países. En el Perú el plazo legal
es menor a un mes. En Colombia, Ecuador y Venezuela el plazo es entre uno y tres
meses, y en Bolivia es mayor a tres meses.

Sólo en Colombia y Ecuador existen regímenes de retención masivos. En el Perú
existen de manera muy limitada y en Bolivia y Venezuela no existen.

5.

6.

7.

8.

9.

10.

11.

12.

Aspectos administrativos del IVA

1.

2.

3.

4.

5.



Existe poca uniformidad y un alto grado de complejidad en los regímenes de
imposición selectiva al consumo que utiliza cada país.

Por un lado, en tres de los cinco países la legislación comprende varias leyes. Sólo
Perú y Ecuador regulan los impuestos selectivos en una sola ley. Por otro lado, los
cinco países de la CAN se caracterizan por utilizar varias modalidades de imposi-
ción al consumo. Todos utilizan al menos dos de las modalidades descritas en el
marco teórico,  Colombia utiliza tres modalidades. 

Cervezas

3.1. Se gravan utilizando la modalidad de montos específicos por litro en Bolivia,
Perú y Venezuela.

3.2. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final se utiliza en Colombia
y Ecuador. Mientras que en Ecuador se utilizan márgenes presuntivos de
comercialización, en Colombia estos márgenes sólo se utilizan para la cerve-
za importada, en tanto que para la cerveza nacional se utilizan los precios
sugeridos por el productor.

Alcoholes

4.1. Se gravan utilizando la modalidad de montos específicos por litro en Bolivia
y Venezuela.

4.2. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final se utiliza en Ecuador,
utilizando márgenes presuntivos de comercialización.

4.3. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio ex fábrica se utiliza en Perú.
4.4. En Colombia, los alcoholes no están gravados.

Vinos y otros licores

5.1. La modalidad de monto específico por litro se utiliza en Bolivia y Venezuela.
Los montos específicos se fijan de acuerdo a la graduación alcohólica.

5.2. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final, utilizando precios
sugeridos por el productor se utiliza en Colombia, pero sólo para los licores
nacionales.

5.3. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final, utilizando márgenes
presuntivos de comercialización se utiliza en Ecuador y en Colombia, para
los licores importados.

Bebidas no alcohólicas

6.1. La modalidad de monto específico por litro se utiliza en Bolivia, en donde se
grava inclusive la chicha de maíz.

6.2. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final,  se utiliza en Colom-
bia, para las mezclas y refajos.

6.3. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final, en base a precios suge-
ridos por el productor, se utiliza en Ecuador.

1.

2.

3.

4.

5.

6.

Modalidades del impuesto selectivo al consumo



RECOMENDACIONES PARA LA ARMONIZACIÓN TRIBUTARIA DE LOS
IMPUESTOS INDIRECTOS EN LOS PAÍSES DE LA CAN

Aspectos Generales

De la variante del IVA 
Recomendación 1.1

Los bienes de capital deben estar gravados. Sin embargo los países deben asegurar la
devolución oportuna del IVA pagado en la adquisición de dichos bienes, mediante
alguno de los siguientes métodos:
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6.4. La modalidad de tasa ad valórem sobre precio ex fábrica o ex aduana, se utiliza
en Perú.

6.5. Las bebidas no alcohólicas no están gravadas en Venezuela.

Cigarrillos, cigarros y tabaco

7.1. La modalidad de tasa ad valórem sobre el precio final, en base a encuestas o
precios sugeridos, se utiliza en Venezuela y en Colombia. En este último caso
dicha modalidad se utiliza sólo para los cigarrillos nacionales.

7.2. La modalidad de tasa ad valórem sobre precio final en base a márgenes pre-
suntivos de comercialización, se utiliza en Ecuador y en Colombia, para los
cigarrillos importados.

7.3. La modalidad de tasa ad valórem sobre precio ex fábrica se utiliza en Bolivia y
Perú. 

Hidrocarburos

8.1. Los hidrocarburos sólo están gravados en Bolivia, Colombia y Perú.
8.2. La modalidad de monto específico por litro se utiliza en Bolivia y Perú.

Automóviles

9.1. Los automóviles sólo están gravados con impuesto selectivo al consumo en
Bolivia, Ecuador y Perú.

9.2. La modalidad de tasa ad valórem sobre precio final en base a márgenes pre-
suntivos de comercialización se utiliza en Ecuador.

9.3. La modalidad de tasa ad valórem sobre precio ex fábrica o ex aduana se uti-
liza en Bolivia y Perú. 

7.

8.

9.

Crédito fiscal con devolución, el cual permite la devolución inmediata del IVA
pagado en la adquisición de bienes de capital, aun cuando las empresas se
encuentren en etapa pre-operativa.

Crédito fiscal sin devolución, el cual permite la utilización gradual del crédito fis-
cal, en la medida que existan ventas gravadas.

Crédito fiscal utilizable en proporción a las reglas de depreciación del activo fijo.

-

-

-



Del principio del IVA
Recomendación 1.2

El IVA debe aplicarse según el principio de destino, es decir las importaciones deben
estar gravadas y las exportaciones no.

Recomendación 1.2a

La aplicación del régimen denominado IVA en suspenso, similar al utilizado por la
Comunidad Europea desde 1993, será el objetivo para la concreción del Mercado
Único. Por tal motivo, las administraciones tributarias de los países miembros desti-
narán recursos para estudiar este régimen durante el año 2003.

En este sentido, los Países Miembros deberán implantar un sistema de intercambio de
información como el V.I.E.S. 

Del método de cálculo del IVA
Recomendación 1.3

Se debe utilizar como método de cálculo del impuesto el método del crédito fiscal.
Es necesario realizar un estudio específico sobre el método de la sustracción y sus
implicancias para la integración en el caso que uno de los países decida mantenerlo.
Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2005.

Del número de tarifas del IVA
Recomendación 1.4  

La tarifa general debe ser única. Sin embargo, los Países Miembros podrán fijar una tari-
fa menor para los bienes y servicios incluidos en los literales a) y b) de la Recomendación
1.5. La mencionada tasa menor no podrá exceder de la mitad de la tasa general.

Condicionado a la ejecución previa de un proceso de racionalización de las exonera-
ciones (ver Recomendación 1.5), los países miembros deberán adecuarse a esta reco-
mendación a más tardar el 31 de diciembre de 2005.

Es del caso mencionar que en el caso de países que cuenten con tarifas del IVA supe-
riores a la tarifa máxima propuesta en la Recomendación 1.6, se entiende que a partir
de la fecha indicada anteriormente deberán eliminar las tarifas superiores al límite.

De la modalidad y alcance de las exoneraciones del IVA
Recomendación 1.5

Los Países Miembros se comprometerán a llevar a cabo ajustes a sus sistemas de exo-
neraciones vigentes. Estos ajustes pasaran por dos fases. Durante la primera fase, los
Países Miembros se comprometerán a llevar a cabo una racionalización de sus exo-
neraciones tomando como base la siguiente lista:   

a) Bienes y servicios de consumo popular, de acuerdo a una lista máxima aprobada.
por los países.



154
155

b) Bienes y servicios básicos para la salud humana, de acuerdo a una lista máxima
aprobada por los países.

c) Exportaciones.
d) Ventas o transferencias que no impliquen la generación de valor agregado.
e) Transacciones en las que sea técnicamente difícil o imposible determinar el valor

agregado.     

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2003.

La segunda fase involucra eliminar las exoneraciones referidas a los bienes y servicios
incluidos en los literales a) y b) anteriores, los cuales pasarían a estar gravados con
una "tasa menor del IVA" (Ver Recomendación 1.4).

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2005.

De la tarifa del IVA
Recomendación 1.6

Los países miembros deberán adecuar sus tarifas, las cuales no deberán ser inferiores
a 14% ni superiores a 18%.

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2005.

Aspectos específicos

De las zonas de inmunidad fiscal
Recomendación  2.1

Las zonas de inmunidad fiscal deben existir sólo de manera limitada. Los incentivos
tributarios en dichas zonas no deben comprender exoneraciones del IVA ni de los
impuestos selectivos para los bienes que salen o ingresan a dichas zonas. 

Se recomienda la elaboración de un estudio de armonización tributaria para estas
zonas, que comprenda el impuesto a la renta y otros impuestos.  

Recomendación 2.2

Las zonas francas que se establezcan deben tener como objetivo exclusivo la promo-
ción de exportaciones. La nacionalización de los bienes provenientes de las zonas fran-
cas no debe significar tratamientos tributarios preferenciales con relación al régimen
tributario común.

Los Países Miembros deben tener presente que, conforme al Acuerdo sobre
Subvenciones y Medidas Compensatorias de la Organización Mundial del Comercio
(ASMC-OMC), se estableció la eliminación, a partir del primero de enero de 2003, de



algunos de los incentivos fiscales que han permitido el establecimiento y desarrollo de
las Zonas Francas en Latinoamérica.

Recomendación 2.2a

En el mediano plazo las zonas francas deben eliminarse para dar paso a un régimen
tributario sin sesgo anti-exportador. De mantenerse los beneficios tributarios deben
referirse al IVA, tratando los bienes y servicios de las zonas francas como extracomu-
nitarios y por lo tanto como importaciones. 

Del crédito fiscal
Recomendación 2.3

El sistema del IVA debe asegurar el descuento inmediato del crédito fiscal con la fina-
lidad de evitar sistemas de indexación que complican la administración del impuesto.

De los saldos a favor de los exportadores
Recomendación 2.4

Las administraciones tributarias deben mejorar la gestión de las devoluciones de los
saldos a favor de los exportadores, devolviendo el mismo sin restricciones ni límites.
Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación antes del 31 de diciem-
bre de 2005.

De la tarifa cero
Recomendación 2.5

De acuerdo a lo mencionado en las Recomendaciones 1.4 y 1.5 y a efectos de comple-
mentarlas, el régimen de tarifa cero, y por consiguiente las devoluciones de los saldos
a favor, se aplicará exclusivamente a las exportaciones. 

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación antes del 31 de diciem-
bre de 2007. 

Aspectos sectoriales

Del régimen del IVA en el transporte
Recomendación 3.1

En el caso del transporte, el transporte internacional de carga debe estar gravado con
tarifa 0%, en tanto que el transporte internacional de pasajeros debe estar gravado
con la tarifa general del IVA.

El transporte internacional de pasajeros debe gravarse por el país en donde se inicia el
itinerario.

Los países miembros en los cuales rijan actualmente reglas distintas en esta materia,
tendrán un plazo impostergable para acatar lo que aquí se establece hasta el 31 de
diciembre de 2005.
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Del régimen del IVA para los bienes de capital
Recomendación 3.2

El tratamiento de los bienes de capital debe aproximarse a un IVA tipo consumo, en el
que dichos bienes están excluidos del campo de aplicación del impuesto. Esta
recomendación es complementaria a la recomendación 1.1. En tanto los bienes de capi-
tal se encuentren gravados, debe procurarse un régimen ágil de recuperación del
impuesto pagado en la adquisición de los mismos.

Del régimen del IVA para las exportaciones de servicios
Recomendación 3.3

Debe mejorarse la legislación correspondiente a la exportación de servicios, definien-
do la misma a partir de los siguientes criterios:

a) Que el servicio sea utilizado exclusivamente en el exterior
b) Que las personas o empresas que utilizan el servicio no tengan negocios o activi-

dades en el país en donde se ubica quien presta el servicio.

En base a estos criterios se hace necesario evaluar la aprobación de una lista de opera-
ciones consideradas como exportaciones de servicios, de aplicación común para los
países miembros.

De los regímenes simplificados
Recomendación 3.4

Los regímenes simplificados deben limitarse a contribuyentes de la última etapa de la
cadena de comercialización (minoristas) y con ventas anuales que no excedan de
quince (15) veces el ingreso per cápita en cada país. Este múltiplo debe ser objeto de
armonización en todos los países.

Aspectos administrativos

De la declaración del IVA
Recomendación 4.1

La declaración del IVA debe ser mensual.

De los requisitos de las facturas
Recomendación 4.2

Las facturas son los documentos que permiten tanto la utilización del crédito fiscal
para los sujetos del impuesto cuanto la devolución del impuesto en el caso de los
exportadores. Por tanto representan "dinero" para los contribuyentes y para el fisco.
En esta medida, debe existir un sistema de control de facturas con requisitos básicos
para las mismas y autorización previa de impresión.

No obstante lo señalado anteriormente, Bolivia podrá continuar con el régimen de fac-
turación y de liquidación del "IVA por dentro", que actualmente contempla su norma-
tiva, durante un plazo máximo que no excederá del 31 de diciembre de 2005.



De los plazos para las devoluciones
Recomendación 4.3

Los plazos legales y efectivos de devolución de impuestos a los exportadores deben
reducirse significativamente a periodos que no excedan de 60 días, sin perjuicio de la
devolución inmediata en los casos de solicitudes de devolución con carta fianza.

De los sistemas de retenciones del IVA
Recomendación 4.4

Las administraciones tributarias deben implementar sistemas masivos de retenciones
de impuestos con la finalidad de mejorar la recaudación del IVA

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2003.

De los bienes afectos a los impuestos selectivos
Recomendación 1.1

El Impuesto selectivo al consumo debe aplicarse a un reducido número de bienes,
clasificados en los siguientes grupos:

a) Cervezas 
b) Vinos
c) Licores y Bebidas Alcohólicas 
d) Productos derivados del tabaco
e) Gasolina para consumo de automóviles
f) Otros derivados del petróleo
g) Automóviles
h) Juegos de azar

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2003.

Del nacimiento de la obligación
Recomendación 1.2

La obligación del impuesto debe nacer cuando el producto abandona la fábrica, en el
caso de productos nacionales, o la aduana, en el caso de productos importados. 

De la modalidad del impuesto
Recomendación 1.3

La modalidad que se debe utilizar predominantemente es la tasa (tarifa) específica por
unidad reajustada periódicamente por el índice de inflación. Sin embargo si el bien es
predominantemente de origen importado puede resultar conveniente aplicar tasas ad
valórem tanto a los bienes importados como a los bienes nacionales. 

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2003.
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Recomendación 1.4

Las modalidades recomendadas por producto son las siguientes:

a) Cerveza: Monto fijo / litro (teniendo en cuenta el grado alcohólico en compara-
ción con los otros licores)

b) Vinos: Monto fijo / litro (teniendo en cuenta el grado alcohólico en comparación
con los otros licores)

c) Licores y bebidas alcohólicas: Monto fijo / litro (según rangos de grado alcohólico)
d) Productos derivados del tabaco: Monto fijo / unidad (con diferenciación según

calidad: negros y rubios)
e) Gasolina para consumo de automóviles y otros derivados del petróleo: monto

fijo / galón (en relación directa a la contaminación y en el caso de las gasolinas
en relación inversa al octanaje)

f) Automóviles: Tasa ad valórem
g) Juegos de azar: Monto fijo por unidad física (por ejemplo máquinas, mesas)

De las tasas (tarifas)
Recomendación 1.5

Las tasas se deben aplicar de manera uniforme a los productos nacionales y a los pro-
ductos importados. En el caso de los productos importados la base gravable debe estar
conformada exclusivamente sobre el valor CIF más el arancel.     

Recomendación 1.6

El grado de dispersión de la tasas (tarifas) debe reducirse. Se recomienda las siguientes
cargas tributarias mínimas y máximas:

Carga tributaria mínima
Carga tributaria máxima

Cerveza
25%
30%

Vinos
30%
35%

Licores y bebidas alcohólicas
35%
40%

Productos derivados del tabaco
60%
70%

Gasolinas para consumo de automóviles
40%
60%



Otros derivados del petróleo
10%
30%

Automóviles
10%
30%

Estas cargas se refieren a tasas (tarifas) ad valórem sobre el valor de venta al con-
sumidor final (precio de venta excluyendo impuestos). En los casos que se apliquen
tasas específicas, estos límites se aplican a las tasas (tarifas) ad valórem implícitas. 

Los países miembros deberán adecuarse a esta recomendación a más tardar el 31 de
diciembre de 2003.

IMPACTO FISCAL DE LAS RECOMENDACIONES DE ARMONIZACIÓN
TRIBUTARIA DE LOS IMPUESTOS INDIRECTOS

Es importante resaltar el distinto tamaño de las economías de los países de la CAN.
Mientras que Bolivia es la economía más pequeña, con un PBI de alrededor de US
$ 7,800 millones, Venezuela es la economía más grande, con un PBI de alrededor
de US $ 121,200 millones.

El PBI per-cápita muestra un menor rango de variación. Mientras que Bolivia tiene
el menor PBI per cápita con un valor de US $ 917, Venezuela tiene el mayor PBI per
cápita con un valor de US $ 4,483.

En el año 2001, el PBI muestra un crecimiento en todos los países siendo el de
Ecuador el más alto con una tasa de crecimiento de 5.4%, y Perú el país con menor
tasa de crecimiento en la región con una tasa de 0.2%.

Una mejor idea del comportamiento en cuanto  al crecimiento económico de los paí-
ses de la CAN, nos la da el comportamiento en el periodo 1995-2001, en el que
Bolivia y Perú mostraron tasas de crecimiento de 3.2% y 3.1% en promedio para el
periodo, en tanto que Ecuador tuvo una tasa de crecimiento de 1.2% en promedio
para el periodo. 

Resulta particularmente relevante el análisis del PBI por sector económico en los
países de la CAN, dado que la estructura productiva constituye un factor impor-
tante para explicar la recaudación del IVA de los países. Según autores como Tanzi
la evasión tenderá a ser mayor en aquellos países en donde la participación del
sector agropecuario es mayor, debido a la dificultad para incorporar a la formali-
dad a cientos de miles de productores. Del mismo modo podemos sostener que la
evasión tenderá a ser menor en aquellos países con mayor participación de los sec-
tores de industria y comercio. De otro lado, una característica de los países en vías
de desarrollo es la creciente participación del sector servicios. No existe evidencia
empírica que muestre si esta característica fortalece o debilita la capacidad de las
administraciones tributarias para recaudar más y reducir la evasión.
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Del análisis de la estructura productiva de los países de la CAN, podemos extraer
las siguientes conclusiones:

a. En todos ellos existe el predominio del sector servicios, el cual representa des-
de el 54.5% en Bolivia hasta el 65.0% en Perú. 

b. En todos ellos el sector con menor participación es el sector primario, el cual
representa desde 15% en Perú hasta cerca de 30% en Ecuador. Sin embargo,
cabe resaltar la participación del sector petróleo y gas, que en Ecuador repre-
senta el 19.6% y en Venezuela el 22.7%. 

c. Si excluimos a los sectores minería, petróleo y gas, sectores altamente formales,
para calcular la participación del sector primario, el rango de variación para
la participación del sector primario va desde 4% en Venezuela hasta 14.1% en
Bolivia.

d. La participación de los sectores comercio y manufactura representa desde
23.2% en Venezuela, hasta 34% en Ecuador.  

De la comparación de las cifras y atendiendo sólo al factor de estructura produc-
tiva, resulta que Ecuador y Perú están en capacidad de encontrar menores dificul-
tades para tener una mayor recaudación y en consecuencia una menor evasión,
debido a la relativa mayor participación en el PBI de sus sectores de Manufactura
y Comercio, en comparación con los otros países, y a una pequeña participación,
en comparación con los otros países, de su sector primario no minero ni petrolero.
Por otro lado, Bolivia y Colombia encontrarían mayores dificultades para elevar la
recaudación y reducir la evasión, debido a la relativa mayor participación de su
sector primario no minero ni petrolero y a la relativa menor participación, en com-
paración con los otros países, de sus sectores Manufactura y Comercio. Venezuela
se encuentra en una situación intermedia, dado que si bien la participación de su
sector primario no minero ni petrolero es significativamente menor a la de sus
vecinos comunitarios, la participación de sus sectores Manufactura y Comercio es
la menor de todos los países de la CAN.

El análisis de los principales indicadores fiscales es pertinente en un contexto de
armonización tributaria, debido a que su nivel condicionará la implementación de
medidas de armonización tributaria. En los países con mayores niveles de déficit
fiscal será más factible implementar reformas que impliquen un aumento de la
carga tributaria, mientras que lo contrario ocurrirá en los países con menores
niveles de déficit. De otro lado si los déficits fiscales son elevados será difícil pro-
poner medidas que tengan un impacto negativo en la recaudación.   

En el año 2000, todos los países de la CAN, con excepción de Ecuador, tuvieron un
resultado económico del Sector Público No Financiero (SPNF) negativo. Esta
misma situación ocurre en el caso del Resultado Económico del Gobierno Central.
En el caso de Bolivia, el déficit de 3.7% del PBI es consecuencia de un compor-
tamiento creciente de los gastos desde 1996, mientras que los ingre-sos totales
muestran una tendencia de estancamiento. En el caso de Colombia, a partir de
1996, el déficit muestra un comportamiento creciente, como consecuencia de un
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crecimiento de los gastos. En el caso de Ecuador, luego de alcanzar déficits de alrede-
dor de 6% del PBI en 1998 y 1999, el programa de ajuste implementado en el año
2000 ha logrado equilibrar las cuentas en dicho año. En el caso de Perú, el déficit
viene mostrando un comportamiento creciente desde 1997, año en que las cuentas
fiscales estaban equilibradas, como resultado de una caída de los ingresos y de un
aumento de los gastos. Finalmente en el caso de Venezuela, el déficit muestra un
comportamiento decreciente luego de alcanzar niveles de cerca del 7% en 1998.

Cabe anotar que en el caso de Ecuador y Venezuela, el resultado fiscal es fuerte-
mente dependiente de los ingresos del petróleo, el cual depende del precio del
petróleo en el mercado internacional.

Los resultados del déficit fiscal para un solo año, en este caso el año 2000, pueden
resultar insuficientes para evaluar la realidad fiscal de un país. Un indicador rele-
vante de sostenibilidad fiscal es el saldo de la deuda pública, tanto externa como
interna, como porcentaje del PBI. Para el año 2000, el ratio deuda externa/PBI  de
18.4% para Venezuela, 35.9%% para Perú, 44.7% para Colombia, 55.5% para
Bolivia y 78.2% para Ecuador. Salvo en el caso de Venezuela, estos niveles de
endeudamiento son relativamente elevados para todos los países.  

De acuerdo a datos para el año 2000, los ingresos fiscales de los países de la CAN
varían desde 14% del PBI, en el caso de Colombia, hasta el 21.9% del PIB, en el
caso de Ecuador.  Esta elevada dispersión se explica principalmente por el efecto
del sector petrolero en los ingresos fiscales de Ecuador y Venezuela. 

Los ingresos tributarios de los países de la CAN varían desde 12.1% del PBI en
Colombia, hasta 15% del PBI, en el caso de Bolivia. En este caso sí se excluye el
efecto de los ingresos del sector petrolero, el que se registra como ingresos no
tributarios, en ambos países.

Los ingresos tributarios representan alrededor del 80% de los ingresos totales, con
excepción de Ecuador y Venezuela. En el caso de Ecuador, sólo representan el 60%
y en el caso de Venezuela, el 70%.   

Los ingresos no tributarios en el caso de Ecuador representan el 40% de los ingre-
sos totales, mientras que en el caso de Venezuela representan casi el 30%.

Podemos concluir que, en todos los demás países la presión tributaria muestra un
valor inferior a los niveles internacionales, inclusive de América del Sur. Asimismo,
de una revisión de las series para el período 1995-2000 vemos que Bolivia y
Colombia se mantuvieron en sus niveles casi históricos de presión tributaria. Sin
embargo, Perú y Venezuela han visto reducido dichos niveles.

El análisis de la participación del IVA y de los impuestos selectivos en la recau-
dación tributaria de los países muestra que el IVA tiene una participación variable,
desde 25% en el caso de Venezuela, hasta 53% en el caso de Perú.

En cuanto a los impuestos selectivos, en Perú representan casi el 15% de la recaudación
mientras que en los demás países la participación se encuentra entre el 3% y el 5%.

10.

11.

12.

13.

14.

15.

16.

17.

18.



162
163

La participación conjunta de ambos impuestos varía entre el 30% en Venezuela
hasta cerca del 70% en Perú. Estos niveles confirman la importancia que tiene ini-
ciar un proceso de armonización tributaria en los países de la CAN, referidos a estos
tributos. 

El IVA representa el 5.4% del PBI en Bolivia; 5.0% en Colombia; 6.0% en Ecuador;
6.6% en Perú y 3.4% en Venezuela. En lo respecta a los impuestos selectivos,
varían desde 0.4% del PIB en Venezuela, hasta 1.9% del PIB en Perú. 

Respecto de la eficiencia de la recaudación, los resultados muestran que:

a) La base potencial del IVA varía entre el 59% del PBI en el caso de Perú, hasta
75% del PBI, en el caso de Bolivia.

b) De acuerdo a datos del año 2000, en los países de la CAN el indicador de efi-
ciencia en la recaudación del IVA Tiene una dispersión importante, desde 35%
de eficiencia en el caso de Venezuela, hasta 80% de eficiencia en el caso de
Ecuador. 

El impacto fiscal de las principales recomendaciones en materia de impuesto al
valor agregado es positivo en todos los países. Este impacto varía entre 0.6% del
PBI y 1.6% del PBI.
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